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Presentación 
 
Para Iñigo de Miguel Beriain (2008: 8), la globalización implica ñun cambio en la forma de 
organización humana que enlaza comunidades distantes y expande el alcance de las relaciones de 

poder más allá del marco de las regiones, naciones o, incluso continentes.ò Asimismo, nos señala que 

los factores que han incidido en el triunfo de la globalización son la revolución tecnológica, 

la aparición de las grandes compañías transnacionales, la mundialización de la economía y 
el cambio en el escenario político mundial, los cuales han provocado el incremento de las 
diferencias entre ricos y pobres, la intensificación de los movimientos migratorios, el 
empeoramiento del problema ecológico, el deterioro de las condiciones del mercado de 
trabajo, la pérdida de poder de los agentes sindicales, la proliferación de las crisis 
financieras internacionales, la ruptura del sueño de un modelo único de capitalismo 
universal, la crisis del modelo socialdemócrata, la pérdida de fe en el funcionamiento de los 
sistemas políticos y el peligro de anarquía.* En este tenor, Jesús Antonio Bejarano A. 
(1997: 4), observa: ñpareciera que en numerosos pa²ses la corrupci·n ha acabado aloj§ndose en la 
planta alta gubernamental, ligada al denso tejido de intereses entre grandes protectores, grandes 

financiaciones y grandes negocios ligados al presupuesto estatal.”  

La corrupción es un problema global de nuestro tiempo y multifactorial, como lo apunta 
Óscar Diego Bautista (2009: 31-63), al referirse a los tres tipos de factores que fomentan: 
los socio-culturales o externos al individuo; los internos o estados afectivos en el individuo y 
la dinámica perversa o círculo vicioso entre los factores externos e internos. 

Como fenómeno global, la corrupción demanda la formulación, implementación, 
ejecución y evaluación de políticas públicas no sólo del gobierno, sino la injerencia de la 
sociedad civil, la convergencia de los actores sociales, la participación de la ciudadanía en 
la toma de decisiones ejerciendo medidas de control sobre los recursos que administran los 
propios gobiernos, a través de la participación social y capitales privados y, por ende, de la 
gobernanza. 

En este contexto, en este número de Apuntes Legislativos reproducimos las ponencias que 

se vertieron en la mesa de enfoque, denominada, “CORRUPCIÓN Y GOBERNANZA” 
conducida por el doctor Carlos Torres Ramírez, en la cual participaron destacados 
expositores y conocedores del tema con motivo del FORO  TRANSVERSAL E 
INTERDISCIPLINARIO DE INVESTIGACIÓN, “ESTRUCTURA SOCIAL Y SEGURIDAD”, 
celebrada el 7 de noviembre de 2013, en los Espacios Magnos del Campus Guanajuato, 
Sede Marfil, cuyo programa arrancó en el 2011, dentro de dos temáticas prioritarias: “El 
futuro del agua” y “Estructura social y seguridad”. Este último eje temático tiene como 
objetivo analizar las circunstancias actuales de México y aportar propuestas que puedan 
ser de impacto en las formas sociales de convivencia, en Apuntes Legislativos hacemos votos 

porque así sea.  

 
Atentamente 

 
 

Coordinación de Investigación y Desarrollo Legislativo 

                                                
*
 De Miguel Beriain, Iñigo, El poder en la era de la globalización. Análisis de una metamorfosis, editorial 
Comares, Granada, 2008. 
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1. RELATORÍA DE LA MESA 
“CORRUPCIÓN Y GOBERNAZA”  

 
DAVID ARTURO GUTIÉRREZ 

MÁRQUEZ* 

 

A las diecisiete horas con doce minutos 
del día siete de noviembre de dos mil 
trece, se da inicio a los trabajos de la 
mesa y  el Dr. Carlos Torres Ramírez, 
director del Instituto de Investigaciones 
Legislativas del Honorable Congreso del 
estado de Guanajuato –coordinador y 
ponente en la misma–, dio la bienvenida a 
los participantes y, acto seguido a manera 
de introducción, centró la atención de sus 
integrantes y del auditorio, tanto en la 
temática general como en la de la propia 
de la mesa, para presentar a continuación 
a los ponentes. 

Una vez que el coordinador  hizo del 
conocimiento de los ponentes la 
mecánica a seguir, así como del tiempo 
de que disponía cada uno de ellos en su 
participación: quince minutos en una 
primera ronda y cinco minutos en la 
segunda; abrió la mesa para dar paso a la 
exposición de las ponencias. 

En su intervención denominada 
“Gobernanza democrática, gobierno local 
y desarrollo humano en México”,  
ponencia conjunta con el Dr. Alex Ricardo 
Caldera Ortega, la Lic. Lucero Briyi 
Aguilar Sánchez, afirmó que tiene por 
objetivo reflexionar en torno a las 
instituciones políticas, a partir de las 
cuales los gobiernos actúan, generan 
incentivos, rutinas, o establecen 
restricciones para una acción pública en 
la consecución de objetivos sociales 
valorados; así como abordar la relación 
de calidad institucional del gobierno y su 
impacto en el desarrollo humano. 

 

                                                
*
 Coordinador de Planeación y Seguimiento del IIL del 

Congreso del Estado. Catedrático de la Universidad de 

Guanajuato. 

Acto seguido cita los elementos 
conceptuales sobre los que gira la 
ponencia y parte de tres conceptos 
básicos relativos a: 1) la Gobernanza 
democrática, que definen como la 
configuración de los arreglos de autoridad 
idónea para que la acción pública alcance 
resultados positivos en el desarrollo 
social, económico y político; 2) la Agencia 
política para el desarrollo, esto es, 
cualquier acción individual o colectiva que 
se concreta en una opción política y que 
puede redundar en una oportunidad de 
cambio; 3) el  Actor estratégico, que se 
refiere a aquel que dispone de los 
recursos y tiene la capacidad de 
movilizarlos de modo tal que puede influir 
en el proceso de toma de decisiones o 
simplemente bloquearlo. De igual manera, 
la capacidad institucional del gobierno, es 
decir, la posibilidad, que tiene el gobierno 
local, de emprender y promover en forma 
eficiente acciones de interés colectivo 
mediante esquemas de cooperación, 
corresponsabilidad y legalidad. Presenta 
gráficas, índices y subíndices de la 
arquitectura institucional  y se introduce, a 
continuación, el concepto de desarrollo 
humano como el aumento en las 
capacidades de las personas -mismas 
que les permitan vivir como ellas quieran- 
para, después, llegar a la idea central del 
gobierno democrático: el control de la 
discrecionalidad, y mostrar en su 
exposición gráfica una serie de 
resultados.  

El coordinador agradeció la 
participación de la ponente, así como los 
interesantes conceptos expuestos en 
relación con la temática de la mesa e hizo 
la presentación del segundo ponente. 

La ponencia del Lic. Carlos Vital 
Punzo, cuyo título es “Corrupción, 
transparencia y gobernanza”, parte de 
una base histórica que alude a tres 
revoluciones, para luego destacar lo que 
en México ha sido la impunidad.  Afirma 
que el principal problema sistémico de la 
política mexicana es la impunidad política, 
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esto es, un sistema de irresponsabilidad, 
donde los políticos y funcionarios públicos 
no pagan las consecuencias de sus actos 
u omisiones. Muchos de ellos navegan sin 
rendir cuentas ni encarar eventuales 
penas por sus yerros. Si bien la 
impunidad política en México tiene 
diversas causas, la más relevante es la 
falta de rendición de cuentas. Dos 
factores adicionales  limitan la rendición 
de cuentas y propician, así, la impunidad: 
la falta de un estado de derecho sólido, 
con normas eficaces  y congruentes para 
sancionar a los malos gobernantes, y una 
sociedad carente de cultura de la 
exigencia y legalidad. El estado de 
derecho significa que todos los 
ciudadanos son iguales frente a la Ley y 
que ésta es clara, conocida, estable, no 
retroactiva  y la aplica de manera 
consistente  y equitativa a todos los 
ciudadanos poderes judiciales 
independientes. Significa  también que 
existe una fuerza profesional policial 
profesional y respetuosa de los derechos 
y libertades individuales, que los 
ciudadanos tienen acceso equitativo a las 
cortes para defender sus derechos, que 
las sentencias y fallos judiciales se 
respetan y ejecutan y,  sobre todo, que la 
Constitución es una norma suprema. El 
ponente seguidamente se refiere a la 
corrupción como la manifestación más 
nítida de la impunidad y afirma que se 
trata de una constante en la historia de 
México. Se refiere a continuación, sin 
considerar el narcotráfico, al soborno en 
los contratos de gobierno, así como al 
peculado.  

El ponente concluye y propone lo 
siguiente: para que un gobierno pueda 
dar los resultados que la ciudadanía 
requiere, necesita contar con  tres cosas: 
gobernabilidad democrática, buenas 
políticas y buenos ejecutores. 

El coordinador de la mesa agradeció 
al Lic. Carlos Vital Punzo su intervención, 
así como sus valiosas aportaciones y dio 

paso a la presentación del tercer ponente, 
el Lic. Greco Rosas Méndez.  

Al hacer uso de la voz en su 
exposición intitulada “Problemas 
estructurales de la corrupción policial en 
México”, el Lic. Greco Rosas Méndez 
parte de la premisa de que la corrupción 
es un fenómeno social, institucional y 
cultural complejo, cuya presencia alcanza 
en México a los sectores público y 
privado, y cuyas causas son de carácter 
estructural, por lo que su erradicación o 
cuando menos la minimización progresiva 
de sus efectos, supone la implementación 
de políticas y estrategias también 
estructurales. 

Cita a continuación cuáles son los 
rasgos esenciales de la corrupción, los 
cuales clasifica en constantes 
(contravención, perjudicial y 
clandestinidad), frecuentes o recurrentes 
(contenido patrimonial, connivencia y 
simulación) y variables (pública o 
gubernamental y privada, individual o 
colectiva y activa u omisiva). Acto seguido 
se refiere al tamaño de la corrupción y 
cita índices de los años 2001, 2003, 2005, 
2007 y 2010. Enseguida, aborda el 
problema de la corrupción policial en 
México y hace una clasificación de la 
misma, así como también alude a sus 
causas, para emitir consideraciones en 
torno a ellas, esto es, ausencia de una 
cultura democrática de legalidad y 
rendición de cuentas, diseño deficiente de 
las estrategias encaminadas a la 
profesionalización policial y 
desarticulación e inidoneidad de los 
modelos empleados para hacer frente al 
problema con un enfoque de 
especialidad.  

El coordinador agradeció al ponente y 
expresó que lo expuesto es de sumo 
interés, seguidamente, da paso a la 
presentación e intervención del cuarto 
ponente, el Lic. Alfredo Sainez Araiza. 

El Lic. Alfredo Sainez Araiza hace 
una pregunta en el sentido de si existe 
vinculación entre la corrupción y 
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gobernanza, con su ponencia 
“Mecanismos de democracia semidirecta 
como estrategia de la gobernanza para 
combatir la corrupción en la 
administración pública”. Aquí plantea una 
definición genérica de la corrupción a 
partir del origen etimológico del vocablo, 
esto es, del latín corruptio onis, que 
significa modificación o alteración de algo 
existente; cita algunos conceptos de 
diversos autores, para luego, establecer 
el sentido de la misma en lo político, 
ciñéndola a dos actores: los políticos y los 
funcionarios públicos. Prosigue en lo que 
concierne a la percepción de la corrupción 
sobre diversas instituciones y proporciona 
datos estadísticos, para luego aludir a los 
factores que la fomentan: políticos, 
económicos, administrativos y sociales. 
Acto seguido define, en los mismos 
términos, lo que es Gobernanza; asevera 
que implica la injerencia de la sociedad 
civil, la convergencia de los actores 
sociales, la necesidad de coordinar y 
manejar los sectores sociales, las 
relaciones sociales mantenidas, el rol de 
la ciudadanía participativa, ejerciendo 
plausibles medidas de control sobre los 
recursos y decisiones que se ejercen 
desde los propios gobiernos.  

El coordinador agradeció la 
participación del ponente y procedió a 
desahogar su intervención en su calidad 
de ponente.        

La ponencia del Dr. Carlos Torres 
Ramírez, coordinador de la mesa, 
intitulada “Una aproximación al análisis de 
la corrupción y gobernanza”, parte de la 
afirmación en el sentido de que la 
corrupción es un problema global que 
afecta por igual lo mismo a personas que 
a instituciones, un vicio capital de nuestra 
época que muestra su rostro 
desagradable en todas partes, citando a 
Peter Eingen. La corrupción en México se 
ha introducido en el régimen político, 
tanto del partido que gobernó por muchos 
años, como de otras corrientes políticas. 
Asimismo, cita una serie de 

nomenclaturas verbales que ponen de 
manifiesto lo que la corrupción significa, 
algunas consultas y sus resultados acerca 
de ella, así como la percepción 
generalizada de la misma en la expresión 
“práctica cotidiana”. 

Continúa y comenta que, según el 
Banco Mundial, la gobernanza se refiere 
al conjunto de instituciones formales e 
informales que determinan el modo en 
que es ejercida la autoridad en 
determinado país, ello en tres 
dimensiones: el proceso de selección, 
supervisión y sustitución de los gobiernos, 
así como los mecanismos de rendición de 
cuentas a la población, esto es, lo que 
comúnmente se conoce como 
accountability; la capacidad de los 
gobiernos para formular e implementar las 
políticas más adecuadas para garantizar 
el crecimiento económico sostenible y el 
respeto  hacia las instituciones que rigen 
las relaciones económicas y sociales de 
un país. Prosigue y sostiene que el 
término gobernanza se remite a los 
acuerdos formales e informales que 
determinan la manera en que se toman 
las decisiones públicas y cómo se llevan a 
cabo dichas medidas, desde la óptica del 
respeto a los valores constitucionales de 
un país. La administración pública es uno 
de los pilares centrales de la gobernanza; 
aduce que una gobernanza adecuada 
implica un servicio público eficiente, un 
sistema judicial independiente, la 
rendición de cuentas en la administración 
de fondos públicos, una estructura 
institucional plural y el respeto a la Ley. 
Un elemento clave de la buena 
gobernanza reside en contar con un 
gobierno eficaz, y este es aquel cuyos 
resultados, como la prestación de 
servicios públicos o el diseño y la 
implementación de políticas públicas, 
cumplen los objetivos planeados. El 
principio de eficacia es fundamental para 
realizar y hacer efectiva una buena 
gobernanza. En un hilo conductor, resulta 
innegable que la eficacia ha de realizarse 
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y alcanzarse  mediante una adecuada 
gobernanza entendida, en palabras de 
Luis F. Aguilar, como un conjunto de 
actividades que se llevan a cabo a fin de 
dirigir a la sociedad, circunstancia que 
incluye la acción de gobierno, sin 
embargo, no sólo se reduce a ella, sino 
que además incluye la acción de actores 
económicos y sociales. La buena 
Gobernanza entonces se enfoca al 
quehacer de las administraciones 
públicas, que son las que realizan la 
prestación de los servicios públicos como 
función neurálgica de la acción de 
gobierno. 

En una segunda ronda de cinco 
minutos, la Lic. Lucero Briyi Aguilar 
Sánchez concluyó aseverando que 
aunque estadísticamente no hay una 
correlación significativa entre ICGM 
(Índice de Calidad de Gobiernos 
Municipales) y IDH (Índice de Desarrollo 
Humano) para los municipios 
metropolitanos, sí lo es para los 
municipios urbanos medianos y 
pequeños; proponen concentrarse en 
fortalecer los mecanismos de acceso y 
control democrático en términos del 
planteamiento de la dimensión de 
arquitectura institucional; así como 
procurar las capacidades personales e 
institucionales para mejorar prácticas de 
gestión. 

El Lic. Carlos Vital Punzo sostuvo 
que debe fomentarse entre instituciones y 
ciudadanos tanto una cultura de legalidad 
para hacer lo que nos corresponde como 
la eliminación de fueros. Asimismo, el 
estado debe poner el ejemplo a través de 
sus funcionarios, desde el presidente de 
la república hasta el regidor de un 
ayuntamiento. Concluye y argumenta que 
no es cosas de normas, sino de las 
conductas de seres humanos. 

Por su parte, el Lic. Greco Rosas 
Méndez expresó e hizo un recuento de 
los defectos estructurales de las policías. 
Considera que subsisten graves 
problemas de corrupción en muchas de 

las policías mexicanas y que ello 
contribuye al deterioro de la confianza 
pública en las fuerzas civiles de 
seguridad. Destacó también que 
comienzan a observarse iniciativas 
encomiables a favor de la rendición de 
cuentas en algunas policías, ambiciosas, 
en algunos casos, al grado de involucrar 
la participación de ciudadanos y grupos 
civiles independientes, pero también es 
cierto que, en muchas otras, persiste el 
amateurismo, la ausencia de políticas y, 
sobre todo, la falta de visión, capacidad y 
compromiso para llevar adelante una 
gestión profesional de la institución 
policial. Esto se traduce en diversas 
formas de corrupción, a veces toleradas y 
aún encabezadas por los mandos y 
líderes políticos de las corporaciones, que 
las convierten en auténticas mafias 
cleptocráticas. En la parte final, coincidió 
con la Lic. Lucero Briyi Aguilar Sánchez 
en cuanto a que debe hacerse una 
profunda revisión de la arquitectura 
institucional. 

El Lic. Alfredo Sainez abundó en lo 
que corresponde a la gobernanza; afirma 
que el acceso a la información es un 
derecho fundamental y condición 
necesaria para que los ciudadanos 
participen en la deliberación de los 
asuntos públicos del Estado y sostiene 
que la democracia participativa depende, 
en gran medida, de que los ciudadanos 
tengan garantizado el acceso de la 
información, elemento esencial, para 
comprender y analizar la realidad de toda 
comunidad política. Concluye con las 
propuestas siguientes:  la democracia 
representativa y la democracia 
semidirecta en México son dos 
mecanismos procedimentales –no 
excluyentes uno de otro–, a través de los 
cuales el ciudadano puede participar de 
manera indirecta y directa, 
respectivamente, en la deliberación de los 
asuntos públicos de Estado. Las 
perspectivas de la democracia 
semidirecta en México son óptimas en el 
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marco de la reforma política en las 
cámaras del Congreso de la Unión, en 
virtud de las tendencias internacionales, 
nacionales y locales; el fondo del 
problema estriba en ¿quién o quienes 
deben construir ciudadanía? Y, 
consecuentemente, ¿cómo garantizar la 
participación en la función deliberativa de 
los asuntos públicos del Estado? Más 
aún, ¿cómo garantizar la participación 
plena de los ciudadanos cuando éstos no 
tienen acceso o carecen de las 
necesidades básicas? Finalmente, la 
democracia es una precondición social 
para que los ciudadanos puedan 
participar en la deliberación de los 
asuntos públicos del Estado mexicano, a 
través de mecanismos procedimentales 
efectivos: leyes de acceso a la 
información pública y leyes de 
participación ciudadana.  

El coordinador de la mesa, en su 
calidad de ponente, tocó aspectos 
importantes relacionados con la 
necesidad, siguiendo al profesor  Ricardo 
Rivero Ortega, de avocarnos a realizar un 
tratamiento jurídico administrativo del 
fenómeno si se considera que las 
instituciones administrativas presentan, 
frente a las penales, la ventaja  de tener 
más capacidad preventiva, en el mismo 
sentido en que Poveda Perdomo, 
sostiene que la carrera administrativa es 
un instrumento que debe servir en el 
proceso de moralización de los servidores 
públicos. Concluye que la corrupción, 
como cáncer social enquistado en las 
administraciones públicas, es decir, en las 
esferas de gobierno, debe, a través de la 
buena gobernanza, erradicarse y 
establecer, de manera puntual y desde la 
perspectiva del derecho administrativo, 
los medios e incentivos a efecto de que el 
servidor público ajuste sus acciones de 
gobierno a la norma y al mandato de la 
sociedad. 

El coordinador  agradeció, a nombre 
de la Universidad de Guanajuato y del 
rector del campus, la participación de 

todos los ponentes y expresó,  que por 
razones de tiempo, se veían en la 
imposibilidad de continuar con los 
interesantes tópicos tocados, dado que 
estaba por iniciar la mesa siguiente, por lo 
cual, los trabajos de la mesa se 
levantaron a las  dieciocho horas con 
cuarenta minutos, declarándose cerrada 
la misma. 
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1.1 GOBERNANZA Y PROYECTOS 
POLÍTICOS: UNA REVISIÓN CRÍTICA 
DESDE LA TEORÍA NORMATIVA DE LA 
DEMOCRACIA 

 
ALEX RICARDO CALDERA 

ORTEGA *  
LUCERO BRIYI AGUILAR 

SÁNCHEZ** 
 
Resumen 
 

El documento ofrece una visión crítica al 
enfoque de la Gobernanza. Se considera 
que el concepto es útil para dar cuenta 
del fenómeno del descentramiento del 
Estado en lo público, pero su relevancia 
estará dada en la medida que se apoye 
en una teoría normativa de la democracia 
y se apegue al proyecto político 
democrático-participativo, alejándose de 
la teoría elitista y el proyecto neoliberal. 

 
Cero (Introducción) 

 
El objetivo de este documento es ofrecer 
una visión crítica al enfoque de la 
Gobernanza, tan en boga en la teoría 
política, y más particularmente en la 
teoría de la administración pública. La 
tesis central de este documento es que la 
única posibilidad de que el enfoque de la 
Gobernanza logre su pretensión de 
trascendencia pública y para las políticas, 
es acercándose a la teoría democrática 
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deliberativa y alejarse en lo posible de la 
teoría democrática elitista.  

Mi intención la justifico en tanto 
considero que el concepto de gobernanza 
como tal es útil para designar el hecho 
histórico actual en el cual se observa un 
descentramiento del Estado en la esfera 
pública, y se han instalado formas 
alternativas de dirección de la sociedad. 
Por un lado, hay formas donde la 
sociedad civil efectivamente ha logrado 
autonomía y ha llegado a establecer 
relaciones democráticas con respecto al 
Estado, pero por otro también se han 
instalado formas donde el mercado no 
sólo ha disminuido la presencia del 
componente gubernamental, sino que ha 
debilitado perversamente a la sociedad.  

Para exponer a detalle lo anterior, se 
hace una revisión de los principales 
postulados del enfoque de la Gobernanza 
que, en principio, se le considera una 
respuesta al enfoque de la nueva gestión 
Pública, en tanto el primero se hace cargo 
de los saldos negativos que en términos 
democráticos ha dejado el segundo 
(Peters 2004). En este sentido, enseguida 
me encargo de revisar las ataduras que el 
enfoque de Gobernanza, en una de sus 
vertientes, tiene con respecto al logro del 
objetivo de democratizar al Estado y a la 
propia sociedad, y que básicamente están 
referidas a la continuidad de posiciones 
propias de los postulados básico de la 
teoría democrática representativa (o 
elitista), ligada al proyecto “neoliberal”, 
que ve la reforma del Estado como una 
transformación “desde arriba”. Para lograr 
hacer visibles estas limitaciones, en un 
tercer apartado me apoyo en el 
contrataste con respecto a la teoría 
normativa de la democracia (Santos 2005, 
Avritzer 2000, Fung y Wright 1999) que 
pretende el cambio del régimen político a 
partir de la convergencia de proyectos 
“democrático-participativos”, tanto desde 
la sociedad política como de la sociedad 
civil (Dagnino, Olvera y Panfichi 2006).  



 
Corrupción Y Gobernanza   

 

 

 
 

14 

En el cuarto y último apartado, que a 
la vez sirven de conclusiones, enumero 
las posibles contribuciones que la teoría 
normativa de la democracia hace al 
enfoque de la Gobernanza y que, insisto, 
son condición necesaria para trascender y 
proponer arreglos institucionales que 
contribuyan efectivamente al proceso de 
democratización. 

 
Uno 

 
En el último cuarto de siglo, las 
transformaciones de la política y la esfera 
de lo público han ido acompañadas 
naturalmente por una cambio en la 
atención de la discusión intelectual dentro 
de la teoría política y, particularmente, en 
la teoría de la administración pública, 
pasando de un concentración en el sujeto 
de la acción directiva de la sociedad, es 
decir el Gobierno, al proceso de gobierno, 
el cual ha adquirido nuevas formas con la 
aparición de nuevos actores relevantes 
para dicho proceso.1 

Los procesos de democratización y 
liberalización económica sucedidos en 
Europa del Este y en América Latina 
dieron paso a un nuevo desplazamiento 
de lo público hacia lo social, donde ha 
resultado cuestionada la centralidad del 
Estado y se han configurado nuevos 
patrones de legitimidad de la acción 
pública revalorizando la participación de 
actores no estatales. 

El término gobernanza (governance) 
regularmente ha adquirido relevancia en 
este campo disciplinario, tratando de 
indicar un nuevo “estilo” de gobierno 
emergente en este proceso de 
desplazamiento de la esfera pública, 
donde “el control jerárquico del Gobierno 
ha dado paso a esquemas de mayor 

                                                
1 Hago la diferencia entre Gobierno, con mayúsculas, 

refiriéndome al sujeto de la acción directiva estructurante 

del Estado, compuesto por sus instituciones y encarnado 

en la sociedad política; y me refiero al gobierno, con 

minúsculas, a la acción misma de dirección de la 

sociedad. 

cooperación entre el propio Estado y los 
actores no estatales al interior de redes 
decisionales mixtas entre lo público y lo 
privado” (Mayntz 2000). El concepto ha 
sido utilizado para describir el hecho de 
que varias políticas sociales y servicios 
públicos han empezado a llevarse a cabo 
mediante fórmulas que no sólo incluyen la 
responsabilidad del Gobierno, sino la 
acción y participación de agentes 
económicos y sociales diversos (Aguilar 
2006, 84).  

El enfoque de la Gobernanza,2 al ser 
un campo en construcción, da al concepto 
mismo una diversidad de matices pero, 
para fines heurísticos, es útil la definición 
de Luis F. Aguilar (2006, 90) que plantea 
que éste es el “proceso mediante el cual 
los actores de la sociedad deciden sus 
objetivos de convivencia —fundamentales 
y coyunturales— y las formas de 
coordinarse para realizarlas: su sentido 
de dirección y su capacidad de dirección”. 

La utilidad descriptiva está dada en 
función de la consideración por parte del 
concepto de una diversidad de actores 
que intervienen en el proceso de toma de 
decisiones públicas, a través de una 
diversidad de formas de asociación y 
coordinación para logar los objetivos, 
(dimensión teleológica), así como una 
capacidad diferenciada para lograrlos 
(dimensión factual, causal o técnica).3 

Pero la utilidad descriptiva del 
concepto no está exenta de diversidades 
interpretativas y axiomáticas. El hecho del 
redescubrimiento de diferentes 
“mecanismos de coordinación” que 
denotan formas sociales de 
autorregulación y autogobierno —entre 
ellas el mercado por un lado, y la 
cooperación social por otro—, ha hecho 
valorar como positiva la acción 
extragubernamental y a ser considerada 

                                                
2 También hago una distinción entre Gobernanza con 

mayúsculas cuando hago referencia el enfoque, y 

gobernanza con minúsculas cuando me refiero al proceso 

de dirección de la sociedad. 
3 Aguilar 2006. 
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como condición necesaria para que la 
sociedad tenga sentido de dirección  y 
capacidad de producir sus objetivos 
deseados de convivencia. En este sentido 
se habla de “nueva gobernanza” cuando 
el patrón de gobierno adquiere formas 
eslabonadas más horizontales, 
interactivas y asociativas (Aguilar 2006, 
87-9).4 

Kooiman (2004, 175) hace referencia 
al concepto de “gobernanza interactiva o 
sociopolítica” en tanto se intenta 
desatacar que el gobernar ya no se 
suscribe a los actos del Gobierno, sino 
que comprende los procesos de 
interacción entre diferentes actores 
sociales, políticos y privados.5 Para este 
autor, la solución de problemas 
sociopolíticos (colectivos) y la posibilidad 
de encontrar oportunidades colectivas en 
las sociedades modernas —en donde las 
situaciones son complejas dinámicas y 
diversas— sólo es posible mediante 
fórmulas que mezclen respuestas 
compartidas y con co-acuerdos, con 
acciones combinadas público-privadas. 
Dicho lo anterior, como premisas del 
enfoque se presentan las siguientes 
ideas: 

[1] Es la parte privada (mercado) del 
sector la que normalmente tiene la 
responsabilidad de gobernar las 
interacciones primarias que se llevan a 
cabo. [2] Es tarea de la parte privada 
ajena al mercado responsabilizarse del 

                                                
4 La vieja gobernanza, en este sentido, hace referencia al 

gobernar del Gobierno, la forma tradicional (Aguilar 

2006, 70). 
5 La interacción, dice Kooiman (2004, 178-183), puede 

adquirir distintas formas de gobierno: autogobierno, 

cogobierno o gobierno jerárquico. Toda gobernación 

social puede ser entendida como resultado de una 

combinación de estás. La primera se refiere a la 

autopoiesis social que hace referencia a la capacidad de 

las sociedades de regularse y gobernarse a sí mismas, 

darse dirección a sí mismas; la segunda se refiere a las 

posibilidades de coordinación, cooperación y 

colaboración entre las unidades del sistema; y el último 

se refiere a las formas convencionales de gobierno, con 

patrones verticales de asignación a través de las leyes o 

políticas. 

gobierno de las interacciones más 
organizadas que acompañen estos 
procesos primarios. [3] Y es la 
tarea/responsabilidad de las 
organizaciones públicas cuidarse de que 
los problemas y oportunidades alrededor 
de los procesos y estructuras primarios y 
secundarios de estos actores se lleven a 
cabo de acuerdo a principios y reglas que 
reflejen sistemas/intereses sociales 
comunes y amplios conectados con estos 
procesos (Kooiman 2004, 184). 

En términos de la teoría de la 
administración pública, el enfoque de la 
Gobernanza se ha dedicado ha examinar 
el papel que desempeñan los actores no 
gubernamentales en la producción de las 
políticas públicas, así como el conjunto de 
arreglos institucionales que posibilitan la 
rendición de cuentas y el control de la 
discrecionalidad (Peters 2004, 85). El 
enfoque de la Gobernanza se presenta 
como una nueva semántica que trata de 
incluir la idea de que lo político (la 
coordinación y cooperación entre actores 
con capacidades e intereses diversos) y 
lo institucional (el régimen político) son 
básicos para estructurar lo público y 
lograr objetivos sociales. 

Si bien el enfoque de la Nueva 
Gestión Pública (NGP) intentó modernizar 
el aparato, los funcionarios y los 
procedimientos de gobierno en los años 
recientes para “adecuarlos” a la nueva 
realidad global —incluyendo la inmersión 
de mecanismos de mercado para la 
prestación de servicios públicos y ser una 
nueva forma directiva del manejo de las 
políticas públicas—, ésta tuvo una visión 
limitada en cuanto a las formas de 
participación social e instrumentos de 
rendición de cuentas: los ciudadanos son 
tomados en cuenta en tanto 
usuarios/clientes de los servicios o 
beneficiarios de las políticas, y la 
rendición de cuentas es únicamente un 
mecanismo profesional (medido en 
términos de desempeño) en lo interno, 
político con respecto a las instancia de 
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balance del poder del Estado mismo 
(horizontal accountability), o externo 
desde la sociedad al emitir su voto 
ratificador o sancionador (vertical 
accountability).6 

Los fracasos de los reformadores de 
los organismos internacionales en Europa 
del Este y en Latinoamérica, pronto 
hicieron visible el déficit de legitimidad y 
desarrollo institucional para la democracia 
y el crecimiento. Las privatizaciones a 
ultranza por parte del enfoque de la NGP 
dejaron ver la falta de controles “políticos” 
para los actores privados prestadores de 
servicios públicos; la adopción acrítica de 
ideas de la administración genérica y el 
no tomar en cuenta a los ciudadanos 
como tales, arrojó acciones públicas 
ineficientes para lograr la coordinación y 
cooperación. 

La  respuesta de algunos ha sido 
reconocer que la apertura y diversificación 
de la esfera pública exige nuevas formas 
de estructurar las decisiones 
gubernamentales, operar las políticas y 
evaluar los resultados, así como 
reconocer que la legitimidad de la acción 
pública parte del involucramiento más 
activo de todos los interesados, 
asignándole un nuevo rol al Gobierno 
como facilitador de estas relaciones. La  
rendición de cuentas es esencial en el 
esquema de la Gobernanza donde la 
responsabilidad compartida exige una 
acción de niveles múltiples donde 
colaboran los diversos actores 
involucrados, y se tratan de reconocer 
otras formas y foros de participación, 
tratando de que los públicos opinen 
acerca de la manera de suministrar los 
servicios y definir las políticas. Ésta es 
básicamente la respuesta del llamado 
enfoque de la Gobernanza, el cual tiene la 
intención por conservar el carácter público 
del sector público (Peters 2004, 91).  

                                                
6 Peters (2004, 81) y Cunill (1997) para el caso de la 

caracterizaci·n de la NGP, y OôDonnell (2004) para la 

rendición de cuentas horizontal y vertical. 

Pero el reto de la Gobernanza es 
tratar de evitar llevar en su seno, como 
Caballo de Troya, las insuficiencias y 
malinterpretaciones sobre las 
características de la sociedad civil, y el 
alcance de los procesos democráticos 
que el proyecto neoliberal ha impuesto a 
las reformas al Estado bajo la etiqueta de 
la NGP. 

 
Dos 
 

Hay que reconocer que, hasta ahora, la 
palabra “gobernanza” únicamente es 
utilizada por la élite intelectual -tanto de 
centros de investigación como de 
organismos internacionales-, en un 
continuo variante respecto a la posición 
de cada uno de estos especialistas en 
cuanto a la profundización democrática de 
las relaciones entre Estado, sociedad y 
mercado, así como a la generación de 
capacidades para la participación 
cooperativa. Quizá lo único común sea la 
consideración con respecto a observar a 
la gobernanza como nuevo patrón de 
dirección del gobierno de la sociedad, y 
quizá la utilización del concepto de nueva 
gobernanza como parámetro evaluador 
del descentramiento del Estado en lo 
público.  

La disputa en el campo también se 
puede caracterizar como una 
confrontación entre proyectos rivales, 
unos identificados al proyecto neoliberal, 
otros al democrático participativo.7 Se 
trata pues de proyectos que disputan “la 
construcción democrática” del presente y 
futuro de nuestros países (la real Politik), 

                                                
7 Los proyectos políticos son entendidos por Dagnino, 

Olvera y Panfichi (2006, 43) como el ñconjunto de 

preferencias, intereses, concepciones del mundo y 

representaciones de lo que debe ser la vida en sociedad, 

los cuales orientan la acción política de los diferentes 

sujetosò. El tipo de v²nculo que se establecen entre 

sociedad política y sociedad civil está en relación directa 

con la coincidencia de los proyectos políticos existentes, 

que pueden ser ðdada la experiencia la 

latinoamericanað o de tipo autoritario, neoliberal o 

democrático-participativo. Véase Olvera (2004)  para 

una primera versión. 
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así como los paradigmas de 
entendimiento de las posibilidades de las 
relaciones Estado-sociedad (en el ámbito 
epistémico). 

En este sentido, una de las 
posiciones más limitadas en cuanto al 
reconocimiento de la necesidad de 
profundizar los esquemas democráticos 
es la que se maneja desde organismos 
internacionales como el Banco Mundial 
(BM), quienes ven a la gobernanza como 
reformas que se intentan inducir “desde 
arriba”, con el objetivo de neutralizar a la 
burocracias estatales supuestamente 
ineficientes y disfuncionales (e incluso 
hasta corruptas) a través de la utilización 
de actores no estatales para servirles de 
contrapeso (Guttman 2004, 6). La 
participación entonces es vista 
únicamente como sustitución de la acción 
gubernamental en términos de eficiencia 
y, por lo tanto, es una reforma dirigida a la 
élite, dirigida por las élites. 

Indiscutiblemente, la visión anterior 
lleva en sus entrañas al proyecto 
neoliberal, el cual se articula a partir de la 
premisa de que es necesario un ajuste en 
las relaciones Estado-sociedad, sólo para 
adecuar estas relaciones al nuevo 
momento de “acumulación capitalista, 
marcadas por su reconfiguración en el 
ámbito global” (Dagnino, Olvera y Panfichi 
2006, 59). 

El principal error del proyecto 
neoliberal, que se reprodujo primero en 
los modelos de la NGP, y se conserva en 
esta visión equivocada de Gobernanza 
abanderada por el BM, es pensar que la 
única restricción que tiene el Estado es de 
eficiencia (económica), y quedar ciegos 
ante otro tipo de restricción propiamente 
política que hace referencia a la crisis de 
legitimidad democrática en el proceso de 
gobierno. 

Apoyados todavía en las teorías de la 
democracia elitista y en el diagnóstico 
neoconservador de la crisis de 
gobernabilidad adjudicada a la 
sobrecarga de demandas se ha buscado 

en definitiva la reducción del papel de las 
instituciones público-estatales sin buscar 
la ampliación efectiva de la relevancia de 
la sociedad (Cunill 1997, 45).  

Se sigue sobrevalorando la eficiencia, 
poniéndola por encima de la legitimidad 
democrática y tensionando así las 
posibilidades reales de lograr cambios 
sustantivos. La participación social es 
percibida empíricamente como difícil 
(Schumpeter) y la única posibilidad de 
incidencia por parte del ciudadano -
además de los votos (Dawns)-, es la de 
participar en los espacios abiertos desde 
el Estado mismo y esto sólo si se es 
beneficiario del servicio o política en 
cuestión, si se le ha invitado 
expresamente por su calidad de notable, 
o si se coopera subsidiariamente a través 
de la ONG que se encarga de la tarea 
que el Gobierno (o las empresas) no 
puede(n) o quiere(n) hacer. 

Bajo esta mirada, el proceso de 
descentramiento del Estado en lo público 
es visto únicamente como proceso 
reticular de intereses que sirvan de 
contrapeso uno al otro, controlando así 
las prácticas corruptas (Guttman 2004, 
12).8  

La alianza entre el sector público y el 
sector privado (metiendo en el mismo 
saco a los actores estrictamente sociales 
junto a los mercantiles) es vista como una 
fusión positiva entre poder económico y 
político que permite aumentar el gobierno 
sin necesidad de que crezca la 
burocracia.9 Se trata pues únicamente de 
la “utilización de terceras personas y 
técnicas privadas de administración para 
controlar y complementar el gobierno” 
(Ibíd., 19). 

                                                
8 Norbert Lechner (1994, 268) ya identificaba este 

proceso dentro de las consecuencias de la transformación 

de la política bajo la influencia del proyecto neoliberal 

en sus primeras etapas. A él le preocupaba que este 

proceso sólo llevara a la negociación de beneficios 

mutuos, y no a la generación de acuerdos para la 

dirección de la sociedad. 
9 Don K. Price (1965) The scientific Estate en Guttman 

(2004, 17). 
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En suma, para el proyecto 
neoconservador o neoliberal, la 
emergencia de la participación social sólo 
puede ser entendida de forma selectiva y 
excluyente; se habla de tercer sector 
cuando se quiere hacer referencia a la 
participación de los ‘privados no 
mercantiles’ que, junto a las fundaciones 
empresariales, se les adjudica una misión 
filantrópica bien definida o sustitutiva 
solidaria, lo que da como resultado 
reducir la idea de sociedad civil a la idea 
de ONG; los movimientos sociales son 
vistos como problemáticos, ilegítimos o 
ilegales sin posibilidad de canalización 
institucional, y en caso de llegar a algún 
“acuerdo” con el poder constituido es visto 
como una concesión a sus demandas. Se 
trata pues de minimizar la política a lo 
máximo: “reducción de terrenos, sujetos, 
temas y procesos constitutivos de la 
política (Dagnino, Olvera y Panfichi 2006, 
61-4). 

La gobernanza, entendida como 
reforma “desde arriba” que trata de 
encontrar sujetos sustitutivos del ‘Estado 
ineficiente’ para la prestación de los 
servicios públicos y las políticas, viene a 
desplazar las posibilidades de que el 
ejercicio pleno de la ciudadanía siga 
siendo el ethos de una constitución 
plenamente democrática de lo público. 
Quizá, efectivamente, haya pasado el 
tiempo del “Estado democrático 
afirmativo”, aquel que desde un papel 
activo y creativo propone y ejecuta 
soluciones a los problemas como 
respuesta a las exigencias populares, 
pero cabe la pregunta ¿es inevitable 
entonces la privatización y la pasividad 
política? (Fung y Wright 1999, 21). 

Las respuestas a este desafío se han 
dado tanto desde el frente intelectual, 
como desde  el mundo de las prácticas 
ciudadanas en experiencias concretas 
desde lo local. El proyecto democrático-
participativo, para hacer frente a las 
visiones limitantes y excluyentes del 
paradigma elitista, defiende modelos de 

democracia deliberativa complementarios 
a la democracia representativa. La idea 
es que la adopción de decisiones 
colectivas puede ser ampliada al mayor 
número de participante posibles con base 
en la información, la argumentación, el 
debate y la decisión conjunta en espacios 
institucionalizados de confluencia entre 
Estado y sociedad (Santos 2005; 
Dagnino, Olvera y Panfichi 2006). 

El siguiente apartado describe a 
grandes rasgos este proyecto, como 
posibilidad de lograr una gobernanza 
efectivamente democrática. 

 
Tres 
 

La visión neoliberal que aduce el 
fortalecimiento de lo social, frente a la 
disminución del poder del Estado, 
encuentra contraste con la idea de que 
éste descentramiento deberá ser más 
bien una ampliación del espacio público, 
que incluye una publificación del Estado, 
pero también una democratización de la 
sociedad. 

Uno de los principales errores del 
proyecto neoliberal, como decía, es tratar 
de despolitizar a la sociedad  civil, ignorar 
el conflicto social y homogenizar a ésta 
dentro de una concepción de tercer sector 
cooperativo, solidario y subsidiario. Ante 
esto, el proyecto democrático-participativo 
propone una visión heterogénea de la 
sociedad donde es inherente el conflicto 
social y donde, más bien, se requiere 
tender puentes innovadores entre 
sociedad y Estado, que permitan la 
participación, la deliberación y la 
canalización del conflicto.  

Pasar de la condición 
“estadocéntrica” a la “sociocéntrica” 
requiere una reforma del Estado que 
combata (Cunill 1997, 16): a) la 
apropiación privada del Estado no sólo 
por la burocracia, sino por los privados 
mercantiles que, emergentemente, se han 
hecho cargo de servicios públicos; b) la 
actuación autorreferida de la burocracia o 
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las privados mercantiles participantes en 
lo público; y c) la falta de rendición de 
cuentas por parte de quienes se hacen 
cargo y participan en estos asuntos 
públicos. 

Se quiere pasar del reformismo del 
proyecto neoliberal, a una transformación 
profunda del Estado que realce los 
valores democráticos, que reconozca los 
propios límites y hasta los de la misma 
comunidad para poder garantizar la 
sostenibilidad de las interdependencias 
no mercantiles, pues por sí solos y 
aisladamente no lo pueden conseguir 
(Santos 2005). Es posible la coincidencia 
de proyectos entre la sociedad civil y el 
Estado en una lógica que reconozca 
además la heterogeneidad que 
caracteriza a los dos (Dagnino, Olvera y 
Panficho 2006, 31-9). “El Estado como 
novísimo movimiento social es posible” 
dice Boaventura de Sousa Santos (2005, 
87); ésta es una postura que propone una 
nueva y privilegiada articulación entre los 
principios del Estado y de la comunidad, 
bajo la primacía de esta última.10  

La imposibilidad de regresar al 
Estado omnipresente, requiere la 
concepción de un Estado más bien como 
“una organización integrada por un 
conjunto híbrido de flujos, redes y 
organizaciones en el que se combinan e 
interpretan elementos estatales y no 
estatales, tanto nacionales, como locales 
y globales, y del que el Estado es 
articulador” (Ibíd., 88).11 

                                                
10 Boaventura de Sousa Santos (2005, 88) dice que puede 

resultar extraño concebir al Estado como ñnov²simo 

movimiento socialò, pero el calificativo aduce a la idea 

de que las transformaciones que el propio Estado ha 

estado experimentando vuelve obsoletas las visiones 

liberal y marxista, lo que hace necesario, por lo menos 

transitoriamente, comprender al Estado desde 

perspectivas teóricas antes usadas para estudiar procesos 

de resistencia y autonomía, precisamente frente al propio 

Estado. 
11 Santos (2005, 89) propone una nueva regulación social 

que se produzca a trav®s de ñsubcontrataci·n pol²ticaò, 

es decir, por medio de distintos grupos en competencia 

representantes de distintas concepciones de los bienes 

públicos y el interés general. Quizá se piense que el 

La reforma del Estado coincidente 
con esta idea se basa en la rearticulación 
de las relaciones Estado-sociedad en el 
marco de recuperación simultánea de las 
esferas pública y política. Se trata de una 
reforma que problematiza la 
institucionalidad política misma, 
preguntándose el cómo se puede 
transformar el gobierno representativo. La 
solución, siguiendo a Bobbio, es “la 
extensión del poder ascendente a la 
sociedad civil antes sólo ocupado por la 
sociedad política”, una compenetración 
entre sociedad y Estado.12  

Sólo reformando simultáneamente al 
Estado y la sociedad civil -mediante la 
articulación tanto de la democracia 
representativa, como de la participativa- 
se puede dar efectividad al potencial de la 
democratización que haga frente a los 
intentos de privatización de lo público bajo 
el proyecto neoliberal, sólo así los valores 
de cooperación, solidaridad, democracia y 
la prioridad de la persona sobre el capital 
podrán alcanzar credibilidad (Santos 
2005, 91). 

La teoría de la democracia sustantiva 
o deliberativa es la que ha sustentado 
estos principios. Influenciados por la 
teoría habermasiana y su concepción 
normativa del espacio público se han 
tratado de responder las preguntas 
relativas a las posibilidades de 
profundizar la propia democracia.13 En 

                                                                    
Estado pierda control de regulación social, pero bajo este 

proyecto gana selección, coordinación, jerarquización y 

regulación de aquellos agentes no estatales que, por 

subcontratación política, adquieren concesiones de poder 

estatal (metarregulación). Esta idea es perfectamente 

compatible con la idea de democracia deliberativa que 

adelante se expone. 
12 La cita de Bobbio es tomada de Cunilll (1997, 49). De 

aquí se desprenden dos premisas seguidas por los 

teóricos de la democracia sustantiva: a) la importancia de 

las expresiones de solidaridad y de reciprocidad, y b) el 

concebir al problema de la democracia como asunto que 

concierne a la sociedad y que sólo puede ser impulsada 

por ella misma (Ibíd., 50). 
13 Para Olvera (1999, 69), siguiendo a Habermas, la 

esfera p¼blica ñalude, en primer termino, a un espacio 

social en el que los individuos voluntariamente reunidos 

intercambian opiniones, emiten juicios, plantean 
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esta concepción del espacio público, se 
tiene la posibilidad de argumentar y 
criticar ampliando las posibilidades de la 
política (Dagnino, Olvera, Panfichi 2006, 
27). Para Habermas, la publicidad ha 
emergido históricamente como resultado 
de un proceso por el cual los individuos 
de la sociedad demandan de los 
gobernantes transparencia en sus 
decisiones y justificación moral de sus 
acciones, proceso ligado obviamente a la 
posibilidad de la comunicación en el 
espacio público.  En este nivel, para 
Habermas, la racionalidad del proceso 
participativo no conduce a la constitución 
inmediata de propuestas administrativas, 
sino únicamente a un proceso 
democrático de discusión (Avritzer 2000, 
78-9). El hecho de que la sociedad sólo 
tenga la posibilidad del asedio del Estado 
a través del discurso, es la principal 
limitación de la teoría habermasiana, la 
cual muchos críticos han hecho patente.14 
Las respuestas a estas limitaciones 
coinciden en la idea de que el debate 
público debe estar ligado a un marco 
político “institucionalizado”, que facilite la 
discusión pública igualitaria, ofrezca las 
condiciones para el ejercicio de la libertad 
de expresión, de asociación, y discusión, 
así como que al mismo tiempo establezca 
conexiones para ejercer propiamente 
dicho el poder público, generando 
asignaciones vinculantes a los actos 
ejecutivos. 

Pasar de la discusión a la 
deliberación, es decir, de la simple 
expresión al debate de razones que tratan 
de solucionar situaciones socialmente 
problematizadas, incluye una estructura 
común formal e informal de acuerdos, 

                                                                    
demandas y procesan acuerdosò. Dagnino, Olvera y 

Panfichi (2006, 26) dicen que lo relevante del rescate 

reciente de la noción de la esfera pública es la primacía 

dada a la publicidad, en tanto dar luz a las distintas 

opiniones que antes habían permanecido privadas de ser 

expresadas, y por consecuencia a un rechazo a lo privado 

que a veces adquieren los acuerdos políticos. 
14 Para estas críticas a parte de Avritzer (2000) véase 

Fares (2000). 

leyes y reglas explicitas que hagan 
posible la deliberación. No se trata de 
buscar consensos o acuerdos, sino de dar 
cause al conjunto de creencias, valores 
del conjunto heterogéneo de la sociedad 
mediante mecanismos deliberativos que 
logren la cooperación por regla de la 
mayoría, pero donde la minoría ha tenido 
la oportunidad de dar a conocer sus 
expectativas consideradas razonables y 
ha tenido igual oportunidad  de ponerlas a 
consideración de los otros.15 

Esta concepción ve en la deliberación 
pública un proceso de cooperación entre 
los sujetos que propiamente dan forma a 
lo público en una modalidad 
efectivamente democrática. Para Avritzer 
(Ibíd., 85), sólo atribuyendo a los 
procesos políticos de comunicación y 
deliberación una dimensión institucional 
se ha podido transformar la teoría 
hebermasiana en una teoría acerca de las 
posibilidades reales de participación en 
una teoría democrática de la deliberación 
pública. 

Central es la idea que además de la 
participación en la toma de decisiones, los 
sujetos de la sociedad civil participan en 
el control social sobre el Estado (rendición 
de cuentas). Esta actividad se vincula con 
otras formas de participación que a parte 
de buscar garantizar derechos, asegura el 
control social de lo público (Dagnino, 
Olvera, Panfichi 2006, 55). En este 
sentido, la rendición de cuentas es vista 
como una posibilidad de 
responsabilización política de los 
servidores públicos electos o no electos 
(Insunza 2006), ampliándose obviamente 
a los privados que gestionan servicios o 
recursos públicos. 

En este sentido, la rendición de 
cuentas no sólo es horizontal —entre los 
órganos del Estado— o vertical —
ejercicio del voto en términos 
sancionadores— (O’Donnell 2004), sino 

                                                
15 Bohman (1996), Public Deliberation, Pluralism, 

Complexity and Democracy, desarrollado en Fares 

(2000, 74). 
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social —conjunto diverso de iniciativas 
motorizadas por ONG, movimientos 
sociales, asociaciones cívicas, o medios 
independientes orientados por una común 
preocupación de mejorar la transparencia 
y la accountability de accionar del 
gobierno (Peruzzoti 2006, 246)—, y 
transversal —a través de las instituciones 
del Estado—, es decir, desde donde hay 
participación de la sociedad hasta el 
interior del Estado (Insunza 2006, 292).16 

Recientemente, los teóricos de la 
democracia sustantiva han tratado de 
demostrar la posibilidad real de alcanzar 
estos objetivos de profundización de la 
democracia (Fung y Wright 1999), las 
iniciativas han buscado relacionar la 
reorganización de las agencias públicas 
con la constitución de públicos 
activos.17Se ha tratado de demostrar, a 
partir de estos casos, que la democracia 
no se limita únicamente al proceso de 
agregación política y decisión 
representativa en las instancias 
tradicionales del Gobierno, sino que es 
posible un proceso político de 
deliberación en el que participa 
activamente la sociedad civil y que le 
disputa a la sociedad política —y en 
casos hasta a la sociedad mercantil— las 
prerrogativas de la decisión política 
(Avritzer 2000, 86).  

La actual estructura del Estado, en 
diferentes lugares, demuestra que se han 
establecido una variedad de tipos de 
relaciones entre sociedad civil y Estado, 
proceso que está íntimamente ligado con 
los proyectos políticos que se enarbolan 
por cada una de las individuos que 
encarnan la representatividad estatal 

                                                
16 Jonathan Fox agrega una modalidad internacional con 

respecto al control que ejercen respectiva y mutuamente 

los organizaciones de la sociedad civil con respecto a los 

organismos internacionales (Insunza 2006, 291). 
17 Los casos citados resaltan las experiencias de 

presupuestos participativos, gestión local escolar, gestión 

ambiental y del hábitat, planeación urbana, políticas 

sociales para grupos vulnerables, etcétera. Se trata de 

construcción de esferas públicas, de relaciones cara a 

cara, que se han institucionalizado de distinta manera. 

(Dagnino, Olvera y Panficho 2006, 39). Se 
han constituido una multiplicidad de 
interfaces de confluencia entre sociedad y 
Estado que demuestran verdaderos 
ejemplos de avance del proyecto 
democrático-participativo, mientras que 
en otros se verifican y refirman formas 
propias del proyecto neoliberal (Insunza 
2006). 18  

 
Cuatro 

 
La utilización del concepto gobernanza 
seguramente ha encontrado receptividad 
en el ámbito académico y de las políticas 
públicas principalmente porque da cuenta 
del hecho innegable del descentramiento 
del Estado frente a lo público, y el paso a 
formas donde actores provenientes de la 
sociedad civil, como del ámbito privado-
mercantil, tienen influencia creciente en la 
estructuración de lo público. Su utilización 
por parte de algunos académicos, y más 
propiamente dicho por algunos 
organismos internacionales como el BM, 
en el sentido de identificar este 
descentramiento como estrategia de 
sustitución de la actividad ineficiente del 
Estado, evidencia que detrás de este 
discurso sigue estando el proyecto 
neoliberal, que perversamente utiliza el 
discurso democratizador, aduciendo que 
la privatización devuelve el poder a 
sociedad, consiguiendo más bien el 
fortalecimiento de la sociedad mercantil, y 
el debilitamiento de la sociedad civil 
(Cunill 1997, 60). 

No hay que negar, por otro lado, que 
hay un uso del concepto totalmente 
diferente por otros autores, que 
efectivamente tratan de buscar revertir los 

                                                
18 La propuesta del mexicano Ernesto Insunza Vera 

(2006) es una contribución original para el análisis de las 

nuevas instituciones que funcionan como interfases de 

rendición de cuentas. La idea de interfase refiere a los 

espacios públicos de confluencia que se llegan a 

establecer entre representantes del Estado y la sociedad y 

donde se dan interacciones que van desde el intercambio 

de información hasta el establecer relaciones a partir de 

decisiones vinculantes de uno y otro lado. 
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saldos negativos que el proyecto 
neoliberal ha dejado ver y sentir en los 
últimos años con las estrategias de 
reforma del Estado concentradas en la 
eficiencia, y en ese sentido tratan de 
proponer nuevos arreglos institucionales 
que avancen en una reforma política 
efectivamente democrática.19 

La única posibilidad de que estos 
desarrollos teóricos y de política pública 
logren ese cometido, es acercarse 
conscientemente al desarrollo de las 
teorías normativas o deliberativas de la 
democracia. 

De acuerdo con lo discutido en el 
presente documento, enseguida enumero 
las contribuciones del proyecto 
democrático-participativo a tomar en 
cuenta por parte del enfoque de la 
Gobernanza: 

1. La democratización incluye tanto la 
publicación del Estado, como la 
democratización de la sociedad 
(reconocer que son en sí mismos 
heterogéneos y que los sujetos que los 
encarnan coinciden con proyectos 
políticos diversos). 

2. El descentramiento del Estado de la 
esfera pública está dirigido a ampliarla, 
considerando la primacía de la sociedad 
civil frente a la sociedad política y la 
sociedad mercantil. 

3. Es posible una convergencia de proyectos 
políticos coincidentes en términos 
democrático-participativos entre sociedad 
civil y Estado. 

4. El regreso del Estado omnipresente es 
imposible, pero a la vez indeseable, lo 
cual requiere la concepción de una 
gobernanza que presente al Estado más 
como un articulador de acciones públicas 
y procurador de los designios 

                                                
19 Identifico algunos autores que manejan la idea y el 

concepto de gobernanza desde esta perspectiva 

básicamente en el ámbito del estudio de políticas 

relativas al tema medioambiental, particularmente al 

agua y el desarrollo sostenible. Algunas 

recomendaciones son: Castro, et al. (2006); Hansen y 

Cansen (1998); IIG (2002). 

democráticos y del bienestar de la 
sociedad. 

5. La reforma del Estado coincidente con 
esta idea requiere la problematización de 
la institucionalidad política, que lleve a 
una compenetración positiva entre el 
Estado y la sociedad. No se trata de 
sustituir la representación política ya 
existente, sino complementarla con 
mecanismos de ampliación participativa. 

6. La ampliación del espacio público para 
profundizar la democracia está basada en 
la idea de que en esta confluencia entre el 
Estado y la sociedad, esta última tenga la 
posibilidad real no sólo de argumentar y 
criticar frente a la acción del primero, sino 
de participar en un proceso amplio de 
deliberación pública ligado a un marco 
político “institucionalizado”, que vincule 
efectivamente la posibilidad de ejercicio 
del poder por parte de los sujetos de la 
sociedad civil. 

7. Lo anterior permite que además de la 
participación en la toma de decisiones, la 
sociedad civil participe en un proceso más 
general de rendición de cuentas, que en 
un esquema de nueva gobernanza se 
extiende a un control político sobre los 
privados que gestionan servicios y 
recursos públicos, y que además adquiere 
varias modalidades a parte de las 
tradicionales interna, horizontal y vertical, 
sumándose la social y transversal. 

8. Hay varios casos que demuestran que es 
posible alcanzar una gobernanza 
democrática, en todas estas experiencias 
se ha observado la confluencia del 
proyecto democrático-participativo entre 
representantes de la sociedad política y la 
sociedad civil, que ha hecho posible la 
reestructuración de agencias públicas que 
han abierto espacios y utilizado 
instrumentos para la constitución de 
públicos activos con incidencia efectiva. 
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1.2 CORRUPCIÓN, 
TRANSPARENCIA Y GOBERNANZA 

 
CARLOS VITAL PUNZO * 

 
México ha tenido tres grandes 
revoluciones, bajo la concepción de Luis 
Carlos Ugalde. Al concluir la 
independencia en 1821, comenzaron a 
surgir más movimientos para determinar 
qué sistema adoptaría México como 
gobierno. La lucha se daba entre liberales 
y conservadores pero, en lo práctico, se 
desarrolló entre federalistas y centralistas. 
Unos creían, como su nombre lo indica, 
en un sistema de gobierno federal, en una 
Nación conformada por estados 
soberanos que, en su conjunto, 
conformaban la Unión (sistema 
implantado en la Constitución de 1824). 
No obstante, otros se manifestaban por 
un gobierno centralista (establecido en 
Las Siete Leyes de 1836).  

Durante casi todo el siglo XIX, México 
se convulsionó entre golpes de estado y 
sublevaciones que proclamaban la 
legitimidad de su causa y pretendían 
establecer un sistema de gobierno 
conforme a sus ideas propias. Fue hasta 
la llegada de Porfirio Díaz que en el 
estado mexicano se estableció un 
régimen de paz. Cabe destacar que 
Porfirio Díaz fue un pródigo militar, dotado 
de habilidades que le ayudaron a llegar a 
la presidencia por más de treinta años y a 
mantener un estado de paz, quizás 
forzado, pero de paz, a fin de cuentas.  

Durante el porfiriato hubo desarrollo, 
pero desigual; hubo estabilidad política, 
pero fundada en la corrupción; hubo 
orden y gobierno, pero no desde la 
aplicación de la leyes, sino desde la 
máxima de “pan o palo”. 

La segunda de las revoluciones fue 
en el siglo XX, cuando el hartazgo del 
porfiriato se manifestó, detonando en la 
revolución y, por consiguiente, pasando 

                                                
*
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y Estudios Legislativos del Congreso de Michoacán.  

del México insurrecto a las instituciones. 
El momento clave (aunque contradictorio) 
de lo anterior fue el maximato; al ser 
asesinado Álvaro Obregón -días antes de 
su segunda toma de protesta como 
presidente de la república-, Plutarco Elías 
Calles manifiesta que México pasaría del 
caudillismo al estado de las instituciones, 
asimismo, engloba los partidos políticos 
más fuertes y funda el Partido Nacional 
Revolucionario, el abuelo del PRI que 
gobernaría por más de setenta años.  

Es contradictorio decir que México 
estaba preparado para la etapa de las 
instituciones, cuando Plutarco Elías 
Calles gobernaría a través de Emilio 
Portes Gil, Pascual Ortiz Rubio y 
Abelardo Rodríguez, imponiendo, desde 
la comodidad de su casa, su voluntad 
sobre el país.  

La tercera de las revoluciones fue en 
1977, cuando se implementó una reforma 
política orquestada por Jesús Reyes 
Heroles,  que pretendió legitimizar a José 
López Portillo, ya que fue electo 
presidente de la república sin tener 
contendiente político. Esta reforma abrió 
la posibilidad a otras corrientes políticas 
de participar activamente en el gobierno. 
Si bien, desde 1946, ya había diputados 
de oposición en curules, con esta reforma 
se implementó la representación 
proporcional a la que accedieron los 
postulados de diversos partidos de 
oposición. Sin embargo, las elecciones 
seguían en manos del gobierno, ya que el 
organizador y árbitro era la secretaría de 
gobernación y la cámara de diputados. 
Fue hasta la década de los noventa, 
derivado de la “caída del sistema” (en la 
que Carlos Salinas de Gortari salió 
victorioso sobre Manuel Clouthier de 
Acción Nacional y Cuauhtémoc Cárdenas 
del Frente Democrático Nacional), cuando 
el sistema electoral mexicano se fortaleció 
con la fundación del Instituto Federal 
Electoral y, en el año 2000, cuando se dio 
la transición política, fue entonces cuando 
el estado mexicano se consideró libre, no 
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obstante, la corrupción persistió con todo 
y el cambio de gobierno.  

A pesar de las revoluciones que 
sufrió México durante casi doscientos 
años, los problemas cambiaron y 
persistieron. Con la llegada del nuevo 
gobierno en el 2000 se pensó que el 
cambio había llegado y que todo 
mejoraría. Quizá la intención se tenía, 
pero el problema no fue dimensionado en 
la forma adecuada. 

Los principales problemas que han 
persistido son variados. En primer término 
enumeramos la impunidad. La impunidad, 
en términos de la Real Academia de la 
Lengua, es la “falta de castigo”, es decir, 
aquellos funcionarios que no actúan 
conforme a las exigencias de su cargo y 
que no reciben la sanción que deberían. 
Casos hay muchos.  

Desde el funcionario que trafica 
influencias, el alcalde que gasta mal el 
presupuesto, el diputado que vota malas 
leyes, el gobernador que endeuda a su 
entidad, etc.  

Este modo de actuar se replica en un 
patrón, es decir, si un alcalde desvía 
recursos para si enriquecimiento 
personal, sin ser sancionado, genera un 
patrón de comportamiento para su 
sucesores. 

La impunidad tiene diversas causas, 
entre ellas, la falta de rendición de 
cuentas. Durante gran parte del siglo XX, 
la rendición de cuentas era escasa, 
derivado de la hegemonía de un solo 
partido político. El mismo partido era el 
que postuló al presidente de la república, 
así como a la gran mayoría de los 
legisladores, estos últimos con la 
obligación de solicitar la rendición de 
cuentas, por parte del ejecutivo, en su 
calidad de representantes del pueblo.  

La impunidad también es la causa de 
otros dos grandes problemas en nuestro 
país: la ausencia de un estado de 
derecho y la falta de una ciudadanía con 
la cultura de exigencia de legalidad. La 
primera de ellas determina que un estado 

de derecho es aquel en el que todos los 
ciudadanos somos iguales frente a la Ley, 
y que ésta es clara, conocida, estable y 
no retroactiva, asimismo, que existe una 
fuerza policial respetuosa de los derechos 
humanos y que los ciudadanos tienen 
acceso a cortes profesionales para hacer 
valer y respetar sus derechos.  

Según el Banco Mundial, México se 
encuentra en el último tercio de los países 
con menor estado de derecho 

 
IMPUNIDAD 
 

El principal problema sistémico de la 
política mexicana es la impunidad política, 
esto es, un sistema de irresponsabilidad, 
donde los políticos y funcionarios públicos 
no pagan las consecuencias de sus actos 
u omisiones. Muchos de ellos navegan sin 
rendir cuentas ni encarar eventuales 
penas por sus yerros. 

La Real Academia de la Lengua 
Española define la impunidad como “la 
falta de castigo”. En el caso que se 
analiza, falta de castigo, para quienes 
violan la Ley  o para quienes incumplen  
su responsabilidad de gobierno. 

Por ejemplo, un diputado que ni 
siquiera asiste  a las sesiones del 
Congreso y, sin embargo, prosigue una 
carrera política ascendiente, sin que nadie 
le recuerde su actuar previo, alienta la 
misma conducta en otros. Se genera así 
un sistema viciado de abuso y mal 
desempeño, en lugar de un sistema 
meritocrático que permita la excelencia, 
integridad y buen gobierno. 

Hay dos factores adicionales que 
limitan la rendición de cuentas y 
propician, así, la impunidad: la falta de un 
estado de derecho sólido, con normas 
eficaces  y congruentes para sancionar a 
los malos gobernantes, y una sociedad 
carente de la cultura de exigencia y 
legalidad. El estado de derecho significa 
que todos los ciudadanos son iguales  
ante la Ley y que ésta es clara, conocida, 
estable, no retroactiva  y la aplican de 
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manera consistente  y equitativa a todos 
los ciudadanos los poderes judiciales 
independientes. Significa  también que 
existe una fuerza profesional policial 
profesional y respetuosa de los derechos 
y libertades individuales, que los 
ciudadanos tienen acceso equitativo a las 
cortes para defender sus derechos, que 
las sentencias y fallos judiciales se 
respetan y ejecutan y,  sobre todo, que la 
Constitución es una norma suprema. 

México tiene un carente estado de 
derecho de forma sólida, por la falta de 
aplicación de la Ley de manera igualitaria. 
Un aspecto que genera esta situación es 
que el estado mexicano, no cuenta con un 
sistema de justica penal y penitenciario 
eficaz. 

 
LA CORRUPCIÓN 

 
La corrupción es la manifestación más 
nítida de la impunidad. Se trata de una 
constante en la historia de México. Sin 
considerar el narcotráfico, los mayores 
problemas de la corrupción política en 
México son, por su magnitud, el soborno 
en contratos de gobierno (obras públicas 
y adquisiciones)  y el peculado o  mal 
versación de recursos públicos; por 
incidencia, el soborno a pequeña escala 
(las “mordidas”), no deja de ser un 
problema grave. 

Hablando de los contratos de 
gobierno en obras públicas, podemos 
mencionar que el soborno en este ramo 
va desde el 10 hasta el 30% del contrato, 
entonces, si mencionamos que en México 
en 2009 se gastaron 900 mil millones de 
pesos en obra pública  y adquisiciones, 
podemos decir que se genera un gran 
daño económico al país por medio de 
este tipo de corrupción. 

La segunda modalidad más grave, 
por magnitud, de corrupción política es el 
peculado o malversación de fondos 
públicos. El esquema  de control y 
fiscalización en México no se reproduce 
en los estados y municipios, por razones 

legales y políticas. Es decir, no existe un 
control exacto de fiscalización. 

Finalmente, están los sobornos a 
menor o pequeña escala (las llamadas 
“mordidas”). Según  el Barómetro Global 
de la corrupción, en 2010 casi un tercio 
(31%) de los mexicanos había pagado 
algún soborno o “mordida” para agilizar 
trámites de servicios públicos o evitar 
problemas con la autoridad. 

 
CRIMEN  E INSEGURIDAD 

 
El crimen  y la inseguridad se 
retroalimentan cuando quienes roban, 
matan, trafican droga o comenten 
violencia no son castigados. La impunidad 
es el factor más relevante para su 
extensión e incidencia en el cometimiento 
de crímenes sin castigo. 

 
RENDICIÓN DE CUENTAS 

LIMITADA 
 
Limitada rendición de cuentas. 

La rendición de cuentas consiste en 
tres fases: La obligación de los servidores 
públicos a dar cuentas, explicar y justificar 
sus actos ante la población, el derecho de 
los ciudadanos a solicitar información 
sobre los asuntos del gobierno y, por 
último y más importante, la de sancionar 
al gobernante que incumpla. La rendición 
de cuentas es el eje central de la 
democracia representativa, ya que es uno 
de los principales instrumentos para 
controlar el abuso de poder y  garantizar 
que los gobernantes cumplan su mandato 
con transparencia, honestidad y eficacia, 
y, por consiguiente, combatir la 
impunidad. 

La rendición de cuentas comenzó a 
tomar auge en 1997, cuando el PRI 
perdió la mayoría en el Congreso y, a 
partir de ese momento, se convirtió en 
asunto central de la agenda política del 
país, Asimismo, en el sexenio de Vicente 
Fox, se promulgó la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información 
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Pública Gubernamental, creando el 
Instituto Federal de Acceso a la 
Información Pública. Se legislaron leyes 
de transparencia  en las entidades del 
país, aunque con alcances desiguales. 

El 13 de noviembre del año 2007 y el 
11 de junio de este año se modificó el 
párrafo primero del artículo 6º de la 
Constitución, en la que se dice que el 
Estado garantizará el derecho de acceso 
a la información.  

Pero ni la mayor transparencia del 
gobierno lograda ni la mayor importancia 
que se da a la rendición de cuentas ni el 
mayor equilibrio entre el Ejecutivo y el 
Legislativo han conseguido que contemos 
con un sistema profesional, eficaz y 
funcional de rendición de cuentas  que, 
efectivamente, se traduzca en una mejor 
gestión de gobierno y, cuando los 
gobernantes incumplen su función, en 
sanciones. 

 
El CONGRESO 
 

El Congreso es el principal actor político 
de la rendición de cuentas. Por un lado, 
tiene la responsabilidad de exigirlas al 
Ejecutivo y controlarlo; por el otro, está 
obligado a rendir cuentas de sus actos. El 
mayor problema del Congreso mexicano, 
como agente de la rendición de cuentas, 
no deriva de su endeble papel como 
fiscalizador sino de una doble moral 
política,, consistente en erigirse como 
vigilante de los actos de otros, sin rendir 
cuentas de los propios. 

La escasa rendición de cuentas del 
congreso mexicano frente a la sociedad 
ha existido antes y después del arribo de 
la democracia electoral, pero su impacto 
ahora en sus decisiones sí importa, es 
más dañino. Las reglas del juego 
legislativo hacen que nadie pague  las 
consecuencias de lo que se aprueba y de 
lo que no se aprueba: cuando una ley 
causa daño años después de aprobada, 
sus autores ya no están ahí para explicar 
sus malos resultados y sufrir un castigo 

político; cuando una buena ley no es 
aprobada y años después esa omisión 
causa también  agravio, nadie se acuerda 
de los legisladores omisos.  

¿Qué hacer?  
Para que un gobierno pueda dar los 

resultados que la ciudadanía requiere, 
necesita tener tres cosas: gobernabilidad 
democrática, buenas políticas y buenos 
ejecutores. 

La primera de ellas se nutre de un 
sistema electoral incluyente, eficaz y con 
una estructura sólida, una buena 
estructura de gobierno, eficiente y una 
base fiscal suficiente, asimismo, un 
estado de derecho sólido, incluyendo un 
poder judicial robusto y eficiente y una 
base tributaria suficiente. Las buenas 
políticas devienen de tres cosas: un 
sentido común, un conocimiento técnico y 
un contexto, que es el que originará las 
mismas políticas. Por último, los  buenos 
ejecutores son el resultado de una buena 
formación académica, habilidades 
gerenciales, es decir, con liderazgo y su 
talento político. 

El estado de derecho es algo que, 
forzosamente, debe de existir en un 
Estado si se pretende aspirar a un mejor 
país. Construir un país de leyes, tal y 
como anhelaron los liberales en el siglo 
XIX.  

Construir un estado de derecho 
requiere de muchas acciones, mismas 
que no se apuntalan de un día al otro, 
requiere de esfuerzos cotidianos que se 
prolongan por mucho tiempo: 

Un ordenamiento jurídico coherente -
empezando por la Constitución- y, 
enseguida por las leyes secundarias, 
reglamentarias de los artículos de la Carta 
Magna. Que las leyes federales respalden 
lo establecido en la Constitución, 
asimismo, que puntualicen lo que no está 
contemplada en ella, explicando 
sucintamente los procedimientos a seguir 
para una armonización adecuada entre 
unas y otras, en seguida, las 
constituciones locales y sus respectivas 
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leyes estatales, que se encuentren dentro 
de los cauces de la constitución federal y 
que, a su vez, las leyes estatales 
respalden y puntualicen lo enunciado en 
los artículos de la constitución local.  

Normas eficaces, en las que se 
enuncien sanciones claras para aquellos 
que incumplen la Ley, empezando por el 
propio gobierno, además de un sistema 
judicial eficaz, en el que se persigan los 
delitos y se castigue a los infractores, 
aunado a un sistema de reinserción 
integral, en el que los reos realmente se 
rehabiliten y readapten para la sociedad.  

Una cultura de legalidad en la que se 
cumplan las leyes de manera voluntaria. 
Este punto es sumamente importante, ya 
que tiene que ver con los valores 
inculcados en la sociedad. Esto deviene 
de la formación que se tiene desde la 
casa y los primeros años de vida de las 
personas, y de la percepción de que las 
leyes son justas, que provienen de un 
procedimiento legislativo democrático e 
incluyente y, sobre todo, de que se aplica 
a todos por igual.  

El más importante de los enumerados 
es el estimular una cultura de la legalidad. 
La eliminación de fueros, heredados de la 
Colonia, que hoy se traducen en 
poderosos e influyentes que evaden la el 
cumplimiento de las leyes.  

Pueden seguirse dos rutas de acción: 
Primero, que el gobierno sea quien ponga 
el ejemplo, en especial el presidente de la 
república. La sociedad tiene la percepción 
de que “la cancha no es pareja para 
todos” y que hay personas influyentes que 
escapan del campo de la acción de la 
Ley. Cuando la sociedad perciba que los 
políticos también son sujetos de la Ley, la 
imagen se cambiará, y la sociedad, poco 
a poco, comenzará por adherirse a lo 
establecido en la norma. 

Combatir la impunidad, es una tarea 
grande, que requiere de esfuerzos 
comunes entre los distintos sectores, no 
únicamente del sector público, sino de la 
sociedad en general, es por ello que se 

deben de “crear” islas de legalidad en un 
mar de impunidad. El hecho que la nación 
se integre inmediata y simultáneamente al 
estado de derecho es una tarea 
imposible, es por ello que se debe de 
iniciar por rubros que sean percibidos por 
sectores amplios de la sociedad y seguir 
ejerciendo el derecho en esos mismos 
rubros y, poco a poco, comenzar con 
nuevos flancos, en los cuales el derecho 
se ejerza y la percepción de la justicia 
aumente poco a poco.  
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1.3 PROBLEMAS 
ESTRUCTURALES DE LA  
CORRUPCIÓN POLICIAL EN MÉXICO 
 

GRECO ROSAS MÉNDEZ* 
 

Proemio 
 

Se parte en esta ponencia de la tesis de 
que la corrupción es un fenómeno social, 
institucional y cultural complejo, cuya 
presencia alcanza en México a los 
sectores público y privado y cuyas causas 
son de carácter estructural, por lo que su 
erradicación o cuando menos la 
minimización progresiva de sus efectos, 
supone la implementación de políticas y 
estrategias también estructurales. 

El objetivo de esta ponencia, 
pasando por la definición genérica de la 
corrupción y el examen de la tesis 
apuntada, consiste en identificar cuáles 
son los fallos estructurales que en el 
específico caso de las instituciones 
policiales mexicanas, favorecen el 
fenómeno de la corrupción; cómo se 
interconectan entre, cuáles son los 
motivos que en opinión del ponente 
dificultan su desarraigo y qué medidas 
podrían contribuir a su solución. 

 
Rasgos esenciales de la 

(innombrable) corrupción 
 
Como Satán, la corrupción tiene 

muchos nombres, pero es (casi) 
innombrable en el sistema normativo 
mexicano. No se menciona en ninguna 
parte de la Constitución, de la Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas de 
la Federación, de la Ley de Adquisiciones, 
Arrendamientos y Servicios del Sector 
Público, de las dos leyes federales de 
responsabilidades de los servidores 
públicos, de la Ley del Servicio 
Profesional de Carrera en la 
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Administración Pública Federal, de la Ley 
Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, de la Ley 
para la Transparencia y Ordenamiento de 
los Servicios Financieros, de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, de la 
Ley de Seguridad Nacional, de la Ley 
para la Protección de Personas 
Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas, ni de las leyes disciplinarias 
de nuestras fuerzas armadas. Tanto el 
Código Penal federal, como la Ley 
Federal contra la Delincuencia 
Organizada, aluden a ella solamente para 
referirse a cierta modalidad de los delitos 
contra el libre desarrollo de la 
personalidad (corrupción de menores).1 

Incluso la Federal Anticorrupción en 
Contrataciones Públicas, utiliza la palabra 
solamente en su título y en el glosario de 
su artículo 3°, para referirse a las 
convenciones internacionales en esta 
materia, al igual que en el artículo 6°.  

Únicamente los artículos 19 de la Ley 
de la Policía Federal, 81 de la Ley 
General de Víctimas y 25 y 40 de la Ley 
General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, como isletas perdidas, 
ordenan a los integrantes de las 
corporaciones policiales oponerse a la 
corrupción y denunciarla, en tanto que el 
Sistema Nacional de Atención a Víctimas 
y la Conferencia Nacional de Procuración 
de Justicia, deben formular estrategias 
para combatirla. Así de general, así de 
ausente. González Llaca (2005), 
parafraseando a Bernard Crick, dice que 
si la democracia es la palabra más 
promiscua en el mundo de los asuntos 
públicos, por ser la amante de todos, la 
corrupción es la bestia negra de la que 
todos huyen, al menos en el papel. Nadie 
quiere hablar de ella. Eppur si muove.  

 
Se dirá quizá que esta ausencia casi 

total en los hilos del tejido normativo 
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mexicano, obedece a que la corrupción es 
un término vulgar (del vulgo: popular), 
metajurídico, carente de las cotas 
semánticas necesarias para ganarse su 
lugar en el escrupuloso texto de las leyes, 
o sea, un término inasible, escurridizo, 
como el cerdo encebado que los 
habitantes de nuestros pueblos persiguen 
en sus fiestas patronales. Más 
aprehensibles parecen ser el cohecho, el 
peculado, la concusión, el abuso de 
autoridad y la intimidación, la tortura, el 
nepotismo, la coalición de servidores 
públicos, el tráfico de influencias, el 
enriquecimiento ilícito, el uso indebido de 
información privilegiada y un largo, 
larguísimo etcétera en el que tienen 
cabida decenas o centenas de posibles 
variedades de abuso de poder, que se 
han ganado carta de naturalización en la 
jerga coloquial como la trácala, el 
cochupo, el moche, la mordida, la miel 
que escurre, la transa, la palanca y 
muchos otros términos que seguramente 
inspiraron al gran Germán Dehesa para 
escribir su pequeño libro intitulado ¿Cómo 
nos arreglamos? Prontuario de la 
corrupción en México. 

Incluso la Convención Interamericana 
y la Convención de Naciones Unidas 
contra la Corrupción, firmadas en 1996 y 
2003, respectivamente, definen 
casuísticamente diversas modalidades de 
conductas corruptas o corruptoras, pero 
sin definir al fenómeno de una manera 
general, como lo han hecho algunos 
estudiosos de este tema, quienes la 
consideran como una forma de 
depravación moral (Osipian, 2009), como 
una forma de menoscabar la integridad de 
las personas, para hacer a un lado los 
escrúpulos y obtener beneficios 
personales o de grupo en detrimento de 
un bien público o privado (Ramírez 
Peraza, 2011) o bien, como la entiende 
este ponente, como una manifestación de 
abuso de poder que supone la obtención 
de beneficios indebidos al margen o en 
contravención de principios éticos o 

reglas jurídicas que norman la actividad o 
relación en la que se enmarca dicha 
manifestación.  

Esta definición, de textura abierta, 
implica que la corrupción se suscite en el 
ámbito de organizaciones privadas, 
sociales o intermedias, o bien al interior 
de las burocracias oficiales 
(administraciones públicas de cualquier 
orden de gobierno, empresas públicas, 
instituciones parlamentarias, ejércitos, 
tribunales, fiscalías y policías de toda 
índole); implica también que el beneficio 
obtenido pueda favorecer al autor del 
hecho corrupto por sí mismo, o bien por 
interpósita persona; que el acto corruptor 
se traduzca en acciones efectivas o en 
omisión dolosa (alterar los resultados 
electorales o abstenerse de investigar un 
hecho criminal, respectivamente); que 
dicho beneficio posea o carezca de 
contenido patrimonial, o bien incluso que 
suponga o no, una determinada violación 
al derecho –delito o falta administrativa– 
tomando en cuenta que en muchas 
ocasiones, el acto corruptor se explica 
solamente desde el punto de vista de la 
deontología profesional o la moral social.  

Como nota constante, se identifica 
siempre una manifestación abusiva del 
poder, en cualquiera de sus 
manifestaciones: poder político, técnico, 
profesional, empresarial, militar o policial, 
por ejemplo, así como el carácter 
relacional del fenómeno, pues incluso los 
étimos de la palabra corrupción, el prefijo 
co- incardinado a rompere, supone la 
coparticipación de dos o más agentes en 
la comisión del acto corrupto: el infractor 
de tránsito que soborna al policía, el 
regidor que vende su voto a los intereses 
de la industria inmobiliaria para sacar 
avante un pernicioso cambio de uso de 
suelo, el proveedor que paga a la 
autoridad administrativa por la 
adjudicación de un contrato de obra 
pública o el otorgamiento de una 
concesión. Rasgos constantes son 
también, naturalmente, el carácter ilícito o 
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inmoral de la conducta, así como su 
comisión furtiva o clandestina. 

Tanto en países con economías 
altamente desarrolladas como en los 
llamados países emergentes2, la 
corrupción se manifiesta de maneras 
burdas y sutiles: pagar favores para 
agilizar o “destrabar” un trámite, para 
evitarse una multa o el arrastre del 
vehículo al corralón, sobornar a 
funcionarios para obtener la adjudicación 
de un contrato en una licitación pública, 
traficar con datos personales o 
información comercial estratégica, vender 
o comprar calificaciones escolares o 
grados académicos, obtener ganancias 
de obras públicas ejecutadas a 
sobrecostos o con materiales de calidad 
inferior a la que se exigen las 
especificaciones técnicas y de seguridad, 
robar inventarios y establecer 
asociaciones fraudulentas con socios y 
proveedores, burlar u obstruir la justicia, 
practicar intervenciones quirúrgicas o 
tratamientos médicos a sabiendas de que 
son innecesarios, utilizar recursos 
públicos para obtener ventajas político 
electorales, blanquear dinero de 
procedencia ilícita, incurrir los abogados 
en prevaricato, en fin.  

Como si fuese una humedad 
omnipresente, la corrupción penetra poco 
a poco los poros de todo género de 
organizaciones: Estados nacionales, 
empresas, partidos políticos, iglesias, 
clubes deportivos, instituciones 
financieras, sindicatos, etc., logrando 
incluso mimetizarse hasta formar parte de 

                                                
2
 La tesis desarrollista de la corrupción, que 

plantea una correlación entre este fenómeno social y el 

subdesarrollo, ha sido cuestionada a la luz de los 

resultados que desde 1996 muestra el Índice de 

Percepción de la Corrupción (IPC) desarrollado por Peter 

Eigen, a través de Transparencia Internacional, una de 

las organizaciones no gubernamentales más prestigiadas 

en el estudio de la corrupción. A pesar de ello, se sigue 

reconociendo que ñla transición social de un país pobre 

basado en tradiciones hacia una democracia saludable y 

liberal también conlleva una drástica (y dramática) 

reducci·n de la corrupci·nò (CSAPODI y GYÖRGY-

TAKÁCS). 

su normalidad, es decir, 
institucionalizándose. Muchas empresas 
mexicanas dedicadas al giro de la 
construcción o de consultoría en materia 
de seguridad, por ejemplo, incorporan en 
sus presupuestos una partida fija de 
sobornos que garantice la continuidad de 
sus operaciones. No es gratuito reconocer 
por ello que la corrupción es “un impuesto 
altamente regresivo, que vuelve más ricos 
a los ricos y más pobres a los pobres” 
(Reyes Heroles, 2006). 

Dicho lo anterior, podríamos 
enumerar los siguientes caracteres de la 
corrupción, en términos generales: 

 
I. Constantes 
 
Contravención.- La corrupción es 

siempre un acto ilegal o cuando menos 
reprochable desde el punto de vista ético. 

Perjudicial.- La corrupción afecta 
necesariamente bienes o intereses 
considerados valiosos, tutelados o no por 
el derecho, como el patrimonio, la 
legitimidad, la confianza o el prestigio. 

Clandestinidad.- Por no ser una 
práctica social bien vista, aún cuando su 
práctica pueda ser generalizada, la 
corrupción se planifica (urde) y ejecuta 
(comete) en un ambiente de ocultamiento, 
o como decimos en México, bajo la mesa, 
en lo oscurito. 

 
II. Frecuentes o recurrentes, aunque 

contingentes: 
 
Contenido patrimonial.- Obtención de 

ventajas cuantificables en dinero. 
Normalmente la corrupción persigue un 
beneficio material, aunque también 
pueden ser procurados otros beneficios, 
por ejemplo, académicos, profesionales o 
políticos (que tal vez sirvan de 
herramienta, luego, para procurarse 
lucros materiales). 

Connivencia.- Existencia de acuerdo 
entre el agente corruptor y otro u otros, 
aunque pueden puede ocurrir que el 
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agente actúe sólo (como el cobrador de la 
oficina de impuestos que realiza robo 
hormiga; o el arquitecto que encarece y 
sobre cotiza a su cliente los materiales de 
construcción, para maximizar su ganancia 
al margen de los honorarios pactados). 

Simulación.- El agente corruptor y los 
demás partícipes procuran por diversos 
medios hacer parecer que su conducta se 
apega a los estándares normales, 
esperados o regulados institucionalmente.  

 
III. Variables 
 
Pública (gubernamental) o privada. 
 
Individual o colectiva. 
 
Activa u omisiva. 
 
 

En general, los estudios reconocen que la 
corrupción es un fenómeno 
socioeconómico complejo, de carácter 
estructural, perjudicial y de orígenes 
milenarios en todas las sociedades 
humanas. Sus causas, igualmente 
complejas, se asocian a la precariedad de 
las instituciones, al nivel educativo y 
tradición cultural de los pueblos, a la 
disponibilidad de información de los 
actores, al poder adquisitivo y grado de 
participación de los ciudadanos, a la 
democratización de las prácticas sociales 
y a la eficacia de los disuasores o 
incentivos establecidos a través de los 
distintos sistemas normativos y 
administrativos de la sociedad y sus 
organizaciones, entre otras posibles 
causas que juegan y deben ser 
ponderadas en su conjunto. 

Los alcances de esta breve ponencia 
impiden desarrollar una explicación 
exhaustiva de los todos los posibles 
factores que promueven o inhiben la 
corrupción en sus diferentes ámbitos, ni 
mucho menos poner a prueba si tales 
causas o condiciones son determinantes 

o sólo contribuyentes en cierto grado, 
quizá difícilmente mensurable.  

Como se ha señalado, la corrupción 
está presente (parece o podría estarlo, 
según se quiera) en todos lados, desde el 
inspector municipal de mercados que con 
la tolerancia de sus superiores, se hace 
de la vista gorda frente al puesto del 
vendedor que ofrece al públicos discos de 
música, videos y programas de cómputo 
“piratas”, hasta el consejo de 
administración de una compañía 
transnacional que suministra 
medicamentos al gobierno federal y que 
decide realizar operaciones especulativas 
prohibidas por la legislación bursátil.  

Si bien es posible ensayar un 
desarrollo conceptual más o menos 
amplio y en abstracto sobre la corrupción, 
con un enfoque jurídico, económico o de 
antropología social, e incluso 
multidisciplinario, parece difícil llevar 
adelante un método inductivo eficaz que, 
partiendo de causas y consecuencias tan 
disímbolas y numerosas, en tan 
heterogéneos ambientes donde además 
germina y se propala la corrupción, logre 
suministrarnos un modelo único, infalible 
y suficientemente versátil para explicar 
todos los casos, en cualquier contexto y 
para todas sus vertientes.  

Para mejor comprender y acotar el 
objeto de estudio en sus singulares y 
variadas manifestaciones, puede ser útil 
avanzar deductivamente desde una 
definición general del problema ïel abuso 
del poder empleado para la obtención de 
beneficios indebidos al margen o en 
contravención de principios éticos o 
reglas jurídicasï hacia su particularización 
en ciertos conjuntos o categorías de 
casos especiales, por ejemplo, “la 
corrupción en las empresas privadas del 
sector asegurador”, “la corrupción 
gubernamental en las contrataciones de 
obras del sector público” o “la corrupción 
en el arbitraje de la FIFA”. 

Desde luego, esta ponencia coloca 
bajo su lente, como una de esas 
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categorías especiales, a las policías 
mexicanas de nuestro tiempo, entendidas 
también en su conjunto y sin distinción del 
orden de gobierno al que pertenezcan –
federales, estatales o municipales– del 
tipo de tareas que desarrollan –
investigativas, preventivas o reactivas, 
incluyendo a las policías de tránsito y a 
los cuerpos de custodia penitenciaria– o 
de su “estado de fuerza”.3  

 
El tamaño del monstruo 
 

Con un índice de 34 puntos4, México 
ocupa la posición número 105 de 176 
países o territorios en el IPC 2012 
publicado por Transparencia 
Internacional, lo que nos coloca en el 
mismo rango que Filipinas, Bolivia y 
Armenia. Somalia, Corea del Norte y 
Afganistán son las tres naciones con 
mayor índice de percepción de corrupción 
(8 puntos) y Dinamarca, Nueva Zelanda y 
Finlandia, ocupan la mayor percepción de 
limpieza (90 puntos) con respecto al 
funcionamiento de sus sectores públicos.  

La Corporación Latinobarómetro, 
organización no gubernamental con sede 
en Chile, especializada en estudios de 
opinión pública en la región, reporta en su 
más reciente Informe fechado apenas 
este 1° de noviembre de 2013, que 
México ocupa el 6° lugar entre los países 
latinoamericanos, pero deja entrever un 
sesgo debido a que los mexicanos no 
suelen externalizar este problema.5  

                                                
3 El estado de fuerza es una expresión de uso corriente 

en la jerga de la burocracia policial, que se refiere a las 

dimensiones de una corporación, principalmente en 

términos del número de elementos o agentes que la 

integran, aunque también algunos consideran como parte 

de este concepto, el armamento, vehículos y equipo de 

los que dispone la corporación. 
4 La escala corre de 0 a 100, donde 0 significa que el país 

es percibido como altamente corrupto y 100 significa 

que es percibido ñmuy limpioò. 
5 La corrupción está en casi todos los países: en Costa 

Rica alcanza el 20% y está en primer lugar, confirmando 

la razón por la cual este país ha bajado en sus índices de 

democracia en los últimos años perdiendo el lugar 

privilegiado que ten²a en la d®cada de los ó90 del siglo 

El Indicador de Control de la 
Corrupción del Instituto del Banco 
Mundial, colocó a México en 2007 con un 
resultado de 48.8 puntos en una escala 
de 0 a 100, donde la mayor calificación 
refleja menores niveles de corrupción. 
Respecto a la calificación de 44.2 
obtenida en 2006, observamos un 
incremento de 10.4% en un año. 

La firma internacional especializada 
en auditoría KPMG, publicó en 2008 una 
Encuesta sobre Fraude y Corrupción en 
México, que entre otras cosas, reveló que 
el 44 por ciento de las empresas que 
operan en México han tenido que pagar 
sobornos a las autoridades y que el orden 
de gobierno más proclive a la corrupción, 
es el municipal. 

Otro índice, llamado Índice Nacional 
de Corrupción y Buen Gobierno (INCBG) 

                                                                    
pasado. En Honduras alcanza el 11% y en Brasil y 

Colombia la corrupción alcanza el 10% como problema 

principal. Se ubica en tercer lugar después de los 

problemas económicos y la delincuencia. En México 

aparece sólo con 6% en el quinto lugar, sabiendo que es 

un país con altos problemas de corrupción, pero sus 

ciudadanos no lo externalizan. En Argentina de la misma 

manera aparece con sólo el 8% también en quinto lugar. 

Pero, en realidad, en esos países es el tercer lugar porque 

los primeros cuatro lo ocupan la delincuencia y los 

problemas económicos como hemos resumido más 

arriba. En Chile, El Salvador, Uruguay y Venezuela no 

aparece el problema de la corrupción para nada como 

problema principal. En los otros países aparece con 

menores menciones en una posición intermedia como 

problema. Al mirar estos datos daría la impresión de que 

el problema de la corrupción no es tan saliente como 

denotan los expertos y los informes de transparencia. Al 

mismo tiempo la lucha contra la corrupción ha mostrado 

como éste problema comienza a ser expresado por los 

pueblos. La transparencia primera que se necesita para 

combatir la corrupción es el reconocimiento de su 

existencia. Eso aun esta por ocurrir en muchos lugares de 

la región. De la misma manera en que el problema de la 

delincuencia permaneció oculto durante mucho tiempo 

en la región, el problema de la corrupción permanece 

parcialmente oculto también de manera significativa, en 

M®xico por ejemplo. (é)Sabemos, sin embargo, que las 

poblaciones de los países están muy conscientes del alto 

grado de corrupción de servicios específicos del Estado. 

Por ejemplo, la policía, donde importantes segmentos de 

las poblaciones de países declaran que sus policías son 

corruptas0ò. LATINOBARčMETRO, Informe 2013, 

pág. 62 
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elaborado por Transparencia Mexicana, 
mide la frecuencia con la que los hogares 
mexicanos pagaron un soborno para 
realizar 35 trámites y servicios 
monitoreados, tanto de empresas 
privadas como del sector público en todos 
los niveles de gobierno. De acuerdo con 
esta organización civil, en 2010: 

En 10.3 casos de cada 100 
ocasiones en que realizaron trámites o 
accedieron a alguno de los servicios 
públicos monitoreados, los hogares 
pagaron “mordida”. 

Se incrementó el número de actos de 
corrupción en 6.59 por ciento con 
respecto al año 2007, al desplazarse la 
cifra de 197 millones de actos de 
corrupción a 210 millones en 2010. 

Se incrementó mayormente el costo 
de la corrupción, es 19.56 por ciento, 
pues el soborno promedio pasó de 138 a 
165 pesos por acto corrupto en el mismo 
lapso. 

 

La corrupción en 2010 representó 
para los hogares mexicanos, un impuesto 
adicional del 14 por ciento en promedio 
sobre sus ingresos. 

El índice ascendente, donde los 
valores más altos indican mayor 
corrupción, coloca al Estado de México y 
al Distrito Federal como las entidades 
federativas que a lo largo de cinco 
ejercicios estadísticos (2001, 2003, 2005, 
2007 y 2010) se han mantenido por arriba 
de los dos dígitos, es decir, como 
aquellas cuyos servicios son más 
corruptos. Para 2010, el promedio 
nacional fue de 10.3 puntos; la entidad 
con mejor desempeño fue Baja California 
Sur, con 1.8 puntos y la peor calificada 
fue el Distrito Federal, con 17.9 puntos. 

Tres de los 35 servicios monitoreados 
en este ejercicio por Transparencia 
Mexicana, involucran directa o 
indirectamente el trabajo de la Policía y 
muestran los siguientes resultados: 

 
 

Trámite o servicio 
Índice 
2001 

Índice 
2003 

Índice 
2005 

Índice 
2007 

Índice 
2010 

Evitar la detención en el Ministerio Público / Realizar una 
denuncia, acusación o levantar un acta / Lograr que se le de 
seguimiento a un caso 

28.3 21.3 23.6 24.1 23.22 

Evitar que un agente de tránsito se lleve el vehículo al 
corralón / Sacar el automóvil del corralón 

57.2 53.3 60.2 50.1 59.68 

Evitar ser infraccionado o detenido por un agente de 
tránsito 

54.5 50.3 50.0 56.2 68.03 
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No es fortuito así, que el Plan Nacional de 
Desarrollo 2013-2018 reconozca que “la 
problemática en materia de seguridad 
pública requiere de una nueva estrategia 
integral que recupere la confianza de la 
ciudadanía en las corporaciones 
policiales, pues (…) los casos de 
corrupción que involucraron policías han 
deteriorado la confianza de los 
ciudadanos. De acuerdo con la ENVIPE 
2012, el 61.9 por ciento de la población 
tiene poca o nula confianza en sus 
policías; en Plan indica también que el 85 
de los mexicanos consideran que existe 
corrupción en el Sistema de Justicia 
Penal y que el promedio nacional del nivel 
de confianza en la procuración de justicia 
está por debajo del 15 por ciento”.6 

 
Corrupción policial en México 
 
Es bien sabido que las policías 

mexicanas, como instituciones, ocupan 
una de las posiciones más ominosas en el 
ranking de la confianza pública. La 
Encuesta Nacional sobre Cultura Política 
y Prácticas Ciudadanas (ENCUP), 
elaborada en México por el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI) mostró en su quinta edición 
correspondiente al año 2012 que en 
términos de confianza, las instituciones 
peor calificadas del país fueron los 
sindicatos, los legisladores, los partidos 
políticos y la policía. El 15.40 por ciento 
de los entrevistados dijeron no confiar 
“nada” en ésta última.7 
 

Nadie pone en duda la existencia, 
incluso numerosa, de hombres y mujeres 
policías honorables y comprometidos con 
su vocación de servicio. Existen mandos 

                                                
6
 Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, publicado en 

el Diario Oficial de la Federación el 20 de mayo de 

2013. ENVIPE: Encuesta Nacional de Victimización y 

Percepción sobre Seguridad Pública. 
7 Resultados de la encuesta disponibles en línea, a través 

de la página oficial de la Secretaría de Gobernación,  

www.encup.gob.mx  

policiales y líderes al interior de esas 
organizaciones, que comprenden el valor 
de la honestidad en el servicio público y 
que realizan esfuerzos encomiables para 
poner en alto la confianza del público 
hacia la Policía; sin embargo, no puede 
pasarse por alto que a pesar de ello, en 
términos generales, subsisten graves 
problemas de corrupción en muchas de 
las Policías mexicanas y que ello 
contribuye al deterioro de la confianza 
pública en las fuerzas civiles de 
seguridad.8 

 
No existen en México estudios a 

escala nacional, confiables en términos 
de continuidad histórica y de una 
metodología avalada por instituciones 
profesionales independientes, que 
permitan comprender detalladamente las 
razones de la desconfianza sobre la 
policía, contrastar la percepción del 
público a partir de criterios regionales (tal 
vez la desconfianza sobre la policía 
muestre diferencias de grado e incluso 
cualitativas entre las poblaciones de 
Michoacán, Veracruz y Morelos, contra lo 
que los ciudadanos opinen de sus policías 
en Yucatán, Aguascalientes y Querétaro, 
por ejemplo); ni menos aún descubrir si 
esa desconfianza se pronuncia con mayor 
o menor énfasis tratándose de ciertas 
policías (por ejemplo, que se desconfíe 
más de las policías de tránsito municipal, 
que de la policía federal ministerial o de 
los cuerpos de custodia penitenciaria, 
teniendo en cuenta que las dos últimas 
tienen con el público una interacción 
mucho menor que las primeras y que, 

                                                
8
 Se enfatiza que la falta de confianza de los 

mexicanos recae en las fuerzas civiles de 
seguridad, por oposición a las instituciones 
castrenses, pues a pesar de los señalamientos por 
violaciones a derechos humanos de los que han 
sido objeto nuestras fuerzas armadas en el marco 
de los operativos contra el crimen organizado que 
se emprendieron durante el sexenio del presidente 
Felipe Calderón, los resultados de la ENCUP 
muestran que “el ejército” y “los militares” aparecen 
entre los mejor calificados por el público. 

http://www.encup.gob.mx/
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incluso, la policía penitenciaria 
desempeña sus funciones en ambientes 
confinados, por lo que resultaría muy 
cuestionable evaluar la confianza de los 
ciudadanos en general acerca de su 
trabajo –como no sea, quizá, de los 
familiares que visitan a los internos o de 
los litigantes que acuden con frecuencia a 
los centros de reclusión– y desde luego, 
no hace falta realizar ningún estudio para 
estimar qué opinión sobre los cuerpos de 
vigilancia o custodia podrían tener las 
poblaciones de reclusos o procesados en 
los centros penitenciarios del país. 

 
Ante la ausencia de estos estudios, 

los motivos de la desconfianza pública 
hacia las policías mexicanas solamente 
pueden enumerarse de manera más o 
menos arbitraria, con base en algunos 
estudios locales, referencias 
comparativas con otros países de 
Latinoamérica cuyas policías comparten 
tradiciones, inercias institucionales y 
características similares a las mexicanas, 
o bien incidentes notables de los que dan 
cuenta con cierta recurrencia los medios 
de comunicación impresos y 
electrónicos.9  

 
La taxonomía de la corrupción que 

podría servir como punto de partida para 
identificar los motivos de esa 
desconfianza, propone la siguiente 
clasificación, siempre sujeta a discusión y 
comparable con otras perspectivas:10 

                                                
9
 En el motor de búsqueda más popular en internet, 

Google, la expresión “corrupción policial en México” 
arroja 708 mil resultados, contra los 5 mil de 
“corrupción policial en Dinamarca”, por tratarse del 
país mejor calificado en el índice de corrupción de 
Transparencia Internacional. Aunque estos datos 
podrían carecer de cualquier utilidad científica (por 
ser relativos, sesgados o cuestionables) sin duda 
muestran un contraste inequívoco. Buscamos 
también, arbitrariamente, “policías ejemplares en 
México” y el resultado es sorprendente: 1’230,000 
resultados. “Policías ejemplares en Dinamarca” 
mostró 2’790,000 resultados.  

10
 Hugo Frühling y Alejandra Mohor, por 

ejemplo, clasifican la corrupción policial en dos 

a) Actos de soborno en los que 
participan policías y ciudadanos para 
retardar, impedir o estorbar la actuación 
policial ante infracciones o delitos, como 
la mordida para evadir sanciones por 
hechos de tránsito o para impedir el 
arrastre del vehículo al corralón, que 
podríamos llamar “corrupción de calle”, o 
bien “errores” deliberados en la cadena 
de custodia de evidencia, para dificultar el 
curso de una investigación criminal, por 
ejemplo, que podrían envolver mayor 
gravedad; 

 
b) Corrupción “doméstica” hacia el 

interior de las Corporaciones, dentro o 
fuera de la cadena de mando, en 
dirección vertical descendente, tratándose 
de actos relacionados con la gestión 
administrativa del personal y equipo de 
las instituciones, por ejemplo: mandos de 
policía que exigen al personal 
subordinado, dádivas a cambio de 
asignación de horarios de trabajo 
preferenciales, acceso al uso de patrulla u 
otros equipos o adscripción a sectores o 
departamentos más atractivos por su 
menor carga de trabajo o por el potencial 
que ofrecen para lucrar mediante actos de 
corrupción hacia el público, por ejemplo. 

 
c) Corrupción doméstica interna, 

también vertical pero en dirección 
ascendente, tratándose de actos 
cometidos por el personal subordinado en 
perjuicio de la disciplina policial 
institucional o de los mandos, por 
ejemplo: el robo de combustible de los 
vehículos policiales asignados, la 

                                                                    
grandes grupos: “corrupción administrativa”, que se 
da al nivel de gestión de los recursos humanos y 
materiales en el interior de la institución policial, en 
forma similar a otras formas de corrupción 
presentes en otros organismos públicos; y la 
“corrupción operativa” que se da en el contacto 
cotidiano de la policía con ciudadanos y 
delincuentes, como la dádiva para impedir el curso 
de una multa o el extravío o producción intencional 
de evidencia. Los mismos autores, tomando como 
fuente a Ureña (2001), distinguen también entre 
corrupción “circunstancial” y “permanente”. 
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falsificación de incapacidades o 
comprobantes médicos para justificar el 
ausentismo laboral, el uso de 
consumibles de oficina y equipo policial 
para usos privados, etcétera. 

 
d) Corrupción institucional en el 

marco de la aplicación de normas 
jurídicas sobre adquisiciones o 
contrataciones. Se refiere a la 
discrecionalidad y/o posibles actos de 
soborno para la contratación de personal 
técnicamente inadecuado al servicio de 
las corporaciones (personal 
administrativo, operativo e incluso 
mandos policiales) con base en criterios 
de amiguismo, compadrazgo, cuotas 
partidistas o pago de favores políticos) o 
bien a la obtención de dádivas por la 
asignación de contratos de asesoría o 
consultoría para la gestión de proyectos, 
como los financiados por subsidio para la 
seguridad pública municipal y del Distrito 
Federal (SUBSEMUN), Policía Estatal 
Acreditable y más recientemente, para los 
proyectos derivados del programa de 
apoyo a las entidades federativas en el 
marco del Programa Nacional de 
Prevención del Delito. 

 
e) “Brutalidad  policíaca” o abuso de 

la fuerza pública, ya en incidentes 
aislados con víctimas individuales o en 
grupos bien identificados, ya tratándose 
de actuaciones policiales desafortunadas 
ante disturbios civiles o eventos masivos, 
que a la postre pueden derivar en 
obstaculización de las investigaciones 
ministeriales y de los organismos públicos 
o privados de defensa de los derechos 
humanos, para proteger la imagen o los 
intereses políticos de los gobiernos; 

 
f) Colusión, encubrimiento o 

participación directa de policías en 
actividades criminales, tanto del fuero 
común, como tratándose de delitos de 
alto impacto que operan a escala regional 
o nacional (delincuencia organizada, 

secuestro, trata de personas, delitos 
contra la salud, tráfico de armas o 
indocumentados, desaparición forzada, 
sustracción de hidrocarburos). 

 
g) Corrupción política, es decir, el uso 

y participación de las corporaciones 
policiales con fines político partidistas 
ilegales, por ejemplo: utilizando recursos 
de alguna corporación policial para 
beneficiar a determinado candidato o 
partido político, o bien utilizando  
información confidencial, tecnología y 
capacidades de investigación e incluso la 
fuerza pública para acallar, acosar o 
desprestigiar a personajes políticos, 
periodistas, líderes de opinión o 
promotores de causas sociales, o más 
allá, para aniquilarlos política o 
materialmente. (Incriminaciones por 
consigna o persecuciones políticas, 
siembra de evidencia, revelación de datos 
obtenidos mediante espionaje, 
desapariciones forzadas). 

 
La corrupción en, de y desde las 

Policías presenta así, como en otros 
campos, sus propias peculiaridades. Por 
una parte, las corporaciones policiales 
están formadas por dos tipos de 
servidores públicos: el llamado “personal 
operativo”, representado por los policías 
en sentido estricto (agentes, “elementos 
activos”, personal de carrera o con grado, 
etc.), así como por funcionarios de 
carácter administrativo, no-policías. Unos 
y otros colaboran en la misma institución, 
pero  desarrollan tareas diferenciadas y 
se rigen por normas distintas. Ambos 
tienen el carácter de servidores públicos 
conforme al régimen jurídico mexicano y 
por lo tanto se vinculan con el Estado a 
través de una relación estrictamente 
administrativa, pero como se ha dicho, los 
policías se rigen por una legislación 
especializada, en los términos del artículo 
123, apartado B, fracción XIII de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos: la Ley General del 
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Sistema Nacional de Seguridad Pública y 
sus ordenamientos correlativos en cada 
entidad federativa, en tanto que los 
funcionarios no-policiales, únicamente se 
rigen por las disposiciones de la Ley de 
Responsabilidades (Administrativas) de 
los Servicios Administrativos, o su 
equivalente local, así como, en algunos 
casos, por el régimen laboral burocrático, 
del que están excluidos los agentes.11 

 

                                                
11

 Dice la fracción del dispositivo 
constitucional en cita, que: ñLos militares, marinos, 
personal del servicio exterior, agentes del 
Ministerio Público, peritos y los miembros de las 
instituciones policiales, se regirán por sus propias 
leyes. Los agentes del Ministerio Público, los 
peritos y los miembros de las instituciones 
policiales de la Federación, el Distrito Federal, los 
Estados y los Municipios, podrán ser separados de 
sus cargos si no cumplen con los requisitos que las 
leyes vigentes en el momento del acto señalen 
para permanecer en dichas instituciones, o 
removidos por incurrir en responsabilidad en el 
desempeño de sus funciones. Si la autoridad 
jurisdiccional resolviere que la separación, 
remoción, baja, cese o cualquier otra forma de 
terminación del servicio fue injustificada, el Estado 
sólo estará obligado a pagar la indemnización y 
demás prestaciones a que tenga derecho, sin que 
en ningún caso proceda su reincorporación al 
servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o 
medio de defensa que se hubiere promovido. Las 
autoridades del orden federal, estatal, del Distrito 
Federal y municipal, a fin de propiciar el 
fortalecimiento del sistema de seguridad social del 
personal del Ministerio Público, de las 
corporaciones policiales y de los servicios 
periciales, de sus familias y dependientes, 
instrumentarán sistemas complementarios de 
seguridad socialò. Esta disposición ha propiciado 
cuestionar, entre otras cosas, si los Policías y 
demás servidores públicos análogos, pueden ser 
considerados como trabajadores, 
independientemente de que se rijan por 
legislaciones especializadas, y si por consecuencia 
estarían impedidos para sindicalizarse, siendo éste 
un derecho fundamental reconocido por el Estado 
mexicano a través de tratados internacionales. Se 
cuestiona también si los funcionarios civiles que 
laboran para una dependencia a la cual se 
encuentra adscrita una corporación policial, o bien 
los propios funcionarios administrativos no-
policiales que colaboran en ella, deben entenderse 
también como destinatarios de esta norma 
constitucional. 

Evidentemente, tanto los policías 
como los funcionarios directivos de 
carácter administrativo y el staff de una 
corporación, pueden incurrir en diversos 
actos de corrupción, cuyas consecuencias 
afecten o no a los ciudadanos de una 
manera directa: el policía mexiquense que 
nos exige el pago de un soborno por 
intentar llegar a la ciudad de México fuera 
del día permitido por el programa Hoy no 
circula, no puede ser tratado bajo el 
mismo rasero que otro policía 
extorsionando a uno de sus compañeros 
de grupo, a cambio de no revelar que éste 
falsificó deliberadamente ciertos datos en 
un informe policial, ni juzgar con iguales 
criterios al funcionario que sirve como 
“enlace” de la Policía con el secretariado 
ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública (SESNSP) y exige a 
una empresa consultora un moche a 
cambio de adjudicarle –sin licitación de 
por medio– el contrato para la ejecución 
de un proyecto financiado por el 
SUBSEMUN. Siendo las tres conductas 
corruptas, su naturaleza, medios de 
ejecución, beneficio obtenido y 
repercusión en términos de desprestigio 
institucional, son claramente distintas, 
como diversas podrían ser las 
condiciones que motivan o favorecen su 
ocurrencia. 

 
Dicho lo anterior, podemos identificar 

al menos como punto de partida para 
estudios más profundos en el futuro, 
diversas formas de: 

 

¶ Corrupción policial interna o 
externa; 

 

¶ Corrupción policial contra otros 
policías o contra ciudadanos; 

 

¶ Corrupción policial con o sin 
obtención de beneficios 
patrimoniales; 
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¶ Corrupción “administrativa” u 
“operativa” (cometida por personal 
administrativo o por agentes con 
motivo de sus funciones); 

 

¶ Corrupción de calle (sobornos de 
tránsito), criminal o por motivos 
políticos, etc. 

 
 
Causas probables  
 
Así como las manifestaciones de la 

corrupción admiten diversas variantes o 
modalidades en la Policía, igualmente 
numerosas pueden resultar sus causas y 
las posibles estrategias que, desde 
diversos ángulos, pueden implementarse 
para minimizar su ocurrencia. 

 
En nuestra opinión, son tres las 

causas torales de la corrupción policial en 
México: por una parte, la falta sistemática 
de compromiso con una cultura 
democrática de legalidad y rendición de 
cuentas, dentro y fuera del sector público 
(un asunto cultural de gran escala); en 
segundo lugar, un diseño deficiente de las 
estrategias encaminadas a la 
profesionalización policial; y por último, la 
desarticulación e inidoneidad de algunos 
modelos empleados para hacer frente al 
problema con un enfoque de 
especialidad. 

 
 
I. Ausencia de una cultura 

democrática de legalidad y rendición 
de cuentas (accountability). 

 
Por razones que no es momento de 

abordar, muchas policías en México 
mantienen rasgos de su funcionamiento 
operativo y de una cultura organizacional 
muy similar a la de aquellas temidas 
corporaciones que en el México 
autoritario de la guerra sucia, fueron 
concebidas y operadas como 
herramientas de control político al servicio 

del régimen y como vetas inagotables de 
enriquecimiento ilícito, cuyo estereotipo 
sin lugar a dudas sería la Dirección 
General de Policía y Tránsito del 
Departamento del Distrito Federal, 
encabezada por Arturo El Negro Durazo, 
bajo la sombra del presidente José López 
Portillo.  

 
Las tradicionales policías de 

“seguridad pública”, se denominan así no 
solamente para respetar la letra del 
mandato constitucional12, sino como 
reminiscencia de una concepción policial 
puesta principalmente al servicio del 
Estado-gobierno, antes que al servicio de 
la comunidad o de los ciudadanos, 
concepción ésta última que ha inspirado 
en los años recientes a otras instituciones 
para llevar el título de direcciones o 
secretarías de “seguridad ciudadana”, 
como ocurre hoy en Querétaro y el 
Estado de México. La gestión 
democrática de la policía, desde la 
perspectiva de la seguridad ciudadana, 
coloca a la comunidad y a los ciudadanos 
(a las personas, para no referirse al 
concepto restringido de ciudadanía, 
desde el punto de vista constitucional) en 
el centro de atención de las políticas 
públicas en esta materia, privilegiando los 
valores de la democracia (legalidad, 
tolerancia, pluralidad, libertades, igualdad 
ante la Ley, transparencia y rendición de 
cuentas e incluso más recientemente, 
incorporando el enfoque de género).  

 

                                                
12

 Los artículos 20, apartado B, fracción V, 21, 73 
fracción XXIII, 115 y 122 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, hacen 
referencia a la función de “seguridad pública”. La 
Carta Magna contiene 44 menciones de la palabra 
“seguridad” y ocho distintas acepciones expresas o 
implícitas, entre ellas: seguridad jurídica, seguridad 
personal, seguridad pública, seguridad privada, 
seguridad nacional, seguridad interior, seguridad 
internacional, seguridad social y seguridad 
industrial. Recientemente, se ha presentado a 
consideración del Congreso de Querétaro, una 
iniciativa de “Ley del Sistema de Seguridad 
Humana”. 
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Quienes permanecemos atentos a la 
problemática de las corporaciones en 
México y procuramos seguir los debates 
técnicos, teóricos y políticos acerca del 
desarrollo de estas instituciones, 
observamos con cierto asombro (si no 
con cierto dejo de resignación) que en 
pleno siglo XXI, aún existen 
“comandantes” que pasan la charola a 
sus subordinados para tener derecho a 
batear en tal o cual sector de la ciudad, 
directivos que con una racionalidad 
oscurantista siguen considerando el 
estado de fuerza de su corporación como 
“información confidencial” (!), jefes de 
policía que descartan cualquier viso de 
participación comunitaria en los asuntos 
de la policía, considerando que los 
ciudadanos “no entienden de este tema 
reservado a los expertos” e incluso 
secretarios de seguridad que suponen 
que el problema de la violencia doméstica 
no es responsabilidad de la policía, pues 
si la mujer es maltratada puertas adentro 
de su casa, es un asunto “de naturaleza 
privada” (!). Son policías (instituciones y 
personas) protodemocráticas, que en un 
ambiente proclive a la gobernanza 
democrática, siguen pensando, hablando, 
ordenando, obedeciendo y actuando 
sistemáticamente en forma autoritaria. Se 
les ha descompuesto la brújula. 

 
En principio, pedirles a estas y 

aquellos policías que internalicen el 
accountability (responsabilización, en una 
muy deficiente traducción), en sus 
instituciones y códigos de conducta, es 
como pedirle peras al olmo. Transformar 
esto es una labor cultural que podría 
tomar muchos años y que no puede 
conseguirse de manera aislada en las 
Policías, pues se trata de erradicar una 
cultura de la transa y la simulación que 
permea en grandes porciones de la 
sociedad mexicana. Quien, a estas 
alturas, suponga que los problemas de 
inseguridad en México serán resueltos 
únicamente mediante soluciones 

policiales, está desinformado o 
confundido. La enfermedad crónica de la 
corrupción policial no es más que el 
síntoma de un padecimiento generalizado 
del cuerpo social. 

 
II. Diseño deficiente de las 

estrategias encaminadas a la 
profesionalización policial.  

 
Para atemperar la corrupción en las 

policías mexicanas, no basta con 
capacitar a sus integrantes, si por tal se 
entiende la transmisión de conocimientos 
y la construcción de capacidades o 
destrezas. Ese es un asunto de 
entrenamiento (adiestramiento).  

 
Cuando se hace referencia a la 

profesionalización, se quiere dar a 
entender la necesidad de convertir a las 
policías en agencias públicas 
profesionales, en el más amplio sentido 
posible: instituciones bien capacitadas, sí, 
pero sobre todo, bien adoctrinadas para 
comprender y llevar efectivamente a la 
práctica su mandato constitucional, sobre 
la base de ciertos valores éticos y 
jurídicos enmarcados también en la Carta 
Magna: legalidad, objetividad, economía, 
eficacia y eficiencia, profesionalismo, 
honradez, transparencia, lealtad, 
imparcialidad y respeto a los derechos 
humanos (V. arts. 21, 109 fracción III, 113 
y 134).  ¿Qué esperamos los ciudadanos 
cuando contratamos una empresa de 
seguros “profesional”, un hospital donde 
atiendan “profesionalmente” a nuestros 
hijos, una institución financiera que sea 
“profesional” en el manejo de nuestras 
inversiones o un abogado “profesional” 
que vele por nuestros intereses en un 
pleito o negociación? ¡Pues lo mismo que 
esperaríamos de la Policía!, es decir, que 
sea capaz de prestar el servicio que tiene 
encomendado, que pueda resolver 
nuestros problemas, que actúe con 
lealtad, que nos inspire confianza, que 
posea los conocimientos, herramientas, 
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habilidades técnicas y prácticas 
necesarias para cumplir con su trabajo, 
en fin: lo que tantas veces nos quedan a 
deber las Policías mexicanas. 

 
La profesionalización implica, por 

redundante que sea, lograr que un 
servicio profesional de carrera policial 
sencillo y sin enredos innecesarios, se 
cumpla efectivamente en todas sus 
etapas y procedimientos13 en todo el país, 
lo cual es un verdadero desafío 
considerando la heterogeneidad de las 
instituciones en tamaño, tareas y 
capacidades: no puede exigirse a la 
pequeña policía de un modesto municipio 
rural, cuyo estado de fuerza no sobrepasa 
los 10 o 15 elementos (con la mitad de 
ellos en servicio, pues la otra debe 
descansar en algún momento) que tenga 
un sofisticado consejo de honor y justicia 
y su propia comisión de carrera policial, 
además de academia, gimnasio, 
psicólogos de tiempo completo, 
nutriólogo, dormitorio, centro de 
comunicaciones, cómputo, control y 
comando (C4), unidades especializadas 
de reacción, unidad de inteligencia, etc.  
Como decimos en México, según el sapo 
es la pedrada y por eso es un error tratar 
igual a los desiguales: estructuras más 
robustas y procedimientos más 
elaborados para atender los 
requerimientos de las corporaciones más 
“pesadas” (la federal, algunas de las 
estatales y las policías metropolitanas de 
las grandes concentración urbanas, por 
ejemplo); y en cambio, modelos muy 
básicos, “ligeros”, para las pequeñas 
policías locales, a fin de evitar 
disfunciones weberianas (cuando la 
burocracia, que debía ser un medio, se 
vuelve un fin en sí mismo). 

 

                                                
13

 Planeación, reclutamiento, selección, ingreso, 
formación, certificación, evaluación para la 
permanencia, promoción y reconocimiento y 
separación o baja del servicio.  

No se trata, además, de un asunto 
solamente relativo a las personas, sino 
también de las estructuras y las políticas y 
procedimientos de cada institución, que 
deben converger hacia el mismo objetivo 
de la profesionalización y que debería 
responder a un modelo de servicios y 
responsabilidades escalonadas: definir 
qué tipo de tareas le competen y qué 
requerimientos básicos necesita una 
policía que sirve a una población menor a 
50,000 habitantes, por ejemplo (o cuyo 
estado de fuerza es significativamente 
reducido), definir después los servicios, 
responsabilidades y requerimientos 
mínimos de las policías que atienden 
poblaciones medianas o con estados de 
fuerza intermedios (50 mil a un millón de 
habitantes / hasta 1000 elementos 
operativos) e identificar por último qué 
debería hacer y con qué tipo de recursos, 
una policía metropolitana de grandes 
dimensiones o la propia policía federal.  

 
El sistema circulatorio del cuerpo 

humano –un fino diseño de ingeniería 
hidráulica formado durante miles de años 
de evolución– utiliza ínfimos, pero 
eficientes vasos para irrigar la punta de 
nuestras falanges, los párpados y globos 
oculares, pero son gruesos tubos en 
cambio los que alimentan y extraen la 
sangre del corazón o la conducen a 
donde se requiere mayor volumen. Poner 
la arteria aorta en el párpado o la vena 
digital junto al corazón, gangrena la 
seguridad de los mexicanos. La idea de 
un mando único policial, si implica la 
supresión de las policías locales, es un 
error por esa misma causa. 

 
 
III. Desarticulación e inidoneidad de 

los modelos empleados para hacer frente 
al problema con un enfoque de 
especialidad.  

 
Existe alguna literatura (reciente en 

América latina, como lo han sido los 
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procesos de reforma policial 
democrática), aunque creciente, sobre la 
evaluación del desempeño policial y los 
controles que la policía requiere para 
sincronizarse con los esfuerzos de 
democratización de las sociedades. 
Frühling y Mohor (2006), por ejemplo, 
sugieren enfocar las estrategias de 
solución según se orienten al recurso 
humano (políticas de reclutamiento, 
formación ética y responsabilización) o 
bien al control institucional (internos y 
externos, de carácter preventivo o 
punitivo).  

 
Aunque esta ponencia no pretende 

mostrar todas las variedades posibles de 
control sobre la policía, se citan algunos 
de ellos únicamente con fines ilustrativos; 
por ejemplo: controles endógenos 
(unidades de asuntos internos, 
supervisión al interior de la cadena de 
mando y contralorías gubernamentales, 
etc.14) y exógenos (públicos desde el 
mismo gobierno, los parlamentos, el 
poder judicial u otros organismos de 
Estado, como el ombudsman, los 
institutos de información pública o las 
entidades de fiscalización superior; o bien 
privados, desde la prensa o la sociedad 
civil organizada en observatorios de 
seguridad, auditores ciudadanos, etc.), o 
bien modelos híbridos de control público-
privado; controles ascendentes y 
descendentes; preventivos y correctivos; 
coactivos y no vinculantes; enfocados al 
desempeño institucional o bien a 
conductas individuales o grupales más 
específicas, en fin.15 

                                                
14

 Ejemplo de estas estructuras internas es la 
“Inspectoría General” de la Comisión Nacional de 
Seguridad, cuya creación fue anunciada por el Dr. 
Manuel Mondragón y Kalb apenas este 5 de 
noviembre de 2013, en el marco de la presentación 
del primer informe anual de labores del 
Comisionado. 

15
 En el Congreso del Estado de Querétaro, 

se ha presentado una iniciativa de Ley que plantea 
como posibilidad, la existencia de un auditor civil 
independiente de la Policía, que funcionaría como 
una instancia privada encargada de ejercer una 

Es cierto que, desde hace tiempo, los 
esfuerzos para solucionar los problemas 
de corrupción policial han México han 
dejado de partir de la improvisación, pero 
no siempre ni en todas las corporaciones. 
Comienzan a observarse iniciativas 
encomiables a favor de la rendición de 
cuentas en algunas policías, ambiciosas 
en algunos casos al grado de involucrar la 
participación de ciudadanos y grupos 
civiles independientes, pero también es 
cierto que en muchas otras persiste el 
amateurismo, la ausencia de políticas y 
sobre todo, la falta de visión, capacidad y 
compromiso para llevar adelante una 
gestión profesional de la institución 
policial, lo que se traduce en diversas 
formas de corrupción, a veces toleradas y 
aún encabezadas por los mandos y 
líderes políticos de las corporaciones, que 
las convierten en auténticas mafias 
cleptocráticas. 

 
Se enumeran enseguida (no 

necesariamente en orden de prelación por 

                                                                    
cierta forma de contraloría social especializada en 
las corporaciones locales. Dice la exposición de 
motivos del proyecto que: “La auditoría es 
concebida como un organismo ciudadano que no 
reemplaza, duplica ni pretende suplantar al 
Consejo de Honor y Justicia de cada corporación, 
ni a la Secretaría de la Contraloría u órganos 
internos de control de los municipios, ni las 
atribuciones de la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos o de la Entidad Superior de Fiscalización, 
ni mucho menos a los jueces penales que conocen 
de conductas posiblemente delictuosas cometidas 
por policías, sino por el contrario, el Auditor 
coadyuvaría a que todas las instituciones que 
intervienen directa o indirectamente en el proceso 
de evaluación de la policía –incluso el control 
político que legítimamente debe ser ejercido desde 
la Legislatura– pueda fortalecerse paulatinamente 
a partir de un referente técnicamente 
especializado, apartidista y dotado de fuerza moral. 
En específico, la función del auditor es examinar y 
valorar los procesos disciplinarios y de gestión de 
la Policía, elaborar estudios e informes 
especializados que deberán ser públicos, así como 
emitir recomendaciones técnicas a las autoridades 
políticas, a efecto de trasparentar la administración 
policial y mejorar sus desempeño, incrementando 
con ello la legitimidad social de la Policía”. 
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su importancia, ni mucho menos de 
manera exhaustiva) algunos de los 
problemas que en opinión del ponente 
explican la ineficiencia de las estrategias 
de solución a estos problemas de 
corrupción: 

 

¶ Muchas pequeñas policías no 
soportan el “peso” que implica 
operar una oficina profesional de 
asuntos internos, en términos de 
contar con personal calificado, 
multidisciplinario y confiable para 
cumplir esta tarea. Cuando se 
crean pequeños departamentos de 
asuntos internos en pequeñas 
policías, suelen generarse 
ambientes de camaradería y 
fuertes posibilidades de 
complicidad entre los policías y 
quienes los supervisan. 

 

¶ En ausencia de oficinas 
especializadas de asuntos 
internos, cuando se confía la 
supervisión de la actuación policial 
a contralorías administrativas, el 
personal a cargo de estas 
funciones (que investiga 
simultáneamente irregularidades 
en la ejecución de la obra pública 
o deficiencias en los controles 
contables de la institución 
fiscalizada, por ejemplo), 
difícilmente comprende la 
naturaleza peculiar del trabajo 
policial, que es evaluado como si 
se trata de la conducta de un 
inspector sanitario, de una 
asistente ejecutiva o del director 
de ecología del municipio, por 
ejemplo. La evaluación del trabajo 
policial exige que los supervisores 
–aunque no sean policías– estén 
familiarizados con el tipo de tareas 
que llevan a cabo los oficiales, las 
dificultades que enfrentan en el 
terreno de operaciones, los 
códigos formales e informales de 

comunicación y los valores que 
rigen al interior de la corporación, 
la terminología y la normatividad 
policial especializada, los horarios 
a que está sujeto el personal 
operativo (generalmente distinto y 
más exigente al de la burocracia 
regular), las precarias condiciones 
salariales y de seguridad social 
que padecen los policías 
mexicanos, en fin. 

 

¶ Intromisión o injerencia de los 
líderes políticos en la investigación 
de los casos disciplinarios, ya para 
instruir persecuciones por 
consigna, como castigo, o bien 
para solapar conductas indebidas, 
lo cual implica desde luego que el 
líder en cuestión no solamente 
carece de intenciones para 
profesionalizar a la Policía, sino 
que es cómplice de la corrupción. 
Las propuestas que plantean la 
conversión de las actuales 
Procuradurías de Justicia en 
fiscalías dotadas de autonomía 
constitucional, o bien las que –
como en el caso del Procurador 
General de la República– plantean 
la ratificación de este funcionario 
por los representantes populares o 
su designación legislativa, se 
enmarcan precisamente en esta 
lógica de colocar a la procuración 
de justicia y a la investigación 
policial del delito, lejos de la 
manipulación política. 

 

¶ Débiles capacidades estadísticas. 
Falta de bases de datos confiables 
(sistemáticas, objetivas, estables 
en términos de continuidad 
histórica, etc.) sobre el 
procesamiento y resultados de los 
casos de investigación de mala 
conducta policial, cuyas 
conclusiones en términos 
impersonales, puedan ser dadas a 
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conocer a la ciudadanía. Incluso 
cuando se cuenta con estas bases 
de datos, pueden advertirse 
sesgos por el procesamiento de 
categorías ambiguas o demasiado 
amplias, como el “número de 
quejas recibidas por abuso 
policial”, que implicaría definir si 
cabe en este “abuso policial” 
desde una detención arbitraria de 
tránsito que causa molestias a un 
ciudadano, hasta un acto de 
franca tortura. Si se admite que las 
capacidades estadísticas son aún 
limitadas en México para evaluar 
la incidencia del fenómeno 
delictivo, la percepción de la 
inseguridad, la eficiencia del gasto 
en seguridad, etc., es indudable 
que esas capacidades muestran 
todavía mayores limitaciones a la 
hora de “medir” la corrupción 
policial y las acciones para 
contrarrestarla; y es bien sabido 
que no se puede mejorar aquello 
que no se mide, pues se carece 
de una línea base de 
comparación. 

 

¶ Obstáculos para promover quejas 
o denuncias sobre mala conducta 
policial. En muchas legislaciones, 
hasta la fecha, siguen 
considerándose inadmisibles las 
quejas anónimas. ¿Cuántos 
ciudadanos estarían dispuestos a 
colocar su nombre y dirección en 
una queja contra el policía 
municipal que en su colonia, 
brinda protección a la tiendita de la 
esquina, donde se practica la trata 
de personas y se venden drogas y 
alcohol clandestino? En otras 
ocasiones, se exige un formulario 
escrito y firmado, descartando las 
quejas a través de internet u otros 
medios; se desdeña el inicio 
oficioso de procedimientos y se 
obliga a los denunciantes a 

comparecer personalmente para 
ratificar su queja. Es necesario 
acercar al público todas las 
facilidades necesarias para que 
los posibles agraviados 
promuevan quejas y conozcan el 
resultado del procedimiento, en 
vez de inhibir la participación del 
público y ocultar la información 
sobre los procesos disciplinarios. 
En algún congreso de funcionarios 
policiales, un colega aconsejaba 
con humor negro a sus 
homólogos: “si quieres que 
disminuyan las quejas en contra 
de tu corporación, elimina la 
oficina de recepción de quejas y… 
listo.” 

 

¶ Oscurantismo. Falta de 
disposición para dar a conocer los 
resultados de los casos 
disciplinarios tramitados y para 
involucrar a los ciudadanos como 
testigos o visores de las oficinas y 
mecanismos encargados de 
desempeñar las funciones de 
control. 

 

¶ Tradición y experiencia 
institucional insuficientes por parte 
de las instituciones políticas 
representativas (congresos y 
ayuntamientos), para llamar a 
cuentas a los responsables de 
dirigir a las corporaciones y para 
evaluar los resultados de los 
programas, operativos e 
inversiones presupuestarias en 
seguridad.16 

                                                
16

 El Informe Parlamentario Mundial 2012 
elaborado por el Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo, en conjunto con la Unión 
Interparlamentaria, reconoce que: “Con frecuencia, 
los parlamentos son el chivo expiatorio del poder 
ejecutivo y el blanco de la ira de los medios cuando 
sobrevienen los fracasos gubernamentales. Pero 
estos parlamentos tampoco se ayudan a sí 
mismos, ya que con frecuencia callan ante algunos 
de los problemas más importantes de estas 
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Complementaría este rubro 
citando las debilidades del 
periodismo inexperto para 
comprender, investigar y “cubrir la 
nota” sobre asuntos de seguridad, 
que muchas veces se traduce en 
noticias plagadas de clichés, 
especulaciones ligeras, “refritos” 
de otras repeticiones, notas por 
consigna, etc., no sin reconocer 
que existen también periodistas 
muy serios en este campo y un 
sensible problema de 
vulnerabilidad para quienes 
ejercen el periodismo de denuncia 
en materia de seguridad en 
muchas regiones de México, no 
obstante la reciente expedición, 
durante el sexenio calderonista, de 
la Ley de Protección de Personas 
Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas.17 Los 
esfuerzos en el combate a la 
corrupción policial, se verán 
positivamente retribuidos y 
multiplicados en la medida en que 
la sociedad mexicana cuente con 
periódicos y periodistas libres, 
independientes, críticos, bien 
capacitados, seguros en el 
ejercicio de su función social y 
protegidos cabalmente por la Ley. 

 

¶ Ausencia de criterios para priorizar 
el nivel de urgencia, pertinencia o 
rapidez de las investigaciones 
disciplinarias, de tal manera que 
las oficinas de asuntos internos 
deben instaurar un procedimiento 

                                                                    
sociedades, como son el desempleo o la 
corrupción”. La participación activa de los 
Congresos en la supervisión del desempeño 
policial, suele activarse ante incidentes 
escandalosos, propiciando incluso la formación de 
comités o comisiones especiales de investigación; 
en muchos casos pasa a segundo plano el examen 
parlamentario sobre el empleo eficiente de los 
presupuestos en seguridad, por ejemplo. 
17

 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
25 de junio de 2012. 

disciplinario lo mismo para el 
sencillo policía intramuros que 
vigila la Presidencia Municipal y 
que fue grosero con un 
transeúnte, que para el policía de 
la unidad de élite que altera 
evidencia para encubrir 
operaciones criminales de su jefe 
al mando. En nuestra opinión, 
también en esta materia deben 
incorporarse “criterios de 
oportunidad”, tal como se plantea 
en el modelo de investigación y 
enjuiciamiento penal acusatorio, a 
fin de evitar la saturación del 
sistema disciplinario, que termina 
por causarle una especie de 
“trombosis” (recurriendo 
nuevamente a la terminología 
médica). 

 

¶ Discrecionalidad en los criterios 
técnicos para cursar y resolver las 
investigaciones sobre mala 
conducta policial, que pueden 
prologarse por mucho tiempo, 
archivarse a capricho de cierto 
funcionario o descartar 
arbitrariamente (o tomar como 
determinantes) ciertos tipos de 
pruebas poco convencionales, 
como las pruebas de control de 
confianza, cuyas metodologías de 
aplicación en México se guardan 
con mayor celo que la ubicación 
del Santo Grial. 

 

¶ Concepción del sistema 
disciplinario, como una 
“maquinaria” reactiva destinada 
solamente a castigar a los “malos 
elementos”. Las oficinas de 
asuntos internos y los consejos de 
honor y justicia o sus equivalentes, 
deben fungir como catalizadores 
del autoaprendizaje institucional, 
extrayendo de los casos 
disciplinarios las lecciones, alertas 
y recomendaciones más 
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oportunas para reorientar políticas 
y procedimientos institucionales, 
colmar lagunas normativas, 
rectificar lineamientos de 
actuación operativa, cubrir o 
fortalecer ciertos aspectos de la 
capacitación del personal o su 
acompañamiento psicológico, etc. 
Debe migrarse de una concepción 
represiva de la disciplina policial, a 
un enfoque preventivo y 
correctivo. 

 

¶ Concentración de las facultades 
de admisión y procesamiento de 
las quejas contra la policía o de 
las decisiones que recaen a las 
investigaciones, en una sola 
persona o en un grupo reducido 
de funcionarios cuyas actuaciones 
no están sujetas el escrutinio de 
otras instancias, por lo que 
pueden actuar arbitrariamente.  

 

Es recomendable, según 

nuestra experiencia, depositar 

estas actividades (cuando menos 

las decisorias clave) en órganos 

colegiados donde participen 

funcionarios administrativos, 

personal operativo y de ser 

posible, ciudadanos con perfil 

adecuado para intervenir en estos 

procedimientos de una manera 

responsable. La integración y el 

funcionamiento de estos colegios, 

otra vez, deben adaptarse 

racionalmente al estado de fuerza 

y características de cada 

corporación.18 

                                                
18

 El artículo 105 de la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, aplicable a 
todas las instituciones policiales y de procuración 
de justicia del país, las obliga a constituir 
comisiones del servicio profesional de carrera 
policial y de honor y justicia, o equivalentes, en las 
que participen, “en su caso” y “cuando menos” (?) 
representantes de las unidades operativas de 
investigación, prevención y reacción de las 
instituciones policiales, o representantes de los 

 

¶ Deficiencias normativas para 

justipreciar la actuación policial 

operativa.- Aunque esta 

circunstancia tiende a minimizarse 

en algunas corporaciones, tanto 

de policía preventiva como en 

agencias de investigación del 

delito, subsiste en muchos casos 

la ausencia de normas jurídicas 

específicas que guíen la actuación 

policial y permitan, en casos 

controvertidos, disponer de tales 

normas como estándares claros 

para evaluar y sancionar, en su 

caso, la conducta de los agentes 

sobre una base objetiva, pública, 

cierta y justa. Es cierto que la 

Constitución y las leyes 

secundarias establecen ciertos 

principios de actuación, digamos, 

una axiología policial formal, 

integrada por los valores de 

                                                                    
policías ministeriales, en el caso de las 
Procuradurías, comisiones que estarán 
responsabilizadas de conocer y resolver las 
controversias que se suscite con relación a los 
procedimientos de la carrera policial y el régimen 
disciplinario. En la Policía Estatal de Querétaro, 
acorde con su Reglamento Interior publicado 
oficialmente el 25 de mayo de 2007 y reformado el 
1 de febrero de 2008, el Consejo de Honor y 
Justicia incluye a dos vocales ciudadanos 
nombrados por el titular del Poder Ejecutivo, para 
cuya designación deberá considerarse su 
trayectoria individual, la representatividad que 
ejerzan de instituciones u organismos de la 
sociedad civil, su probidad personal, su 
reconocimiento público y sus aptitudes técnicas o 
profesionales. Otro dato, al parecer excepcional en 
el país, distingue a este Consejo por el hecho de 
que los vocales policiales, son electos 
democráticamente por el personal operativo de la 
corporación, mediante el voto libre y secreto de los 
policías, incentivando que los justiciables ante el 
Consejo se sepan legítimamente representados al 
seno del órgano disciplinario; las normas 
reglamentaria incorporan condiciones y 
restricciones para evitar que asuman esa 
representación, policías sin experiencia o sujetos a 
investigaciones por faltas disciplinarias. (V. Rosas, 
2009). 
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legalidad, objetividad, 

profesionalismo, honradez, 

transparencia, lealtad, integridad, 

etc. Lo problemático es que esos 

mandatos constituyen principios 

normativos y no reglas jurídicas, 

utilizando el debate entre R. 

Dworkin y H. L. Hart; y en 

numerosos casos prácticos de 

actuación policial controvertida, 

tales principios resultan difusos 

para tomar una decisión 

disciplinaria. Por ello somos 

partidarios de que cada 

corporación desarrolle sus propios 

protocolos de actuación, 

procedimientos estandarizados, 

guías, lineamientos operativos, 

estándares o directrices, llámense 

como se prefiera, para normar 

aspectos tan variados como el uso 

legítimo de la fuerza pública, la 

redacción de informes policiales, 

el ingreso en propiedad privada, la 

portación de uniformes y divisas, 

el uso de dispositivos tecnológicos 

al servicio de la seguridad pública, 

el manejo de evidencia bajo 

cadena de custodia, la protección 

a testigos, el empleo de 

informantes y un amplísimo 

catálogo de temas.  
 
La ausencia de tales 

protocolos ha propiciado en 
nuestra opinión, en buena medida, 
incidentes de mala conducta 
policial que han generado gran 
resonancia social, como los casos 
“Paulette”, “Atenco”, “News Divine” 
y “Florence Cassez”, o bien 
prácticas aberrantes, desde el uso 
de “médiums” (como Francisca 
Zetina, La Paca, consultada por el 
fiscal Pablo Chapa Bezanilla en 
las indagatorias de la finca El 
Encanto, en 1996), hasta el uso de 
la llamada ouija del diablo: el 

“dispositivo molecular GT-200”, 
una moderna y misteriosa 
horquilla de zahorí, de 
procedencia británica, con la que 
se ha detenido y procesado 
injustamente a muchos 
ciudadanos. 

 
 
 
Conclusiones  
 
En la mitología griega, la Hidra es 

una monstruosa serpiente lacustre de 
varias cabezas y aliento venenoso, que 
custodia el acceso al inframundo. La 
literatura recurre constantemente a ella 
como una alegoría que evoca males de 
difícil erradicación,  dada la capacidad 
que tenía para regenerarse cuando, 
cercenada alguna de sus cabezas, le 
brotaban dos de la misma herida. 

 
Parece suceder lo mismo con la 

corrupción en la policía. Apenas se 
sorprende y destituye a un funcionario 
corrupto, al poco rato aparecen dos, pero 
ya designados como los nuevos jefes 
encargados de purificar a la corporación. 
Declaraciones, acuerdos y manifiestos se 
repiten (Cruzada Nacional contra el 
Crimen de Ernesto Zedillo, Acuerdo 
Nacional para un México Seguro de 
Vicente Fox, Acuerdo Nacional por la 
Seguridad, la Justicia y la Seguridad de 
Felipe Calderón…), se convoca  a la 
marcha ciudadana (México Unido contra 
la Delincuencia en 1997, Marcha del 
Silencio contra la inseguridad y el 
secuestro en 2004, Iluminemos México en 
2008, Movimiento por la Paz con Justicia 
y Dignidad encabezado por Javier Sicilia, 
en 2011…), modelos de policía y visiones 
de seguridad van y vienen (mando único, 
policías de proximidad, policías 
metropolitanas, tolerancia cero 
giullianiesca modelos “ecológicos”, 
prevención social del delito y las 
violencias…), los títulos de las estructuras 
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se reinventan (Agencia Federal de 
Investigaciones, Policía Ministerial, 
Secretaría de Seguridad Pública, Policía 
Federal Preventiva, Policía Federal “a 
secas”, ahora Comisión Nacional de 
Seguridad, mañana Gendarmería 
Nacional…), o como dice el maestro 
Serrat,  las reformas nunca se acaban. Y 
cuando uno despierta, en muchos casos, 
la corrupción sigue ahí, incólume. 

 
En los días recientes, ciudadanos 

enardecidos de dos regiones muy 
distintas en el país han prendido fuego a 
instalaciones gubernamentales, en 
demanda de seguridad y justicia. Un 
jerarca de la iglesia católica advierte 
situación de estado fallido en tierras 
michoacanas, donde no hace mucho se 
han ejecutado alcaldes y un diputado ha 
sido muerto a machetazos. La presidenta 
municipal de Matamoros declara un virtual 
toque de queda ante el embate del crimen 
organizado (y recibe un pronto correctivo 
de Gobernación). Apenas ayer, el ex 
presidente Ernesto Zedillo declara ante 
los directivos de Banorte que la mayor 
urgencia del país es la reforma radical del 
Poder Judicial, pues la condición del 
Estado de Derecho en México “deja 
mucho que desear”. Es imperativo, 
realmente, combatir la corrupción: 
especialmente la de las Policías. 
Esperemos que la reciente celebración 
del Primer Congreso Internacional de 
Asuntos Internos, convocado por la 
Comisión Nacional de Seguridad y 
celebrado en Los Cabos, a finales del 
mes pasado, haya servido como punto de 
reflexión para cobrar conciencia de esto. 
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1.4 MESA DE ENFOQUE: 
“MECANISMOS DE DEMOCRACIA 
SEMIDIRECTA COMO ESTRATEGIA DE 
LA GOBERNANZA PARA COMBATIR 
LA CORRUPCIÓN EN LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA” 

 
ALFREDO SAINEZ ARAIZA* 

 

ñLa corrupci·n es un vicio de los 

hombres, no de los tiempos.ò SÉNECA 
 

 
Introducción 
 
En el devenir histórico, los conceptos y 
las categorías políticas han cambiado su 
significado. Más aún, por el texto, 
contexto e intencionalidad de los autores 
que los escriben y de quién o quiénes 
interpretan las connotaciones. Las 
palabras de corrupción, gobernanza y 
democracia, no son la excepción. Por 
ejemplo, desde la perspectiva 
etimológica,  la “corrupción” significa 
alteración, es decir, modificación o 
descomposición de algo ya existente; la 
“gobernanza” es una traducción del 
término governance que denota “la 
capacidad o aptitud para realizar fines 
públicos, actuando en el contexto social 
sobre varios subsistemas sociales 
interrelacionados (…)” y la palabra 
democracia, que para  Norberto Bobbio 
(2003: 401), distingue: “Entre la 
democracia de los antiguos y la de los 
modernos (…) resaltan dos diferencias, 
una analítica y otra axiológica (…) por 
democracia los antiguos entendían la 
democracia directa; los modernos, la 
representativa. Cuando nosotros 
hablamos de democracia, la primera 

                                                
*
 Politólogo titulado egresado de la Facultad de Ciencias 

Políticas y Sociales  de la UNAM. Catedrático de la 

Universidad de Guanajuato y Coordinador de 

Investigación y Desarrollo Legislativo del IIL del 

Congreso del Estado de Guanajuato. 

imagen que se nos viene a la cabeza es 
el día de las elecciones (…)”. En este 
tenor, se realiza un análisis de la palabra 
corrupción, de sus ámbitos de aplicación, 
particularmente del  ámbito público, la 
percepción de la corrupción sobre 
diversas instituciones, los factores que 
fomentan la corrupción, 
fundamentalmente, socio-culturales o 
externos al individuo como los factores  
políticos, económicos, administrativos y 
sociales; así como la definición de la 
gobernanza, en especial de la 
participación social, sin menoscabo, del 
gobierno y el capital privado. 

La ponencia “Mecanismos de 
democracia semidirecta como estrategia 
de la gobernanza para combatir la 
corrupción en la administración pública”, 
comprende una serie reflexiones sobre 
factores que fomentan la corrupción, la 
percepción ciudadana y propuestas que 
se deben implementar para combatir la 
corrupción desde la gobernanza, 
particularmente, y desde la participación 
social, es decir, a partir de la deliberación 
de los ciudadanos en los asuntos públicos 
del Estado mexicano, a través del acceso 
a la información pública, mecanismos de 
participación ciudadana –propios de la 
democracia directa o semidirecta– y 
reducción de la brecha digital.    

 
1 Corrupción y ámbitos de 

aplicación  
 

1.1 Definición de corrupción 
 

De acuerdo con el Diccionario de la Real 
Academia Española (DRAE), la palabra 
corrupción proviene del latín corruptǯo, -
Ǿnis, que significa alteración, es decir, 
modificación o descomposición de algo ya 
existente. Desde la perspectiva 
etimológica, cuando una función es 
alterada de su cauce normal hay 
corrupción, por tanto, existe corrupción en 
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aquellos actos que se realizan de manera 
indebida y fuera de la norma. 

 Al respecto, Yves Meny –citado 
por Thierry Jean-Pierre (1997: 66) – 
define a la corrupción “como un 
intercambio clandestino que permite 
obtener una ventaja ilícita”. 

 Por su parte, Francisco J. Laporta 
(1997:27), presenta una ecuación básica 
de la corrupción: 

Corrupción = Monopolio de la 
decisión pública más Discrecionalidad de 
la decisión pública menos 
Responsabilidad (en el sentido de 
obligación de dar cuentas) por la decisión 
pública. 

Tomando como referencia esta 
ecuación, Laporta (1997:27), advierte que 
cuando la corrupción se encuentra en un 
campo fértil u hostil: “la corrupción 
encuentra su terreno mejor abonado 
cuando las decisiones públicas se toman 
en régimen de práctico monopolio 
(personal u organizacional), con amplias 
facultades discrecionales y sin criterios 
acotados de decisión, y sin mecanismos 
que obliguen a la rendición de cuentas. 
Por el contrario, cuando el agente decisor 
es plural o el poder es consensuado, los 
criterios de decisión objetivos y tasados, y 
la fiscalización y rendición de cuentas 
muy estricta, la corrupción se halla en un 
medio ambiente mucho más hostil.” 

En su primera acepción, el DRAE,  
define a la corrupción como la “acción y 
efecto de corromper”; es decir, 
“corromper” expresa la acción de  
“sobornar a alguien con dádivas o de otra 
manera.” Asimismo, señala que la 
corrupción es propia de “las 
organizaciones, especialmente en las 
públicas, práctica consistente en la 
utilización de las funciones y medios de 
aquellas en provecho, económico o de 
otra índole, de sus gestores.” 1 En este 

                                                
1 Diccionario de la Lengua Española (DRAE),  edición 

actual ðla 22.ª, publicada en 2001ð , véase 

http://lema.rae.es/drae/?val=corrupci%C3%B3n 

(Consulta realizada el 4 de noviembre de 2013). 

tenor, se puede observar que la 
corrupción no es exclusiva del ámbito 
público, sino puede manifestarse en las 
organizaciones privadas o de 
participación social. Al respecto, 
Francisco J. Laporta (1997: 21-22), 
apunta que la corrupción en la esfera 
pública se da “porque es en esa esfera 
donde la corrupción estrictamente política 
tiene lugar, pero ello no debe inducir a 
pensar que en la esfera privada no haya 
corrupción.” Incluso Laporta ofrece 
supuestos y enumera varios tipos de 
corrupción como: soborno, extorción, 
arreglos, alteraciones fraudulentas del 
mercado, malversaciones y fraudes, 
especulación financiera con fondos 
públicos, parcialidad, colusión privada y 
uso de información privilegiada. 

Sin embargo, en este ensayo 
aludimos solo a la corrupción que se tiene 
en el ámbito público y a la percepción que 
la ciudadanía mexicana tiene sobre 
diversas instituciones. 

 
1.2 La corrupción en el ámbito 

público 
 

La corrupción pública tiene dos actores 
principales, los políticos y los funcionarios 
públicos, los cuales respectivamente, a 
decir de Óscar Diego Bautista (2009: 28 y 
30) establecen dos ámbitos de 
corrupción: a) el político y b) el 
administrativo. 

a) La corrupción política: se manifiesta 
cuando los políticos “se aseguran una 
fortuna privada desviando fondos de las 
arcas públicas, extorsionando a individuos 
y a empresas, favoreciendo intereses de 
grupo, aceptando sobornos para realizar 
operaciones ilícitas o agilizar las lícitas, 
repartiendo cargos entre amigos y 
familiares o comprando votos en las 
elecciones (…)”, y 

b) La corrupción administrativa: se produce 
en las instancias de la administración 
pública cuando existe “abuso en los 

http://lema.rae.es/drae/?val=corrupci%C3%B3n
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deberes del funcionario público para 
obtener beneficios propios.”   

 
1.3 Percepción de la corrupción 

sobre diversas instituciones 
 
De acuerdo con el informe del Barómetro 
Global de la Corrupción 2013 de la 
organización Transparencia Internacional, 
quién aplicó una encuesta realizada a 114 
mil 270 personas en 107 países, México 
se ubica en la posición 105 a diciembre 
del año pasado; es decir, el problema de 
corrupción en la percepción de la gente 
se agravó. En este sentido, las 
instituciones percibidas con más 
corrupción en nuestro país aparecen en el 
siguiente cuadro. 

 
Cuadro I. Instituciones percibidas 
con más corrupción en México 

 
Lugar Instituciones % 

1 Policía 73 

2 Partidos Políticos 72 

3 Funcionarios 
públicos 

67 

4 Poder Judicial 58 

5 Poder Legislativo 57 

6 Medios de 
comunicación 

32 

 
7 

Sector privado y 
empresas 

29 

8 Organizaciones 
religiosas 

24 

9 Ejército 24 

10 Sistema educativo 23 

11 Organizaciones de 
la sociedad civil 

22 

12 Sector salud 22 

 
En el ámbito público las instituciones 

percibidas con más corrupción en México2 
son: La Policía, seguido de  los partidos 
políticos, los funcionarios públicos, el 

                                                
2 Véase http://www.tm.org.mx/presentan-

barometro-global-de-la-corrupcion-2013/ (Consulta 

realizada el 3 de noviembre de 2013) 

Poder Judicial y el Poder Legislativo, 
fundamentalmente. A grado tal, que 
nuestro país se encuentra por encima del 
promedio en partidos políticos, policías, 
servicio público y congresos. 

En el contexto internacional, 
particularmente en el continente 
americano, el problema de la corrupción 
en el sector público es visto como grave, 
México y Paraguay, son los países que 
califican con mayor gravedad este tópico. 
En una escala del 1 al 5, los mexicanos 
encuestados expresaron una calificación 
de 4.7, en donde 1 significa que la 
corrupción no es un problema en nuestro 
país y 5 significa un problema muy grave. 
Pero, ¿cuáles son los factores que han 
fomentado la corrupción en México? 

 
2 Factores que fomentan la corrupción: 

Socio-culturales o externos al 
individuo 

 
Desde la perspectiva teórica,  Óscar 
Diego Bautista (2009: 31-63), refiere que 
existen tres tipos de factores que 
fomentan la corrupción: Los socio-
culturales o externos al individuo; los 
internos o estados afectivos en el 
individuo3 y la dinámica perversa o círculo 
vicioso entre los factores externos e 
internos 4.  

                                                
3 Los factores internos o estados afectivos en el 

individuo se refieren a la falta de compresión y madurez 

de juicio para llegar a la excelencia humana,  lo que 

permite actuar en torno al bien del semejante; además, la 

ignorancia es considerada como la madre de todas las 

pasiones humanas.  Fruto de esta ignorancia son: la 

codicia (deseo excesivo por apropiarse de algo); la 

avaricia (afán desordenado de poseer riquezas para 

atesorarlas); el anhelo de poder (con el afán de 

conseguirlo algunas personas caen en la tentación de 

omitir los principios éticos, burlando las reglas del juego 

político) y el vacío existencial (Cuando este invade a los 

servidores públicos impide de que exista en ellos un 

espíritu de servicio). 

 
4 La dinámica perversa o círculo vicioso entre los 

factores externos e internos fomentan la corrupción. Las 

causas externas comienzan en la universalidad, en el 

ambiente, en la práctica diaria y desde allí se acercan al 

individuo estableciendo una relación dialéctica. En 

http://www.tm.org.mx/presentan-barometro-global-de-la-corrupcion-2013/
http://www.tm.org.mx/presentan-barometro-global-de-la-corrupcion-2013/
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No obstante, en este trabajo se 
mencionan solo los factores socio-
culturales o externos al individuo que 
fomentan la corrupción en el ámbito 
público describiendo su naturaleza 
política, económica, administrativa y 
social, sin soslayar la entremezcla. 

. 
2.1 Factores  políticos: aquellos 
elementos que se relacionan 
directamente con el ejercicio del poder 
público contribuyendo a la realización de 
prácticas indebidas, entre los que 
destacan:  
 

a) El resurgimiento de las 
oligarquías como forma de gobierno 
acompañada de la ideología neoliberal: 
Una oligarquía es un sistema político 
dirigido por un grupo de hombres 
pertenecientes a una elite económica, 
caracterizados por ser los más ricos y su 
interés desmedido por las riquezas, los 
sistemas oligárquicos son los actuales 
gobiernos neoliberales, en los que se 
valora el individualismo, el dinero, la 
competitividad y las posesiones 
materiales a costa del incremento de la 
pobreza en el resto de la población. 

b) Ausencia de un perfil definido 
para los cargos públicos por elección: 
Los cargos del Estado no deben ser para 
cualquiera sino para los más aptos, los 
más leales a la constitución, los más 
capaces de practicar la justica, para 
aquellos que verdaderamente tienen 
vocación al servicio. En la actualidad, no 
necesariamente los más capaces o los 
más comprometidos son los que ocupan 
los cargos públicos. 

c) La debilidad o ausencia de 
valores éticos en al ámbito público: la 
falta tanto de lineamientos como de 
valores son los que otorgan un campo 
fértil para el desarrollo de la corrupción, 

                                                                    
cambio, las causas internas parten del sujeto, de sus 

estructuras psicológicas, de sus inclinaciones y 

convicciones. 

 

en la administración pública hay 
individuos que viven para ella y otros más 
números que viven de ella. 

d) Corrientes de pensamiento que 
fomentan la corrupción: 
Funcionalistas: quienes afirman que 
existe para agilizar los procesos, el 
corrupto es considerado un “experto en 
atajos”. Moralistas: consideran que la 
corrupción es algo patológico, siendo un 
obstáculo para el desarrollo económico y 
una amenaza política. 

e) Lealtad, interés y pertenencia a 
un partido: Cuando se llega a ocupar un 
cargo público mediante formas 
deshonestas como el nepotismo 
(endeudamiento de favores). 

f) Sentido patrimonialista de los 
recursos públicos: Algunos servidores 
públicos toman y derrochan el patrimonio 
del Estado como si fuera de su propiedad, 
comenzando desde lo más mínimo (lápiz, 
plumas), hasta pasar algo más costoso. 

 
2.1. 2.2 Factores económicos: Aquellos que 

fomentan la corrupción en la economía, 
entre los que se matizan:  

2.2.  
a) El espíritu capitalista: Se refiere 

a mentalidad o actitud que aspira 
sistemática y profesional al lucro; 

b) Los principios de la empresa 
privada aplicados al ámbito de lo 
público: La administración  pública y 
privada buscan fines diferentes, la 
administración privada pretende obtener 
ganancias, la administración pública tiene 
por objetivo abarcar aspectos sociales y 
de servicios. 

La idea de aplicar herramientas 
privadas al sector público se incorpora en 
una nueva corriente de la teoría de la 
administración pública, que es la Nueva 
Gestión Pública, esta nueva alternativa 
pretende crear una administración más 
ágil y eficaz que responde a las 
necesidades y alcanzar mejores 
resultados gracias al principio de 
eficiencia, algunas herramientas 
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significativas de esta corrientes son: 
desregulación, generalización, 
privatización, externalización, 
participación ciudadana, etc.   

c) El comportamiento de los 
Organismos Financieros 
Internacionales: En los años noventa del 
siglo XX, los Organismos Financieros 
Internacionales (OFI) como el Fondo 
Monetario Internacional (FMI) y el Banco 
Mundial (BM) tuvieron una participación 
vital en la implementación de las políticas 
neoliberales, fundamentalmente, en los 
gobiernos de los países débiles; sin 
embargo, la instrumentación de estas 
políticas  dio margen al desarrollo de la 
corrupción, en virtud de que los recursos 
no estaban destinados al bienestar y 
desarrollo del país sino a mantener el 
status quo y facilitar las políticas dictadas 
desde Washington. De forma tal, que se 
incrementó la corrupción en los países de 
América Latina.  

d) La actuación de las empresas 
transnacionales: En un Congreso 
Anticorrupción celebrado en Lima Perú en 
1997, se demostró la complicidad en la 
corrupción entre lo público y privado, 
además, en dicho informe se concluyó “no 
hay corrupción sin iniciativa privada”.  

Asimismo, un estudio realizado por la 
Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE) en 1997 
en 15 países reveló que las áreas de 
mayor preocupación para los gobiernos 
son aquellos en las que el sector privado 
tiene contacto con funcionarios públicos 
que toman decisiones.   

e) La labor de gestores privados: El 
manejo del dinero contribuye a agilizar los 
procesos de desmantelamiento estatal 
para fomentar el libre comercio y permitir 
la entrada de las grandes empresas. En 
este sentido, el corruptor corrompe, con 
sutileza, a los gobernantes y funcionarios 
responsables del Estado donde desea 
ingresar.  
2.3 Factores administrativos: Aquellos 
factores que están en relación directa con 

la función interna de una estructura 
institucional, y en particular con la gestión 
de personal, entre los que inciden: 
a) La baja remuneración en el personal 
público: En los países en los que los 
sueldos de los puestos públicos no son 
excesivos, se puede dar margen a que el 
personal abuse de su cargo para obtener 
un ingreso adicional, pero también hay 
países donde los puestos si son bien 
remunerados y aun así existe la práctica 
de la corrupción.  

Rose-Ackerman, propone igualar los 
sueldos de los funcionarios públicos con 
los del sector privado afirmando que si los 
del sector público se elevan al nivel de los 
privados, la corrupción disminuirá. 
b) La inestabilidad en el trabajo: La 
carencia de un trabajo y de una función 
pública estable y fuerte acompañada de 
un servicio civil de carrera que opere 
adecuadamente fomenta la corrupción.  
c) La ausencia de una 
profesionalización del cuerpo de 
funcionarios y políticos: Todo 
funcionario debe ser profesional, no 
improvisado. Necesita contar con una 
formación, conocimientos, además, haber 
pasado los exámenes de oposición 
respectivos para ganarse el puesto. Con 
funcionarios profesionales se combate el 
nepotismo o la ineptitud. 

2.3. Factores sociales: Engloban factores 
que están relacionados con rasgos de la 
cultura en una comunidad. 
a) Los valores de consumo de la 
sociedad contemporánea: La sociedad 
gira en torno a tres ejes: el tener, el placer 
y el anhelo de poder. Estas aspiraciones y 
deseos son impulsados por los principios 
del capitalismo a través delas empresas, 
y promovidos, en el ámbito internacional, 
a través de la globalización o 
mundialización comercial. 
b) El descuido de las áreas sociales y 
humanidades: A raíz del desarrollo por la 
ciencias exactas y dejando de lado las 
ciencias humanidades, han dado por 
resultado una generación de individuos 
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ilustrados en conocimientos técnicos pero 
con un gran vacío en educación y valores.  
c) La tendencia a la imitación: Todo ser 
humano aprende viendo e imitando lo que 
hace su semejante. Consecuentemente, 
se pueden imitar prácticas corruptas de 
otros. 
d) El status o clase social: La corrupción 
surge porque los nuevos dirigentes 
políticos, con frecuencia procedentes de 
grupos étnicos discriminados, empezaron 
a ofrecer protección a cambio de apoyo 
electoral. 
e) La coerción por sistema: 
Contrariamente a la voluntad del 
individuo, éste es obligado a practicar la 
corrupción en lugares donde esta se ha 
vuelto un asunto cultural, es decir, en la 
operación de las funciones del servicio 
público, la persona ingresa y ocupa un 
cargo tendrá que realizar las funciones y 
hacer las cosas que se le piden de la 
manera establecida, bajo el riesgo de ser 
despedida o acusada de insolencia o 
desobediencia si no lo hace como se le 
indica. 
f) La influencia mediática: Los 
contenidos de los programas de los 
medios de comunicación constituyen un 
auténtico aprendizaje de la corrupción. 

En suma, el problema de la 
corrupción es multifactorial y es un asunto 
global de nuestro tiempo. En este tenor, 
para Iñigo de Miguel Beriain (2008: 8) “la 
globalización implica necesariamente un 
cambio en la forma de organización 
humana que enlaza comunidades 
distantes y expande el alcance de las 
relaciones de poder más allá del marco 
de las regiones, naciones o, incluso 
continentes.” Muestra de ello, es la 
corrupción, que ha expandido sus 
relaciones de poder en numerosos países 
del orbe; así lo confirma,  Jesús Antonio 
Bejarano A. (1997: 4), quién afirma, que 
“pareciera que en numerosos países la 
corrupción ha acabado alojándose en la 
planta alta gubernamental, ligada al 
denso tejido de intereses entre grandes 

protectores, grandes financiaciones y 
grandes negocios ligados al presupuesto 
estatal.” La corrupción como fenómeno 
global demanda la formulación, 
implementación, ejecución y evaluación 
de políticas públicas no sólo del gobierno, 
sino de la participación social y de 
capitales privados y, por ende, de la 
gobernanza. 

 
3 Definición de gobernanza 

 
En su primera acepción el DRAE, define 
la palabra gobernanza como el “Arte o 
manera de gobernar que se propone 
como objetivo el logro de un desarrollo 
económico, social e institucional 
duradero, promoviendo un sano equilibrio 
entre el Estado, la sociedad civil y el 
mercado de la economía.” 

Para Jaime Espejel Mena (2013:12) 
la gobernanza permite “la convergencia 
de distintos actores políticos, sociales y 
económicos en la solución de un 
problema particular.” La corrupción, no es 
la excepción. 

Al respecto, M. Baena del Alcázar 
(2005: 47-48), nos refiere que el término 
governance  -traducido recientemente por 
“gobernanza”-, “debe entenderse como la 
capacidad o aptitud para realizar fines 
públicos, actuando en el contexto social 
sobre varios subsistemas sociales 
interrelacionados (…). En lo que se pone 
énfasis es en la necesidad de coordinar y 
manejar los sectores sociales, que 
muchas veces constituyen subsistemas 
cada uno con su lógica y su cultura 
específica (…) las relaciones sociales 
mantenidas son la cuestión central.”   

Por su parte, para BANDA CASTRO, 
Ana Lilia, FLORES VARELA, Ramona, 
MORALES ZAMORANO, Miguel Arturo, 
(2012: 1 y 7), la gobernanza  “implica 
referirnos a la función pública y, al mismo 
tiempo, al rol de la ciudadanía 
participativa ejerciendo plausibles 
medidas de control sobre los recursos y 
decisiones que se ejercen desde los 
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propios gobiernos (…).” Más adelante, 
nos dan una  definición tentativa del 
concepto gobernanza: “cualidad de una 
forma avanzada y legítima de gobernar a 
través de la promoción y participación de 
la ciudadanía en redes de células 
coherentes orientadas a reconstruir el 
tejido social y a las instituciones de que 
se sirve.”  

En síntesis, desde la perspectiva 
social, la gobernanza implica la injerencia 
de la sociedad civil, la  convergencia de 
los actores sociales; la necesidad de 
coordinar y manejar los sectores sociales, 
el rol de la ciudadanía participativa 
ejerciendo plausibles medidas de control 
sobre los recursos y decisiones que se 
ejercen desde los propios gobiernos, la 
promoción y participación de la 
ciudadanía en redes de células 
coherentes a reconstruir el tejido social y 
a las instituciones de que se sirve. Pero, 
¿cuáles son los mecanismos de control o 
mecanismos de democracia semidirecta 
que tiene la ciudadanía? 
 

4 La participación como proyecto 
político en América Latina 

 
En un escenario de discursos comunes y 
confusos, cuyos proyectos (democrático 
participativo y tecnocrático neoliberal), 
esgrimen los mismos conceptos y 
categorías, la concepción de la 
ciudadanía integral, estos es, el acceso 
pleno a los derechos civiles, políticos y 
sociales en los países de América Latina, 
sin duda, puede garantizar la existencia 
de una verdadera democracia. Sin 
embargo, hay que reconocer que estas 
ideas no son nuevas, sino han sido 
defendidas recientemente por distintos 
países latinoamericanos, e incluso, 
planteadas desde la perspectiva 
teleológica en la antigüedad. 

En el pasado se ha reconocido el 
valor de la participación ciudadana activa 
como la promoción de un desarrollo 

político sano.5 Hace veinticinco siglos, el 
filósofo griego Aristóteles definía al 
ciudadano –en su obra clásica, Política – 
como aquella persona que “tiene la 
posibilidad de participar en la función 
deliberativa o judicial (...)”6sobre los 
asuntos públicos de la Polis, o sea, del 
Estado.  

En el “Ágora” de la legendaria 
Atenas, los ciudadanos –con excepción 
de los esclavos, mujeres y extranjeros – 
participaban de manera directa en los 
asuntos públicos. La democracia directa 
era posible gracias a las condiciones 
geográficas, demográficas y a la 
disponibilidad del tiempo para dedicar un 
espacio importante a los asuntos de 
gobierno. Con el devenir del tiempo, estas 
condiciones cambiaron como 
consecuencia de los procesos de 
emancipación popular en Europa durante 
el siglo XVI, dando paso a la democracia 
representativa.7 

A partir de la época moderna hasta 
nuestros días, ha subsistido un debate en 
cuanto a las diferencias, posibilidades e 
interrelación de las formas de 
democracia: directa y representativa. Por 
una parte, prevalece la idea de que la 
democracia debe incluir a todos y a cada 
uno de los ciudadanos que conforman un 
grupo social; por la otra, se admite la 
existencia de sociedades complejas que 
abarcan grandes poblaciones y áreas 
geográficas y, por ende, no cuentan con 
las condiciones para mantener un sistema 
de gobierno en el cual todos los 
ciudadanos participen directamente en la 
toma de decisiones políticas.8  

                                                
5 Zimmerman, Joseph F., Democracia participativa, El 

resurgimiento del populismo, Limusa, México, 1992, p. 

13 
6 Aristóteles, Política, Trad. Manuela García Valdés, 

Gredos, Madrid, España, 1988,  pp. 155-156 
7 Prudôhomme, Jean-Francois, ñLos instrumentos de la 

democracia directaò,  en Consulta popular y democracia 

directa, Cuadernos de divulgación de la cultura 

democrática, No 15, Instituto Federal Electoral, México, 

1997, p. 7 
8 Ibídem, p.7 
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En este contexto, el debate sobre la 
democracia en América Latina estuvo 
circunscrito por más de una década a la 
transición y la consolidación de la 
democracia, categorías que parten del 
concepto de la democracia representativa 
como meta y fin del proceso de 
democratización. No obstante, estas 
categorías han sido poco a poco 
relegadas por la ampliación del campo de 
la política y la construcción de la 
ciudadanía debido a que la democracia 
electoral ha generado crisis políticas 
nacionales y una profunda insatisfacción 
con los resultados de esas democracias 
en términos de justicia social, eficacia 
gubernamental e inclusión política; lo cual 
ha permitido la posibilidad de “construir un 
nuevo proyecto democrático basado en 
principios de extensión y generalización 
del ejercicio de los derechos, apertura de 
espacios públicos con capacidades 
decisorias, participación de los 
ciudadanos y reconocimiento e inclusión 
de las diferencias.”9  

Actualmente, existe una renovación 
del debate sobre la democracia y, en 
consecuencia, una gran disputa de 
proyectos políticos, que consiste en el uso 
de los mismos conceptos –
metodológicamente se pueden añadir: 
categorías, variables e índices y 
subíndices– generando confusiones 
debido a que manejan discursos comunes 
o parecidos en relación con la 
construcción de ciudadanía, la 
participación y la idea de sociedad civil 
provocando una crisis discursiva, aunque 
sustancialmente y completamente son 
distintos: Por un lado, tenemos el 
proyecto democrático participativo y, por 
el otro, el proyecto neoliberal de la 
privatización (tecnocrático neoliberal).10 

                                                
9
 Véase a Dagnino Evelina, Olvera Alberto J., y Panfichi 

Aldo en ñPara otra lectura de la disputa por la 

construcci·n democr§tica en Am®rica Latinaò.  
10 Cabe destacar, que entre los dos proyectos existen los 

proyectos autoritarios que respetan sólo formalmente las 

instituciones democráticas. 

El proyecto democrático participativo, 
que surge en el periodo de la resistencia 
contra los regímenes autoritarios, tiende a 
la ampliación del concepto de la política a 
través de la participación ciudadana y de 
la deliberación en los espacios públicos, 
derivando una noción de democracia 
como un sistema articulado de instancias 
de intervención de los ciudadanos en las 
decisiones que les conciernen  y en la 
vigilancia del ejercicio del gobierno. En 
este tenor, el informe sobre La 
democracia en América Latina del 
Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD) considera que la 
ciudadanía integral implica que el 
ciudadano “acceda armónicamente a sus 
derechos cívicos, sociales, económicos y 
culturales”11 en concordancia con la 
definición de democracia que “implica una 
ciudadanía integral, esto es, el pleno 
reconocimiento de la ciudadanía política, 
la ciudadanía civil y la ciudadanía 
social.”12 En contraste, con la democracia 
representativa, cuyo enfoque reduce el 
proceso político a una lucha entre fuerzas 
democráticas y autoritarias en la que la 
democracia representativa es un fin en sí 
mismo, en donde se reproduce una 
separación conceptual entre sociedad civil 
y sociedad política que impide analizar las 
continuidades entre ellas, sin considerar 
que el proceso democrático es 
interminable, contiene proyectos, 
aspiraciones y experiencias que no se 
agotan ni están contenidas en la 
representación electoral.  

 Por otra parte, el proyecto 
tecnocrático neoliberal, que se instala con 
diferentes ritmos a finales de la década de 
los 80, en distintas áreas de las políticas 
públicas acompaña el discurso 
participativo y de renovación simbólica de 
la sociedad civil –Tercer Sector– en la 

                                                
11 O Donnell, Guillermo, La democracia en América 

Latina. Hacia una democracia de ciudadanas y 

ciudadano, Programa de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo (PNUD), Argentina, 2004, p. 26. 
12 Idem. 
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esfera internacional. Para muestra basta 
un botón: los nuevos discursos de las 
agencias multilaterales de desarrollo de la 
Organización de las Naciones Unidas 
(ONU) revaloran el papel de la sociedad 
civil en la construcción de la democracia y 
de la gobernabilidad orientados a la 
“democracia participativa” con el propósito 
de asegurar la gobernabilidad y, otros, 
apelando al predominio de lo 
tecnocrático-gerencial y a la 
despolitización expresa.      

A pesar de estas tendencias 
neoliberales en América Latina, el 
concepto de ciudadanía integral o 
ciudadanía plena debe concebirse en el 
ejercicio de los derechos civiles, políticos, 
económicos y culturales, así como la 
capacidad de participar en la deliberación 
de los asuntos públicos de los Estados-
Nación de América Latina 
correspondientes, sin dejar de reflexionar 
en las siguientes preguntas: ¿puede una 
persona participar plenamente en los 
asuntos públicos y en la solución de sus 
problemas que se presentan con sus 
vecinos en las calles, manzanas, 
colonias, comunidades, ciudades, 
entidades federativas y del país 
respectivo, cuando carece de las 
necesidades más elementales como son: 
la alimentación, la salud, la vivienda y el 
vestido?, ¿hasta qué punto las garantías 
sociales condicionan el ejercicio pleno de 
los derechos civiles y políticos? 

Recordemos que en la Grecia antigua 
el fin del trabajo se concebía como "ocio" 
-en sentido recreativo - bajo la condición 
de tener satisfechas las necesidades 
básicas. En este sentido, el DRAE, en su 
tercera y cuarta acepciones nos definen la 
palabra "ocio" como una "diversión u 
ocupación reposada, especialmente en 
obras de ingenio, porque estas se toman 
regularmente por descanso de otras 
tareas" y "obras de ingenio que alguien 
forma en los ratos que le dejan libres sus 
principales ocupaciones", 
respectivamente; es decir, el ingenio de 

las personas que laboran depende en 
gran medida del descanso y de sus ratos 
libres. 

Lo paradójico, hoy en día, es que en 
“América Latina entre 30 y el 60 % de la 
población padece alguna forma de 
exclusión social”13 : la mayoría de las 
personas tienen descanso y ratos libres, 
pero no tienen trabajo, viven 
desempleados o subempleados; o sea, en 
la extrema pobreza y pobreza; otros de 
manera colectiva como miembros de una 
familia -padres, madres e hijos- laboran 
en dos o tres trabajos, a fin de cooperar 
en el abastecimiento de víveres y 
manutención del hogar. 

El fondo del asunto, no estriba en el 
descanso y el rato libre que se tenga, sino 
en la autosuficiencia y satisfacción de las 
necesidades elementales para dedicarse 
al ocio, más aún, participar plenamente 
en la deliberación de los asuntos públicos 
del Estado como ciudadanos. Por ello, la 
base para ejercer los derechos civiles y 
políticos plenamente son las garantías 
sociales, las cuales son definidas por el 
jurista Diego Valadés como "las 
disposiciones constitucionales que 
establecen y regulan los derechos y 
prerrogativas de la sociedad en general o 
de grupos humanos en especial, 
conforme a los criterios de justicia y de 
bienestar".  

 La participación ciudadana en 
América Latina debe fincarse en un 
proyecto democrático participativo que 
garantice este derecho fundamental en el 
marco jurídico, no sólo a través de 
mecanismos de democracia directa o 
semidirecta (consulta popular, Iniciativa 
popular, plebiscito, referéndum, rendición 
de cuentas y revocación de mandato, 
entre otros) o contar con leyes de acceso 
a la información pública para poder 
deliberar sobre uno o varios aspectos 
públicos, sino implica, además, estimular 

                                                
13

 Véase el Índice de Participación Ciudadana 2005,  

Red Interamericana para la Democracia, Buenos Aires, 

noviembre, 2005,  p. 10 
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y promover la educación cívica en todos 
los niveles escolarizados e, involucrar a 
diversos actores políticos como los 
organismos electorales, los partidos, los 
medios de comunicación, las 
organizaciones sociales y-o civiles para 
que contemplen en sus planes y 
programas, acciones que contribuyan a 
fomentar los valores cívicos. 
 

5 Tendencia de la democracia 
semidirecta en México 

 
El 8 y 9 de agosto de 2012, 
respectivamente, el presidente Felipe 
Calderón Hinojosa promulgó y publicó en 
el Diario Oficial de la Federación el 
Decreto por el que se reformaron y 
adicionaron diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia política, 
que contempla figuras como la iniciativa 
ciudadana, consulta popular y candidatura 
independiente, entre otras. Pero, ¿cuáles 
son los alcances y límites de la Reforma 
Política?  

Cabe recordar, que la reforma política 
constituyó el último de los diez temas 
después de la pobreza, salud, educación, 
finanzas públicas, energía, 
telecomunicaciones, laboral, mejora 
regulatoria y crimen organizado, que 
abordó el presidente de la República, 
Felipe Calderón Hinojosa, en su mensaje 
a la nación, el 2 de septiembre de 2009, 
en donde cuestionó si el actual sistema 
político permite procesar los conflictos, 
hacer de manera correcta la 
corresponsabilidad entre los tres poderes 
y órdenes de gobierno; así como pasar 
del sufragio efectivo a la democracia 
efectiva. 

En este contexto, después de 
analizar y procesar las diversas iniciativas 
presentadas por el titular del Poder 
Ejecutivo y de los grupos parlamentarios 
representados en las cámaras del 
Congreso de la Unión, así como por las 
organizaciones de la sociedad civil, 

especialistas e interesados en los temas 
de la reforma política, se aprobó por el 
Poder Legislativo Federal y 17 congresos 
estatales este proyecto de decreto, que 
sin duda, no sólo impacta en la 
constitución federal, sino en diversas 
disposiciones normativas secundarias y 
reglamentarias. Por lo pronto, resulta 
conveniente analizar algunas de estas 
figuras para vislumbrar los alcances y 
limitaciones. 

 
5.1 Iniciativa ciudadana 
 

La figura de la iniciativa ciudadana se 
concibe como una iniciativa presentada al 
Congreso directamente por los 
ciudadanos, es decir, sin la intervención 
de algún representante. La constitución 
federal contempla esta institución, a la par 
de varias legislaciones estatales como 
Baja California, Baja California Sur, 
Colima, Chiapas, Chihuahua, Distrito 
Federal, Durango, Estado de México, 
Guanajuato, Hidalgo, Jalisco, Morelos, 
Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Quintana 
Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, 
Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala y 
Veracruz, que la consideran como un 
mecanismo de participación ciudadana, 
aunque se cuestiona su uso por la 
exigencia de umbrales altos para su 
aplicación. 

Por lo pronto, la inclusión de la 
iniciativa ciudadana en esta reforma 
impacta en el artículo 35 constitucional, al 
adicionarse la fracción VII, que 
reconocería como derechos del 
ciudadano el "iniciar leyes, en los 
términos y con los requisitos que señalen 
esta Constitución y la Ley del Congreso 
(...)", en correlación con el artículo 71 
constitucional, al adicionarse la fracción 
IV, que reconocería a los ciudadanos 
como sujetos constitucionalmente 
legitimados para iniciar leyes o decretos 
ante el Congreso de la Unión, sí y sólo si, 
las iniciativas cuentan con el respaldo de 
al menos el equivalente al 0.13% de la 
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lista nominal de electores, en los términos 
que señale la Ley del Congreso. 

Hasta las elecciones federales del 1 
de julio de 2012, 79 millones 454 mil 813 
mexicanos conformaban la lista nominal 
de electores; es decir, era aptos para 
votar. Partiendo de esta información 
oficial y realizando este cálculo, se 
requerirían 103 mil 291 electores para 
promover una iniciativa de ley, que por 
cierto, no tendría el carácter preferente, 
sino estaría supeditada al trámite normal, 
e incluso, a la "congeladora". Ante esta 
situación, cabe preguntar: ¿cuáles son los 
incentivos? 

 
5.2 Consulta Popular 
 

A la par de la Iniciativa ciudadana y las 
candidaturas Independientes, la consulta 
popular es una figura de la democracia 
semidirecta. Sin embargo, ¿cuáles son 
las probabilidades de llevar a cabo una 
consulta popular?, ¿quiénes y sobre qué 
temas puede promoverse?, ¿cuáles son 
los alcances y límites de este 
mecanismo? Veamos. 

Desde la perspectiva histórica, se 
transitó de un sistema de elección de 
diputados indirecto en tercer grado –y, 
posteriormente, en segundo grado– a un 
sistema de elección directa de diputados, 
a partir de la ley electoral de 1911, que 
estableció el ejercicio del sufragio de los 
ciudadanos sin intermediarios. Aunado a 
este hecho, se pueden apuntar 
instrumentos de democracia semidirecta 
prescritos en las convocatorias de 
nuestros congresos constituyentes en los 
años de 1824, 1856 y 1916, en razón del 
llamado directo para que la población se 
pronunciara a través de sus 
constituyentes –que no eran sólo 
representantes– sobre la viabilidad de 
una reforma constitucional. 

En perspectiva comparada, en el 
plano internacional diversos países han 
prescrito la consulta popular en sus 
constituciones como Argentina (art. 40); 

Colombia (arts. 103 y 376); Cuba (art. 86); 
Ecuador (art. 79); Francia (art. 11); 
Guatemala (art. 173 y 280); y, Panamá 
(art. 310). En el orden nacional está 
plasmada en el artículo 26 de la Carta 
Magna desde hace 29 años con el 
propósito de que la sociedad participe en 
el sistema de planeación democrática del 
desarrollo nacional. A nivel estatal, la 
figura de Consulta Popular está normada 
explícitamente en las leyes de 
participación ciudadana de Coahuila, 
Guerrero, Tlaxcala y Zacatecas. 

Ahora bien, la inclusión de la consulta 
popular en la reforma política impacta 
como un derecho político activo de los 
ciudadanos –aunque también se consigna 
como una obligación en el artículo 36 
constitucional–, al permitirles votar sobre 
temas de trascendencia nacional. Para 
ello, se adiciona la fracción VIII en el 
artículo 35 constitucional, que establece a 
tres actores como potenciales 
convocantes de la Consulta: a) El 
presidente de la república; b) El 
equivalente al treinta y tres por ciento de 
los integrantes de cualquiera de las 
cámaras del Congreso de la Unión; es 
decir, el derecho de la minoría de 165 
diputados o 43 senadores; o c) Los 
ciudadanos, en un número equivalente, al 
menos, al dos por ciento de los inscritos 
en la lista nominal de electores, o sea, 
alrededor de un millón 589 mil 096 
ciudadanos; los cuales deben ceñirse a 
los términos que determine la ley. 

Cabe señalar, que esta reforma 
establece solo para los dos primeros 
casos, que la petición de la Consulta debe 
"ser aprobada por la mayoría de cada 
cámara del Congreso de la Unión." Pero, 
¿qué tipo de mayoría?, ¿mayoría relativa, 
absoluta o calificada? Es importante 
recordar, que desde 1997 tenemos un 
multipartidismo. Actualmente, en ambas 
cámaras del Congreso de la Unión, 
ninguna fuerza política tiene la mayoría 
absoluta o calificada. Consecuentemente, 
tendríamos un problema hermenéutico o 
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de interpretación jurídica, que podría 
subsanarse y evitar la intervención del 
Poder Judicial de la Federación, si y solo 
si, se signa en la Constitución o en la ley 
reglamentaria. 

Por otra parte, en el segundo numeral 
de la fracción en comento, se establece la 
participación de un 40 por ciento de los 
inscritos en la lista nominal de electores 
para que el resultado sea "vinculatorio 
para los poderes ejecutivo y legislativo 
federales y para las autoridades 
competentes"; es decir, la participación 
aproximada de 31 millones 781 mil 925 
ciudadanos. Sin duda, tendría que ser un 
tema que motive y movilice la 
participación ciudadana. Por el momento, 
los temas vetados son: derechos 
humanos; los principios consagrados en 
el artículo 40 constitucional; la materia 
electoral; los ingresos y gastos del 
Estado; la seguridad nacional y la 
organización, funcionamiento y disciplina 
de la Fuerza Armada permanente, 
adicionales a los que la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación resuelva. 

A pesar de los alcances y límites de 
la figura de la consulta popular, la 
democracia representativa y la 
democracia semidirecta en México son 
dos mecanismos procedimentales –no 
excluyentes uno de otro–, a través de los 
cuales el ciudadano puede participar de 
manera indirecta y directa, 
respectivamente, en la deliberación de los 
asuntos públicos de Estado. 

 
6 A manera de conclusiones 
 

1. El acceso a la información es un 
derecho fundamental y condición 
necesaria para que los ciudadanos 
participen en la deliberación de los 
asuntos públicos del Estado. 

La democracia participativa depende, 
en gran medida, de que los ciudadanos 
tengan garantizado el acceso de la 
información, elemento esencial, para 
comprender y analizar la realidad de toda 

comunidad política. La plena libertad de 
acceso a la información, y, por lo tanto, la 
infinita posibilidad de transformarla en 
conocimiento, definen el modo de ser del 
ciudadano. Las limitaciones del acceso a 
la información se convierten 
inmediatamente en limitaciones de la 
ciudadanía. Por ello, de poco sirve 
elaborar leyes con mecanismos e 
instrumentos de participación (plebiscito, 
referéndum, revocación de mandato, 
iniciativa popular, etc.) si no se garantiza 
el ejercicio de esta atribución ciudadana 
para deliberar y tomar decisiones sobre 
los asuntos nacionales, regionales, 
estatales, municipales, comunitarios y-o 
colonias.  
2. La democracia representativa y la 
democracia semidirecta en México son 
dos mecanismos procedimentales –no 
excluyentes uno de otro–, a través de los 
cuales el ciudadano puede participar de 
manera indirecta y directa, 
respectivamente, en la deliberación de los 
asuntos públicos de Estado.  
3. Las perspectivas de la democracia 
semidirecta en México son óptimas en el 
marco de la reforma política en las 
cámaras del Congreso de la Unión, en 
virtud de las tendencias internacionales, 
nacionales y locales.  
4. El fondo del problema estriba en 
¿quién o quienes deben construir 
ciudanía y, consecuentemente, cómo 
garantizar la participación en la función 
deliberativa de los asuntos públicos del 
Estado? Más aún, ¿en cómo garantizar la 
participación plena de los ciudadanos 
cuando éstos no tienen acceso o carecen 
de las necesidades básicas? 
5. La democracia es una 
precondición social para que los 
ciudadanos puedan participar en la 
deliberación de los asuntos públicos del 
Estado mexicano, a través de 
mecanismos procedimentales efectivos: 
leyes de acceso a la información pública y 
leyes de participación ciudadana. Pero 
además, reduciendo la brecha digital.  
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1.5 UNA APROXIMACIÓN AL ANÁLISIS 
DE LA CORRUPCIÓN Y GOBERNANZA 

 

CARLOS TORRES RAMÍREZ* 

 
Hablar de corrupción es, sin duda, 
introducirnos en un profundo debate. En 
esta ocasión, nos reúne la convocatoria 
de la Universidad de Guanajuato para, 
precisamente, abordar este tema que sin 
duda merece la atención y el estudio de la 
academia. 

Cuando se habla de corrupción se 
mira a México, empero nadie puede dudar 
ahora que el fenómeno de la corrupción 
es un problema global.1 Afecta lo mismo a 
países pobres que a países poderosos, 
aunque en distinta medida. Sí, la 
corrupción es entonces un problema 
global que afecta por igual a personas 
que a instituciones, un vicio capital de 
nuestra época que muestra su rostro 
desagradable en todas partes, nos dice 
Peter Eingen.2 

México, por supuesto, no es la 
excepción; sostiene Miguel Carbonell que 
en nuestro país la corrupción no nos 
extraña3. En efecto, podemos decir que la 
corrupción en México se ha introducido en 
el régimen político, tanto del partido que 
gobernó por muchos años, como de otras 
corrientes políticas que le han  precedido. 
Las muestras  que de unos y otros 
existen, están a la vista de cualquier 
ciudadano mexicano.  

                                                
*
 Director del Instituto de Investigaciones Legislativas 

del Congreso del Estado de Guanajuato. 
1 Susan Rose-Ackerman, nos indica que la corrupción en 

los negocios internacionales es hoy reconocida en los 

más altos niveles de los gobiernos y de los organismos 

internacionales. En Corrupción y Economía Global, en 

Poder, Derecho y Corrupción, coordinado por 

Carbonell, Miguel y Vázquez Rodolfo, ed, siglo 

veintiuno, México, 2003, pág. 240.  
2 Eigen, Peter, Las Redes de la Corrupción, ed.,  Planeta, 

traducción, Bartels, Mireia, y v.v.a.a, Barcelona 2004, 

pág. 31   
3 Carbonell Miguel, Poder, Derecho y Corrupción, 

Coordinado por el propio autor y Vázquez Rodolfo, op, 

cit, pág.7 

Alejandro Nieto dijo que en España la 
corrupción acompaña al poder como la 
sombra al cuerpo4; en México podemos 
sostener que la corrupción esta 
enquistada en el sistema de gobierno, 
cual si se tratara de un binomio 
indisoluble. La corrupción, en la cita de 
Jesús Silva-Herzog, se ubica en la 
médula del sistema político.5 

En México, la percepción 
generalizada sobre el quehacer y 
prácticas burocráticas en los diversos 
niveles de la administración es en el 
sentido de que, para realizar cualquier 
trámite administrativo, es necesario 
recurrir a la dádiva pues, de otra suerte, 
difícilmente avanzará la posible solución 
del asunto.6  

Resulta en este orden de ideas que la 
corrupción se ha ido arraigando en la 
percepción de los mexicanos. Una 
encuesta realizada a nivel nacional, hace 
algunos años, fue reveladora y, bien se 
podría afirmar, también desgarradora. 
Sobre el tema de la corrupción, Federico 
Reyes Heroles7 nos ofrece las siguientes 
cifras: 39% de los encuestados considera 
que es más conveniente “arreglarse” con 
las autoridades que cumplir con las leyes; 
38 % está de acuerdo con la frase “un 
político pobre es un pobre político” ; un 
tercio aprueba la frase “el que no tranza 
no avanza”; 25% está de acuerdo en que 

                                                
4 Nieto Alejandro, Corrupción en la España 

Democrática ,Barcelona,  Ariel, 1997, pág. 7 
5 Silva-Herzog, Jesús, La Corrupción y el Liberalismo de 

Favor, Isonomía, núm. 10, abril, México, 1999, pág., 46 
6 López Presa Octavio coordinador, Corrupción y 

Cambio, fondo de cultura económica, México 1998,Pág, 

21 y además, Vid Plan Nacional de Desarrollo 2001-

2006, publicado en el Diario Oficial de la Federación de 

30 de mayo de 2001,  en cuyo contenido ya se indica que 

el objetivo  que se persigue es muy claro, se trata de 

lograr que el gobierno y la sociedad colaboren para 

erradicar  y abatir de una vez por todas el mal que tanto 

mal ha hecho a nuestro país: La corrupción y la 

impunidad y garantizar un desempeño ético y honesto de 

los servidores de la Administración Pública Federal, y 

prevenir la discrecionalidad y el abuso de autoridad , en 

segunda sección de dicho instrumento, Pág. 124  
7 Reyes  Heroles Federico, México, Memorial del 

Mañana, Tauros, México, 1999, págs.172-173 
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los funcionarios se aprovechen del 
puesto, siempre y cuando no se manden; 
43% considera que para ascender en el 
gobierno, hay que ser corrupto o muy 
corrupto; 52% aprueba que se ayude a 
parientes y familiares si se está en un alto 
cargo público; 40% está de acuerdo que 
en México más vale tener dinero que 
tener la razón. 

Prácticas de esa naturaleza explican 
de tal suerte que la actividad  
administrativa que se realiza en el sector 
público, está permeada por prácticas 
indebidas que llevan a cabo por igual 
algunos burócratas que funcionarios, 
trabajadores de todos los niveles.8 Desde 
los que tienen que imprimir un sello en la 
autorización para la obtención  de una  
licencia, hasta  los que deben dictar una 
resolución autorizando los grandes 
proyectos de obra pública majestuosa. 
Carbonell, nos expone que Mark Pieth, 
responsable de la lucha contra la 
corrupción en la OCDE, se encargaba de 
precisar que la corrupción variaba en el 
campo de los contratos públicos de 
acuerdo con el objeto de los mismos: los 
pagos ilegales llegaban a un 30% del 
valor del contrato.9 El  gran público sabe 
de tales usos. Por eso es fácil explicarse 
la percepción que arrojan las distintas 
consultas que sobre el tema de la 
corrupción se han realizado. A fuerza de 
ser sinceros nos parece que en muchos 
de los casos la percepción empata con la 
realidad. Vale la pena comentar que En el 
Periódico de circulación nacional en 
México, La Jornada, en el 2001, se 
publicó un anota que expresaba: Pierde el 
país al año 120 mil millones de pesos por 

                                                
8 Chanes Nieto José, La corrupción en el servicio 

público, en Estudios Jurídicos en Homenaje al Maestro 

Eugenio Trueba Olivares, ed., Investigaciones Jurídicas,  

Universidad de Guanajuato, pág. 143, México,  2006 
9 Carbonell, Miguel, Poder, Derecho y Corrupción, óp. 

cit., pág. 9. En la misma cita se consigna, que Mark 

Pieth, funcionario de la OCDE, afirmaba que los 

cálculos que en su seno se realizaban, sobre los montos 

que movían al año los procesos corruptivos eran de 

alrededor de 140 mil millones de euros. 

corrupción, equivalentes al 20% del PIB, 
dice la Asociación Mexicana de Estudios 
para la Defensa del Consumidor.10 
Percepción y realidad se funden. 

 
La gobernanza y su medición  
 

La gobernanza (en inglés, governance) es 
un concepto que engloba varias 
dimensiones. Según el Banco Mundial, la 
gobernanza se refiere al conjunto de 
instituciones formales e informales que 
determinan el modo en que es ejercida la 
autoridad en determinado país. Esto 
incluye tres amplias dimensiones:  

 
1. El proceso de selección, 

supervisión y sustitución de los gobiernos, 
así como los mecanismos de rendición de 
cuentas a la población -accountability-  

2. La capacidad de los gobiernos 
para formular e implementar las políticas 
más adecuadas para garantizar el 
crecimiento económico sostenible.  

3. El respeto (tanto por parte del 
Estado como de los ciudadanos) hacia las 
instituciones que rigen las relaciones 
económicas y sociales de un país.  

La literatura especializada suele 
hacer referencia a una correlación robusta 
y positiva, existente entre la 
gobernabilidad observada en los países y 
su nivel de ingresos. Además, múltiples 
estudios han documentado que aquellos 
países cuyas sociedades cuentan con 
mecanismos eficientes para manifestar 
sus inquietudes y exigir que sean 
atendidas, evitar la corrupción y ejercer 
auditoría sobre la gestión pública -entre 
otros elementos- suelen tener un mejor 
desempeño en términos de su desarrollo 
económico y social. Este indicador refleja 
la calidad del servicio público; el nivel de 
compromiso del gobierno con la 
implementación de políticas públicas 
adecuadas y la provisión efectiva de 
bienes públicos, así como el grado de 

                                                
10 Cardoso Víctor, Periódico La Jornada, núm. 6056, de 

9 de julio 2001.  
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independencia del gobierno con respecto 
a presiones políticas. 

El último índice de gobernanza refleja 
en qué medida los ciudadanos perciben 
que existe corrupción en su país. La 
corrupción,  a grandes rasgos, lo hemos 
dicho antes,  se refiere al uso abusivo del 
poder público con el fin de satisfacer 
intereses personales.  

En líneas generales, los mayores 
esfuerzos de las políticas públicas 
regionales deben concentrarse en lograr 
un mayor control de la corrupción, 
incrementar la efectividad del gobierno y 
garantizar la prevalencia de la estabilidad 
en el plano político. 

El término gobernanza refiere a los 
acuerdos formales e informales que 
determinan cómo se toman las decisiones 
públicas y cómo se llevan a cabo dichas 
medidas desde la óptica del respeto a los 
valores constitucionales de un país. La 
administración pública es uno de los 
pilares centrales de la gobernanza 
(Departamento de Asuntos Sociales y 
Económicos de la ONU, 2007: iii).11 

En su trabajo sobre gobernanza 
pública, la OCDE se centra en los 
siguientes elementos de la buena 
gobernanza: 

• Rendición de cuentas: el 
gobierno está en posibilidades y tiene la 
intención de mostrar hasta qué punto las 
medidas que aplica y las decisiones que 
toma son congruentes con objetivos 
claramente definidos y acordados. 

• Transparencia: las medidas que 
toma el gobierno, así como sus 
decisiones y los procesos que llevan a las 
mismas, están abiertos en un nivel de 
escrutinio adecuado para ser objeto de 
revisión en otros sectores del gobierno o 
por la sociedad civil y, en algunos casos, 
instituciones externas. 

• Eficiencia y eficacia: el gobierno 
se esfuerza por generar productos 
públicos de calidad, incluyendo los 

                                                
11 Estudio OCDE sobre Gobernanza P¼blica ñHacia una 

gesti·n p¼blica m§s din§mica en M®xicoò, 2001, p§g. 17 

servicios que se prestan a los 
ciudadanos, al mejor costo, y garantiza 
que lo ofrecido cumpla con las 
intenciones originales de los encargados 
del diseño de políticas públicas. 

• Capacidad de respuesta: el 
gobierno tiene la capacidad y la 
flexibilidad para responder con rapidez a 
los cambios en la sociedad, toma en 
cuenta las expectativas de la sociedad 
civil en la identificación del interés público 
general y tiene la voluntad de analizar su 
papel desde una perspectiva crítica. 

• Visión prospectiva: el gobierno 
está en posibilidad de prever problemas y 
temas a futuro, con base en los datos y 
las tendencias actuales y diseña políticas 
que toman en cuenta los costos futuros y 
los cambios previstos (por ejemplo, en los 
ámbitos demográfico, económico, 
ambiental). 

 
• Estado de derecho: el gobierno 

ejecuta las leyes, las regulaciones y los 
códigos de manera igual y transparente12. 

Además de estos elementos, estima 
la OCDE,13una gobernanza pública 
adecuada debe considerar la agilidad 
estratégica, que consiste en la capacidad 
del gobierno para prever y responder con 
flexibilidad a los retos de políticas 
públicas que cada vez son más 
complejos. En este sentido, se requieren 
marcos de referencia para hacer posible 
una toma de decisiones rápida y de 
calidad y garantizar su implementación a 
fin de generar valor público.  

Por último, una gobernanza 
adecuada implica un servicio público 
eficiente, un sistema judicial 
independiente, la rendición de cuentas en 
la administración de fondos públicos, una 
estructura institucional plural y el respeto 
a la ley. 

                                                
12 OCDE (2011) ñHacia una gesti·n p¼blica m§s efectiva 

y din§mica en M®xicoò. OCDE Publishing 

http://dx.doi.org/10.1787/97892641166252-es, págs. 17 

y sigs.  
13 Ibídem. 

http://dx.doi.org/10.1787/97892641166252-es
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Un elemento clave de la buena 
gobernanza reside en contar con un 
gobierno que sea  eficaz. Un gobierno 
eficaz es aquel cuyos resultados, como la 
prestación de servicios públicos o el 
diseño y la implementación de políticas 
públicas, cumplen los objetivos 
planeados. Al mismo tiempo, un gobierno 
eficiente es aquel que genera estos 
resultados al menor costo posible, usando 
el mínimo necesario de recursos de la 
sociedad y, en especial, de los 
contribuyentes. 

El principio de eficacia es entonces 
fundamental para realizar y hacer efectiva 
una buena gobernanza. Sí, es en la 
Constitución —fuente suprema del 
ordenamiento jurídico— donde 
encontramos el pilar que sirve de apoyo a 
los ciudadanos, el vértice del que parten 
las legítimas demandas del ciudadano, 
que lo sujeta a ella, tanto a él como al 
poder, es incuestionable que para obtener 
servicios públicos con oportunidad y de 
calidad, no se puede dejar de mirar su 
contenido, para extraer de su cuerpo el 
principio que ahora abre paso al tema. 14 

Se ha hablado ya de las nuevas 
tendencias de las administraciones 
públicas y —precisamente dentro de ese 
contexto de modernidad y globalización, 
tal y como lo recomienda la OCDE, según 
comenta Rodríguez Arana—15 hacia 
dónde se debe partir, dentro de los 
cauces institucionales: hacia un 
reconocimiento del principio de legalidad 
en el ámbito de la misma Constitución.  

La eficacia se convierte en una forma 
de diferenciación entre las sociedades 

                                                
14 Entrena Cuesta, Rafael, Curso de Derecho 

Administrativo Vol. I, op. cit., pág. 86. 
15 Vid Rodríguez-Arana Muñoz, Jaime, en el artículo, 

ñLa modernizaci·n del Estado seg¼n la OCDEò, Revista 

Actualidad Administrativa, núm. 11, 2006, pág. 1286. 

Cuando se refiere al documento de la OCDE y comenta 

que: ñEn dicho documento se reconoce que hoy la 

administración tiene un papel más amplio, lo que 

conlleva también la ampliación de la responsabilidad 

social de los poderes públicos y con una nueva manera 

de entender el interés general, menos unilateral y más 

abiertoò. 

organizadas, avanzadas, y las que se 
encuentran en ese proceso; de allí la 
importancia de cómo se pueda desarrollar 
y se pueda llegar a su consecución. Más 
allá de lo que formalmente se estipule en 
la norma, será la medición de la actividad 
que ha desplegado la administración,16 la 
que muestre la realidad en cuanto a los 
servicios, la que proporcione el resultado 
final sobre si la administración ha 
cumplido y se ha ajustado al principio de 
eficacia.  

El profesor Luis Ortega apunta que 
son fundamentales los resultados del 
servicio, porque es en la medición del 
resultado donde se puede concretar el 
contenido del derecho de prestación.17 En 
el sector público deben medirse las 
actividades de forma que sea posible 
formular juicios acerca de la eficacia con 
que están siendo ejecutadas. 18 Conforme 
a lo anterior, la realización de procesos 
instrumentados que permitan la medición 
de la actividad administrativa es inherente 
a la eficacia, como parte de un sistema de 
control. Roberto Dromi, aduce que la 
eficacia estatal es condición para 
posibilitar el accionar de los órganos de 
control.19 

En efecto, el principio de eficacia está 
considerado en la lista de derechos que, 
conforme a un estado social y 
democrático de derecho, toda 
constitución, emanada de un sistema 
como el planteado, tutela como tal, dado 
que los ciudadanos, destinatarios de los 
servicios públicos y mandantes de los 
administradores, aspiran a que los 
servicios o las gestiones que desarrollan 

                                                
16 Garde Juan Antonio, Coordinador, La Agencia Estatal 

de Evaluación de la Calidad de los Servicios y de las 

Políticas Públicas, Coordinador, INAP, Madrid, 2005, 

págs. 9,20 y 29. 
17 Ortega, Luís, El reto dogmático en el principio de 

eficacia, Revista de Administración Pública, op. cit., 

pág. 11.  
18 Harríson, Anthony J, El control del gasto público 

(1979-1989) Instituto Estudios Fiscales, Traducción Juan 

J Cainzos, Madrid 1991, pág. 166.  
19 Dromi, Roberto, Modernización del control público, 

óp. cit., pág. 73. 
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éstos, sean cubiertos con oportunidad, 
con puntualidad, en las mejores 
condiciones, de manera transparente, y 
con el menor coste posible; en pocas 
palabras, servicios eficaces. Ciertamente, 
convengo con el profesor Nevado-Batalla, 
sobre la existencia del inevitable nexo 
entre el principio de eficacia y la calidad 
de la prestación del servicio; de suerte 
que,  la eficacia es el nivel de objetivos 
alcanzados, en el bien entendido que ese 
grado de consecución ha de ser óptimo.20 

En tal sentido, la eficacia se convierte en 
una forma de control, ya se apuntaba, 
pues si la misma se consigue, se evitan 
los dispendios, los despilfarros, las 
desviaciones del recurso por aplicación 
de inadecuadas políticas de desarrollo o 
falta de planeación, que afecta la efectiva 
inversión del gasto público.21 

En las normas fundamentales es 
donde se tutela el precepto que consagra 
el principio de eficacia; por ello, 
consecuentemente, encuentra una 
indisoluble vinculación con el principio de 
legalidad. Y es que en la actividad y 
función de auctóritas es en donde debe 
presidir el estado de derecho, afirma 
Ortega Luis, prima la garantía de una 
actuación administrativa conforme a 
derecho. Como bien escribe Martín 
Mateo, la administración no está 
integrada por órganos soberanos, sino 
por órganos cuya soberanía, autoridad y 
poder son concedidos por otros órganos 
supremos del Estado. Esta es una de las 
claves del estado de derecho.22 

La OCDE, en el estudio aquí referido, 
propone que para que un gobierno sea 
eficaz y eficiente es menester que 

                                                
20 Nevado-Batalla Moreno, Pedro T. ñCumplimiento de 

la legalidad en la Nueva Cultura de Gestión Pública: 

Propuestas y realidades en la lucha contra la corrupci·nò, 

en La Corrupción en un Mundo Globalizado: Análisis 

interdisciplinar, Coordinadores, Fabián Caparrós, 

Eduardo y Rodríguez, Nicolás, óp. cit., pág. 99.  
21 Cfr. Martín Rebollo Luis, Constitución Española 25° 

Aniversario, óp. cit., págs. 45 y 46. 
22 Martín Mateo, Ramón, Manual de Derecho 

Administrativo, óp. cit., págs. 88 y 89. 

establezca un marco de lineamientos y 
reglas, de suerte que esas  regulaciones 
puedan ofrecer incentivos a los 
funcionarios públicos para que se 
apeguen a los objetivos establecidos por 
las políticas públicas, a fin de garantizar 
que los resultados estén alineados con 
las expectativas de la sociedad. Además 
que esas normas internas surgidas de los 
lineamientos puedan establecer 
estándares para la prestación de servicios 
públicos que cumplan con las demandas 
de las personas que cada vez están más 
informadas. En términos generales, la 
regulación interna también garantiza que 
las medidas que toma el gobierno se den 
dentro del marco legal. Asimismo, la 
regulación en el gobierno tiene la 
capacidad de establecer mecanismos 
para fomentar una cultura de  ahorro de 
recursos y de eficiencia, por ejemplo, por 
medio de las adquisiciones del gobierno. 

En un hilo conductor, resulta 
innegable que la eficacia ha de realizarse 
y alcanzarse  mediante una adecuada 
gobernanza, entendida, en palabras de 
Luis F. Aguilar, como un conjunto de 
actividades que se llevan a cabo a fin de 
dirigir a la sociedad, circunstancia que 
incluye la acción de gobierno; sin 
embargo, dice, no sólo se reduce a ella, 
sino que además incluye la acción de 
actores económicos y sociales.23   
Estamos en presencia de un nuevo 
proceso directivo  en tanto la definición y 
efectuación de los objetivos sociales es 
resultado de un nuevo tipo de relación 
entre gobierno y sociedad, 24 que es 
dominado por el gobierno y que, por ello, 
tampoco puede ser en modo de mando y 
control, dada la independencia política de 
los actores sociales y su fuerza relativa en 
virtud de los recursos que poseen y de los 
que el gobierno carece. 

                                                
23 Aguilar F, Luis, Gobernanza: El nuevo proceso de 

gobernar, Ed. Fundación Friedrich Nuemann para la 

Libertad,  México 2010, pág. 28 
24 Vid, Aguilar F. Luis, óp. cit., pág. 30 
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La buena Gobernanza, entonces, la 
podemos enfocar al quehacer de las 
administraciones públicas, que son 
quienes realizan la prestación de los 
servicios públicos como función 
neurálgica de la acción de gobierno. En 
tal tenor, es necesario ir a la búsqueda de 
aquellos mecanismos de control de la 
actividad gubernamental que tienen que 
ver con la forma de administrar los 
recursos públicos, además de 
implementar medidas preventivas y de 
seguimiento para desalentar los actos 
discrecionales que, como anota Gloria 
Martínez, facilitan la realización de actos 
de corrupción a la hora de proveer 
determinados servicios públicos. 25 

Si bien, como lo sostiene el Profesor 
Ricardo Rivero, la discrecionalidad es la 
posibilidad de optar, no significa dejar un 
margen de maniobra a los 
administradores de la cosa pública, para 
que actúen como y cuando les 
plazca.26Pues bien, de acuerdo a lo 
anterior es que  debemos ir al control de 
la administración que, como sostiene 
Bruno Ariel Rezzoagli, el control 
representa una actividad clave en 
cualquier organización que no sólo 
permite detectar  irregularidades  que se 
han cometido y adoptar medidas 
correctivas apropiadas, sino que además 
hace posible la  reforma de las políticas, 
objetivos y métodos de actuación de las 
administraciones públicas27. 

Por estas situaciones es que  
proponemos, siguiendo al profesor  de la 
Universidad de Salamanca Ricardo 
Rivero Ortega, avocarnos a realizar un 
tratamiento jurídico administrativo del 
fenómeno si consideramos que las 

                                                
25 Martínez Cousinou, Gloria, La corrupción política: 
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26 Rivero Ortega Ricardo, ñInstituciones jur²dico-
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27 Ariel Rezzogli, Bruno, Corrupción y contratos 
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instituciones administrativas presentan, 
frente a las penales la ventaja  de tener 
más capacidad preventiva28. En ese 
mismo orden, cuando escribe sobre la 
regulación de la carrera administrativa en 
Colombia, en la línea de estudio sobre 
instituciones Iberoamericanas, en lo que a 
prevención de la corrupción se refiere, 
sostiene que hay que hacerlo desde el 
derecho administrativo.29 En ese mismo 
hilo, Poveda Perdomo, sostiene que la 
carrera administrativa es un instrumento 
que debe servir en el proceso de 
moralización de los servidores públicos.30 

En conclusión, la corrupción como 
cáncer social enquistado en las 
administraciones públicas (es decir en las 
esferas de gobierno) debe, a través de la 
buena gobernanza, erradicarse y, de 
manera puntual, establecer desde la 
perspectiva del derecho administrativo los 
medios e incentivos a efecto de que el 
servidor público ajuste sus acciones de 
gobierno a la norma y al mandato de la 
sociedad. 
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